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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2015 - 2019 


Reunión celebrada el día 21 de setiembre de 2015 


(Sesión del día 21 de septiembre de 2015) 
(Asiste el señor Ministro de Salud Pública, la señora subsecretaria y asesores) 
SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 20) 


La Comisión da la bienvenida al doctor Jorge Basso, ministro de Salud Pública; a la doctora Cristina 
Lustemberg, subsecretaria; al doctor Gumer Pérez, asesor jurídico del ministro; al escribano Juan Arturo 
Echevarría, director general de Secretaría; al licenciado Aníbal Suárez, asesor del ministro; a la señora Milka 
Bengochea, del Instituto de Donación y Trasplante; al señor Julio Martínez, adjunto de Dirección General; al 
señor Humberto Ruoco, de la Dirección General de Unidad y Coordinación; a la doctora Alicia Ferreira, del 
Fondo Nacional de Recursos y a la señora Soledad Acuña, de la Dirección de Comunicación. 


También nos acompañan, como lo hacen usualmente, la señora Susaya Yakes, de la OPP; la señora Noemi 
Dollenarte y la contadora Lucía Fajardo, de la UPN; las señoras Laura Bustos y Silvia Pique de la Contaduría 
General de la Nación, y las escribanas Oriana Monti y Leticia Zumar, del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Para nosotros esta reunión -al igual que todas las que venimos realizando- es muy importante y necesaria. Es 
un insumo imprescindible para abordar, llegado su momento, artículo por artículo, Inciso por Inciso. Esta es 
la visita protocolar del Inciso, pero estaremos en relacionamiento directo entre quienes integramos esta 
comisión, el ministro y sus asesores para posteriores preguntas, de aquí hasta que culminemos el trabajo de 
esta comisión. 


Tiene la palabra el señor ministro. 
SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Gracias, buenas tardes a todas y todos. 


Vinimos a presentar los aspectos básicos que se plantean en el Ministerio de Salud Pública para este período, 
vinculados con algunos conceptos que ya hemos manejado en las respectivas Comisiones de Salud y 
Asistencia Social, tanto de la Cámara de Diputados como de la de Senadores, a las que tuvimos la 
oportunidad de concurrir. 


Estamos trabajando para mejorar el Sistema Nacional Integrado de Salud, para potenciar al Ministerio de 
Salud Pública en su función de rectoría, dotar al sector salud de un potente sistema de información en salud y 
jerarquizar fuertemente la calidad de la atención. Lo más importante que se propone este presupuesto apunta, 
entonces, a seguir mejorando la salud de la población, así como la calidad de la atención. En estos meses, 
estamos culminando una propuesta que tiene como principal tarea definir lo que denominamos como 
objetivos sanitarios, es decir, qué se propone desde el punto de vista de la salud de este país en materia de 
indicadores, de metas. Queremos decir de entrada que este desafío de que el país tenga objetivos sanitarios 
entra en lo que habitualmente denominamos como política de Estado. Nosotros aspiramos -vamos a hacer 
todo el esfuerzo posible; el tiempo dirá- a lograr el mayor consenso posible en definir cuáles son esos 
objetivos sanitarios. Nuestro país tiene buenos indicadores en algunas áreas y muy buenos indicadores en 
otras, pero somos conscientes de que podemos lograr más y mejor calidad. 


El país destina un 9,2% del PBI al sector salud; no es poco dinero. Está dentro de lo razonable a nivel 
internacional. Se trata de US$4.500.000.000. El Ministerio de Salud Pública, en su función sustantiva, se 
propone mejorar la calidad del gasto. Una de las herramientas que estamos poniendo en práctica -fíjense qué 
interesante para nosotros; espero que ustedes lo vean de la misma manera- es construir un mapa sanitario que 
identifique cuáles son las necesidades sanitarias que tiene el territorio y cuáles son los recursos que existen, 
porque a lo largo y a lo ancho del Uruguay nos encontramos con superposiciones, con estructuras y recursos 
que no son estrictamente necesarios desde el punto de vista sanitario, pero que sí responden fuertemente a 
una lógica de competencia entre prestadores. Naturalmente, son parte de su esencia, pero cuando no se 
articula con la necesaria complementariedad y la búsqueda de sinergias, se generan despilfarros desde el 
punto de vista económico -por decirlo claramente-, que deben ser evitados. 


Con la doctora Lustemberg siempre hacemos referencia a las localidades en las cuales nacen treinta o 
cuarenta chicos por mes y hay cuatro maternidades, con lo que implica en dotación de infraestructura, 
recursos y equipamientos. Es decir, nosotros queremos hacer mucho énfasis en la lógica de complementación 
y de sistema. 


En ese aspecto, este presupuesto genera algunas modificaciones en la estructura del Ministerio que apuntan a 
trabajar en lo que hacíamos referencia, donde destacamos que hay una supresión de una dirección general 
que tiene múltiples funciones, pero la sustantiva es la administración del seguro de salud, que es la Junta 
Nacional de Salud. Por lo tanto, buena parte de las funciones de la Dgsnis quedan en el ámbito de la Junta 
Nacional de Salud que, como ustedes saben, es un desconcentrado dentro del Ministerio y tiene como 
principal función la administración del seguro. 


A su vez, creamos una nueva estructura, una nueva dirección general que se llama Dirección General de 
Coordinación, cuya medida sustantiva es la de trabajar en un diseño de articulación, de sinergias, de más y 
mejor sistema. Inclusive, tenemos la idea de que la red integrada de efectores públicos -que, como saben, es 
una estructura que hoy se desarrolla en la órbita de ASSE- funcione en el ámbito de esta nueva dirección, 
porque es un componente sustantivo en la construcción del sistema. 


En el presupuesto, además, van a encontrar que hay un rubro de "Inversiones" que tiene un componente 
importante y está referido básicamente a montar y a lograr el sistema de información en salud que 
necesitamos. Por lo tanto, hay un costo pensado para hardware y software, de manera de fortalecer los 
sistemas de información en salud que permitan medir, controlar, supervisar y mejorar los resultados, a partir 
de ese monitoreo en las buenas prácticas de gestión de los prestadores. Obviamente, estamos dándole 
continuidad a una actividad que tiene que ver con las historias clínicas informatizadas, a lo largo y ancho de 
la red asistencial. Eso va a permitir una auditoría y un control de la calidad de atención y el seguimiento de 
calidad de desempeño institucional. Además, va a ir en paralelo con el ajuste de las metas asistenciales, que 
creemos que necesariamente deben ajustarse en forma periódica; es parte de la mecánica de poner una lupa 
en algunos procesos y en algunos resultados clave, para mejorar los rendimientos y la utilización de recursos. 


Además, queremos incorporar en el sector salud -tanto en el Ministerio como en el sector en general- el 
mejoramiento del desempeño y las retribuciones en los cuadros técnicos. Como pasa en buena parte del 
Estado pero, particularmente, en el Ministerio, se produce un trasiego permanente de cuadros técnicos que se 
alejan de la plantilla y, de alguna forma, esas son debilidades que quedan dentro de la estructura. Por lo tanto, 
tenemos que ver la manera de mejorar el sistema de contratación de cuadros técnicos. Esto no pasa 
necesariamente por incorporarlos a la plantilla y presupuestarlos, sino por trabajar en base a proyectos que 
nos permitan dotar a la rectoría de esa potencia que necesitamos. 


En el sector de la salud en general estamos trabajando también -van a ver algunos artículos que refieren a 
partidas presupuestales vinculadas a retribuciones- en potenciar el componente retribución variable en los 
equipos multiprofesionales e interdisciplinarios que funcionan en el Ministerio, basados en la modalidad de 
compromiso de gestión, de manera tal que la institución trabaje en todas las áreas y el sector trabaje 
comprometido en lograr resultados en el mejoramiento de la calidad de atención a la población, que en 
definitiva es el objetivo último en materia de salud. 


Como parte de las políticas sustantivas del Ministerio, queremos hacer referencia a las políticas en materia de 
medicamentos. Ustedes van a ver una serie de artículos que tienen básicamente el objetivo de consolidar una 
política de acceso a los medicamentos, tanto a los esenciales como a los de alto costo. Naturalmente, el papel 
del medicamento en el mundo moderno ha sido extraordinariamente potente, entre otras cosas porque 


tenemos una población -en Uruguay y, en general, en buena parte del mundo- que ha venido envejeciendo y 
eso implica la presencia de enfermedades crónicas que requieren medicamentos. Por ejemplo, en la realidad 
epidemiológica el cáncer ocupa en nuestro país el segundo lugar; en algunos países del primer mundo, con 
las medidas de prevención de las enfermedades crónicas no transmisibles está, inclusive, en el primer lugar. 
Es decir que de alguna forma estamos frente a un perfil demográfico y epidemiológico que implica 
incorporar la atención integral y, en particular, del medicamento, en políticas sustentables y sostenibles en 
todos los países del mundo. 


Dentro de la cultura de nuestra población, creo que ya quedan muy pocos colectivos de personas que no 
consuman medicamentos. Es decir que el medicamento ha pasado a ser una parte componente de nuestra 
propia vida. Tiene un rol yo diría que casi paradigmático en lo que tiene que ver con la forma de vincularlos 
al riesgo vital, y creemos que eso tiene su lado positivo y su lado negativo, en el sentido de que cualquier 
ministerio de salud sigue empeñado en promover prácticas saludables, prevenir riesgos y tener políticas que 
apunten a mejorar la prevención. No siempre logramos -creo que es un enorme desafío que tenemos en 
materia de comunicación- instalar fuertemente en la sociedad eso de que es mejor prevenir que curar. Las 
sociedades en general, y la nuestra en particular, conciben el medicamento como un elemento casi 
imprescindible e insustituible en el diario vivir, lo que hace que en nuestras casas haya pequeñas farmacias y 
se produzca la automedicación. Eso, sin duda, no es una buena política ni una buena práctica, si tomamos en 
cuenta los riesgos que pueden producirse por la administración de medicamentos sin indicación, además de 
los costos innecesarios que genera desde el punto de vista sanitario. 


Por otro lado, hay un tema que ustedes deben conocer y que nosotros ya hemos comentado: en realidad, la 
industria farmacéutica del mundo enfrenta enormes desafíos y está incorporando una arsenal terapéutico en 
forma permanente. De todos modos, también hay que saber que de ese volumen de medicamentos que se 
producen al cabo de poco tiempo, salvo entre el 1% y el 2%, son medicamentos nuevos que logran impactar 
en la salud de la población. Esta es una realidad que está fuertemente registrada y sobre la cual hay mucha 
bibliografía. 


Asimismo, la evidencia científica, que es la que determina que un medicamento sea o no eficaz, constituye un 
tema de primer orden en cualquier política sanitaria. Nosotros entendemos -ese es el espíritu de los artículos 
que refieren a nuestro Ministerio en el presupuesto- que es sustantivo defender la evidencia científica como 
herramienta para la incorporación de medicamentos en el arsenal terapéutico del país. 


Sin duda, para las personas que no están en el tema, la evidencia científica puede querer decir muchas cosas, 
pero desde el punto de vista estrictamente técnico supone estudios que hoy generalmente son multicéntricos, 
están randomizados, es decir que balancean los distintos sesgos que puede haber en el muestreo. Son estudios 
que tienen protocolos que de alguna manera consolidan la causa-efecto en términos de identificar cuál es la 
verdadera respuesta de determinada afección o enfermedad a ese fármaco. Digo esto porque los seres 
biológicos nos podemos sentir mejor, e inclusive curados, a veces, con medicamentos caseros, con gotas o 
con determinados productos naturales, y eso para la persona puede constituir evidencia. En ese sentido 
precisamente quiero hacer referencia a la necesidad de que exista rigor científico a la hora de identificar la 
evidencia para determinar la incorporación de ciertos medicamentos. 


Los medicamentos experimentales, aquellos que todavía no han culminado la etapa de evidencia o estudios 
multicéntricos, se encuentran en fase de experimentación. Eso supone que haya un protocolo, un estudio de 
ética en la investigación y que existan las formulaciones técnicamente adecuadas que tiene el mundo en 
cuanto a los medicamentos experimentales. Estos medicamentos experimentales son financiados por la 
industria, no por los sistemas de salud; precisamente, se encuentran en la etapa en la cual todavía no hay 
elementos de juicio para su incorporación. 


De alguna manera, los temas a que estamos haciendo referencia son muy importantes teniendo en cuenta el 
rol sustantivo que tienen para la población y los usuarios en general. Sin duda, se trata de temas muy 
sensibles y que motivan múltiples opiniones. En ese contexto, queremos hacer una mención especial a una 
herramienta que se ha dado nuestro país y que se denomina Fondo Nacional de Recursos. Si bien nació en el 
siglo pasado, tuvo distintas formas de organización y de presupuestación; inclusive, en un momento de su 
historia ese Fondo se desfinanció, quebró económicamente, lo que motivó cambios sustantivos en su 
gerenciamiento y funcionamiento, por los cuales se comenzaron a incorporar componentes que hoy ya son 
moneda corriente en todo el mundo, como la inclusión de técnicas o medicamentos que tengan evidencia y la 


incorporación de los conceptos de costo-efectividad y de sustentabilidad del sistema. En realidad esto, que de 
alguna manera es relativamente reciente, se ha consolidado como una línea jerárquica en todo el mundo y 
tenemos mucha documentación -mucha-, proveniente de países del primer mundo que trabajan en estos temas 
y que tienen exactamente los mismos problemas que nosotros, sobre la base de lograr los mayores consensos 
posibles en la población acerca de la necesaria rigurosidad en la incorporación de medicamentos basados en 
la evidencia, en el concepto de costo-efectividad y en que el país los pueda sustentar. 


No hay ningún país en el mundo que tenga cobertura universal de todos los medicamentos de alto costo. Este 
no es un tema para nada menor y es objeto de permanente debate en los foros internacionales, de los que 
nuestro país participa. En ese sentido, el Fondo Nacional de Recursos -que es una herramienta que 
construimos entre todos y que llevó muchos años perfeccionar- constituye el mejor ejemplo en Latinoamérica 
de administración de medicamentos de alto costo y de técnicas de diagnóstico. Eso es algo que debemos tener 
muy presente. Además, los sistemas de evaluación de tecnología de nuestro país son reconocidos en todo el 
mundo -inclusive, recientemente Uruguay recibió un premio-, aspirando a ser un centro de referencia 
internacional en la materia. 


En el análisis que llevamos a cabo sobre las distintas realidades nos encontramos con diversas situaciones, 
como la que se dio en el Reino Unido -quienes estudian el tema pueden ingresar a cualquier página web y 
van encontrar esta información-, que acaba de dar de baja catorce medicamentos oncológicos y veinticuatro 
tratamientos precisamente por no cumplir con el concepto de costo-efectividad y no poder sostenerlos. Cabe 
destacar que en otros países también se dieron experiencias similares, que dan cuenta de la necesidad de 
trabajar con los criterios que viene utilizando el Fondo Nacional de Recursos, que tiene en cuenta los 
conceptos a que hicimos referencia: efectividad basada en evidencia científica; costo-efectividad, 
identificando los resultados y los costos vinculados a dichos resultados, y sustentabilidad del sistema. Por lo 
tanto, este es un tema que está consolidado en el mundo y en la Organización Mundial de la Salud, y que 
nuestro país viene promoviendo a través del Fondo Nacional de Recursos. 


Por otro lado, en lo que refiere al umbral, la OMS tiene distintas formas de expresarlo, pero básicamente lo 
hace con porcentajes del PBI. En ese sentido, dice que un medicamento cumple con el concepto de costo- 
efectivo cuando está por debajo de 1 PBI, que lo cumple medianamente cuando está entre 1 y 3 PBL y que no 
lo cumple cuando está por encima de los 3 PBI. En otros países del mundo se habla directamente de dinero. 
Se establece determinado monto y se dice que un medicamento no cumple con ese concepto cuando está por 
encima de él, como en el caso de Reino Unido o de Canadá. Los medicamentos que superan ese monto -que 
está por encima del PBI- solo pueden ser ingresados si se negocia con la industria para que bajen los costos. 


Por lo tanto, el desafío de los medicamentos de alto costo en el mundo se puede vencer si contamos con 
herramientas adecuadas para lograr la accesibilidad de medicamentos eficientes, costo-efectivos y que el país 
pueda sostener, buscando la forma de negociar aquellos medicamentos que, habiendo evidencia, están por 
fuera de los umbrales establecidos. En ese sentido, tenemos varias estrategias en marcha. Por ejemplo, a 
algunos de esos medicamentos se les cae la patente -como se dice habitualmente- porque pasaron diez años 
desde su ingreso, eso habilita a que aparezcan genéricos y así se logra disminuir su costo. Otras de las 
estrategias utilizadas es la de las negociaciones conjuntas. Como los señores diputados sabrán, recientemente 
se llevó a cabo en Montevideo una reunión de la Unasur -debido a Uruguay es el país que la preside en este 
momento-, y los países que la integran comenzaron un proceso de compra conjunta de medicamentos de 
altísimo costo, a través del Fondo Estratégico de la OPS. Se trata de un mecanismo novedoso que de alguna 
manera alienta a encontrar formulaciones que permitan el acceso a esos medicamentos de altísimo costo y 
que ninguno de los países de la región puede sostener. Reitero: en el primer mundo se habla de un tope por 
encima del cual no se ingresa si no se logra que la industria baje el costo del medicamento. Además, tenemos 
la herramienta del riesgo compartido que ya viene utilizando el Fondo Nacional de Recursos y también 
permite negociar con la industria. En definitiva, sostenemos fuertemente el criterio de que hay que dar 
tranquilidad en cuanto a que el acceso a los medicamentos que necesita la población es riguroso y se puede 
lograr con un financiamiento sin costos adicionales. 


Quizás ya lo sepan, pero vale la pena comentar que el Fondo Nacional de Recursos se financia con $ 140 de 
cada uno de nosotros, y con ello ha logrado sostenerse. Ese es un elemento nada menor en este contexto 
mundial de debate sobre la evidencia de las distintas fórmulas de financiar medicamentos de alto costo. A 
través de los artículos de este presupuesto estamos tratando de transformar lo que hace el Fondo Nacional de 
Recursos en una política a nivel nacional; es decir, que los criterios que utiliza el Fondo Nacional de 


Recursos para incorporar medicamentos de alto costo sean una norma para todo el país. De no ser así, puede 
ocurrir lo mismo que en el Reino Unido y otros países que no logran sustentar su sistema. 


Muchos países no tienen sistemas y, por lo tanto, el acceso a estos medicamentos depende del bolsillo del 
usuario. En otros países los sistemas tienen coberturas muy limitadas y, por lo tanto, requieren reaseguros que 
son de tipo A, B, Co D; si yo tengo un reaseguro A recibo determinadas prestaciones y, de lo contrario, no. 
Finalmente, hay otros países que trabajan con seguros porque no tienen ninguna prestación básica. Muchos 
deben saber —sobre todo, quienes tienen vinculación con algunos de los prestadores— que el debate que 
siempre damos es que nuestro país tiene un conjunto de prestaciones muy importantes que figuran en un 
anexo que se llama Plan Integral de Atención a la Salud financiado por el Fonasa; a través de un componente 
de la cápita que financia a los prestadores, se los obliga a incorporar esos medicamentos básicos que están en 
el Formulario Terapéutico de Medicamentos, y también métodos de diagnóstico y estudios tecnológicos. En 
otros países no es así, lo cual genera dificultades para la accesibilidad. 


El umbral de costo-efectividad —o threshold- es la posibilidad que tiene un país para pagar por determinada 
tecnología en función del beneficio que brinda. 


En todos los países se lo ha relacionado con el PBI per cápita. Esto proviene de una definición de la 
Organización Mundial de la Salud que establece que siguiendo las recomendaciones de la Comisión de 
Macroeconomía y Salud, una intervención es altamente costo-efectiva cuando cuesta menos de un PBI per 
cápita, es costo-efectiva cuando cuesta está entre 1 y 3 PBI y no es costo-efectiva cuando está por encima. 
Reitero que esto está consolidado en el mundo y se ha manejo en varios países como Inglaterra, Holanda, 
Suecia, Corea del Sur. 


Todo esto habilita a una negociación más transparente y clara con la industria. Además, exige a los países que 
los ministerios —en este caso el Fondo Nacional de Recursos— logren a través de esfuerzos propios 
nacionales -o, por ejemplo, de Unasur, a través de un acuerdo- convenios con los fabricantes. 


El ponernos un umbral y establecer el costo-efectividad como un componente de la selección de los 
medicamentos es una herramienta útil para la toma de decisiones. 


En este presupuesto figuran una serie de artículos con el espíritu de que el sistema se pueda sostener, que 
estén meridianamente transparentes los objetivos del sistema de salud y las necesidades en cuanto a lograr el 
acceso y el financiamiento para toda la población, en base a medicamentos que probadamente sean eficientes, 
que sean costo-efectivos y que den sustentabilidad al sistema. Además, se debe dejar claramente establecido 
los medicamentos en fase de experimentación; unas veces son nuevos fármacos y otras son nuevos usos de 
medicamentos que ya están vinculados a algunas enfermedades. Ese trabajo de experimentación no es 
evidente y parece lo más lógico que lo siga financiando la industria. 


Este tema de enorme sensibilidad se ha venido judicializando en todo el mundo, pero nuestro país está muy 
lejos de eso. En la mayor parte de los países los medicamentos de alto costo solo se consiguen a través de la 
judicialización porque no existe un Fondo Nacional de Recursos. Nosotros queremos trabajar en relación a 
este escenario que es incipiente en Uruguay y que constituye un diferencial a través de normas 
presupuestales. Actualmente, tenemos el Decreto N* 4/2010 que vincula el Anexo III del Formulario 
Terapéutico de Medicamentos y que aspiramos a que se consolide como procedimiento incorporado en marco 
legal. De esta forma, se intenta lograr la sustentabilidad del sistema. 


Como país, cada año gastamos US$ 35.000.000 en medicamentos y las gráficas muestran una pendiente que 
debemos considerar. 


Este es el espíritu del articulado. Queremos transmitir a este Cuerpo que la formulación última será tema de 
debate entre ustedes pero siempre van a encontrar a este Ministerio con capacidad de diálogo. Estamos 
dispuestos a trabajar sobre la formulación última de cómo se debe expresar el sentir de que el país tiene que 
potenciar el sistema de salud con una política transparente y clara; no traemos un planteo rígido. Sin 
embargo, queremos transmitir -por eso planteamos el tema como expresión de la sociedad- que este país debe 
lograr en este tema y en otros vinculados a la salud los mayores consensos posibles para seguir avanzando, 
dar sostenibilidad al sistema y seguir incorporando medicamentos costosos —en algunos casos, 
costosísimos-, basados en la experiencia acumulada por el Fondo Nacional de Recursos y la que hay a nivel 
internacional, que va en esa misma dirección. 


Reitero que ese es el espíritu de los artículos que tienen que ver con los medicamentos: dar sostenibilidad al 
sistema y accesibilidad a las personas que lo necesiten pero no poniendo en riesgo algo tan precioso que 
hemos construido entre todos. 


Finalmente, hay una serie de artículos vinculados a donaciones de transplantes de células, tejidos y órganos, 
una opción terapéutica que mejora la calidad de vida de los pacientes. Este tema, que se ha instalado con 
mucha fuerza en la realidad nacional, también es un diferencial, y aspiramos que se logre beneficiar a un 
número cada vez mayor de pacientes y familiares. Todavía tenemos posibilidades de trabajar más en este 
aspecto. Estos artículos tienen el objetivo de aumentar el número de transplantes a nivel nacional 
descentralizando la extracción de órganos y tejidos dentro del Sistema Nacional Integrado de Salud y 
flexibilizando el régimen de suplentes que tiene el instituto correspondiente, que encuentra dificultades para 
sustentar los equipos profesionales. 


Básicamente, esto es lo que queríamos transmitir. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer un planteo a fin de orientar la discusión. 


Este Inciso comprende los artículos 425 al 444. Teniendo en cuenta que el señor ministro de Salud Pública ha 
realizado una clara presentación, y que el artículo 425 está ligado al 438 y al 439, propongo considerarlos en 
bloque, dejar las constancias, las opiniones, hacer las preguntas y escuchar las respuestas, para luego 
continuar con el articulado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Estamos de acuerdo. 


Hay una serie de preguntas que nuestro sector político ha encomendado realizar al diputado Lema, que no 
tienen relación con el articulado, pero sí con el planillado. La consulta que queremos hacer es cuándo 
entiende el presidente que es pertinente efectuar esas preguntas. Podríamos hacer una consideración de 
carácter general, y luego pasar al articulado, o formularlas al final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, propongo se hagan al final. 
Se inicia la consideración del articulado. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Quiero agradecer al presidente, a los secretarios y a los miembros de esta 
Comisión, porque si bien no pertenecemos a la misma, como integrantes de la de Salud Pública y Asistencia 
Social, aprovechando la presencia del señor ministro, de la subsecretaria y demás autoridades, nos parecía 
útil y constructivo venir a hacer algunas consideraciones y a plantear algunas inquietudes que surgen del 
proyecto de ley de presupuesto. 


Es interesante contextualizarnos en los efectos que tendría la aprobación de los artículos 425, 438 y 439, es 
decir, en las consecuencias que podría acarrear para los diferentes pacientes. El ministro de Salud Pública -y 
lo vemos con buenos ojos— dedicó una gran parte de su exposición al tema de los medicamentos de alto 
costo. A nosotros, que estamos trabajando en el tema, el hecho de que el señor ministro le haya dedicado gran 
parte de su exposición, nos alegra y nos produce gran satisfacción. 


Algunos de los planteos, que aluden a los artículos 425, 438 y 439, nos generan preocupaciones. Se hizo 
mucha referencia a los países de primer mundo. El 11 de agosto el ministro concurrió a la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social y habló de los sistemas del Reino Unido y de los países del primer mundo. La 
curiosidad nos llevó a estudiar cómo están trabajando esos países, y nos encontramos con que lo hacen de 
una forma diferente. Ya que se recurre a esa referencia, nos gustaría que se imitara el modelo. Por ejemplo, el 
Órgano que brinda los medicamentos de alto costo no forma parte del gobierno; es un órgano independiente. 
En este momento, nosotros tenemos un órgano que es juez y parte. 


Por otro lado, en cuanto a la elaboración de lo que sería el dictamen de la seguridad y eficacia de los 
medicamentos, al que hacía alusión el ministro de Salud Pública, debo decir que en los países de primer 
mundo se trata de actas públicas, mientras que en nuestro país, reconocido por el propio Ministerio, ni 
siquiera hay actas. Es muy difícil saber en qué se basaron o cómo se fue desarrollando un informe de 
seguridad y eficacia cuando directamente no hay actas, más aún cuando las resoluciones de seguridad y 


eficacia muchas veces van en contradicción con las pautas de las cátedras, por ejemplo, la de oncología. Sería 
bueno imitar, más que hablar de cómo funcionan los países del primer mundo. 


Se hacía alusión a los medicamentos, pero debería ser una meta del Ministerio de Salud Pública actuar con 
igualdad en todas las áreas, porque no solo vemos desigualdad en el tema de los medicamentos, sino también 
en las metas asistenciales. Lamentablemente, las personas que se encuentran en sectores más vulnerables son 
las que padecen la ineficiencia del prestador de servicios desde el punto de vista público. 


Si recurrimos a Montevideo, departamento por el cual fuimos electos, nos encontramos con que la atención 
que brinda ASSE como prestador público a las embarazadas y niños correctamente controlados es muy 
inferior a la atención que se les brinda en el sistema mutual. 


Por otro lado, una premisa de los países del primer mundo es el médico de cabecera. En nuestro país se habló 
mucho del médico de referencia y de las metas asistenciales. Sin embargo, nos encontramos con que el único 
prestador de servicio que no tiene datos de médico de referencia es, precisamente, ASSE. ¿Qué queremos 
decir con esto? Que la desigualdad se traduce en números que presenta el propio Ministerio de Salud Pública 
en el portal atuservicio.uy, publicados en las diferentes estadísticas, para que el usuario pueda optar de 
acuerdo al resultado de las mismas por el prestador de servicio. 


Entonces, que se hable de países del primer mundo y que se trate de imitar nos parece bien. Nos parece que 
es oportuno el comentario para evitar la desigualdad en nuestro sistema, que castiga a los sectores más 
vulnerables. 


En un momento se hablaba de la sustentabilidad del sistema. Tenemos que recurrir al Ministerio de Salud 
Pública como policía sanitaria, como rector en materia de salud. ¿Quién paga el precio de la sustentabilidad 
del sistema? En el mes de junio se conoció un comunicado de ASSE a través del cual se impedía a los 
médicos indicar medicamentos fuera del formulario terapéutico. ¿Quién paga el precio de la sustentabilidad 
del sistema? Volvemos a lo mismo. ¿Los más humildes? ¿Los sectores más vulnerables son los que pagan el 
precio de la sustentabilidad del sistema? El Ministerio de Salud Pública no solamente debe dar los 
lineamientos básicos, sino que debe cumplirlos. 


Recién se hacía alusión a que, a través de los diferentes artículos, se tratará de manejar mejor lo relativo a los 
medicamentos de alto costo. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Mario Ayala Barrios) 


Se habló mucho de seguridad y eficacia, pero en realidad el Ministerio de Salud Pública se contradice 
cuando hace excepciones a discreción con respecto a medicamentos que la misma Cartera excluyó a través de 
una ordenanza, sin decir que se trataba de razones de costo-efectividad, de seguridad-eficacia o del 
argumento que más le gustara. La cuestión es que el Ministerio de Salud Pública cuestionó medicamentos, ya 
sea por razones de seguridad-eficacia o de costo-efectividad, en juicios apeló sentencias por medicamentos 
que su ordenanza excluía, ganó la sentencia, es decir, obtuvo un fallo favorable —mme refiero a un caso 
concreto, a un fallo del día 27 de abril del corriente año- y el día 3 de junio, contradiciendo todo lo expuesto, 
contradiciendo las razones de seguridad y eficacia -si tomamos ese argumento como motivo de la exclusión- 
o las de costo-efectividad, hizo una orden de compra directa por vemurafenib, un medicamento para cáncer 
de piel; si puede ser ilustrativo para las autoridades, tenemos copia de la orden de compra y podemos 
acercársela. Entonces, uno se pregunta qué pasa con la sustentabilidad del sistema. ¿La pagan algunos y otros 
no? Uno empieza a desconfiar de cuáles son las políticas a ejecutarse. Más aún cuando nos damos cuenta de 
que la desigualdad es cada vez mayor. 


Digo esto porque en el mes de junio nos enteramos de que hubo un caso de idénticas características al de la 
excepción, que acabamos de relatar. Cuando hablamos de idénticas características nos estamos refiriendo a 
que en primera instancia el fallo fue favorable al paciente, fue apelado por el Ministerio de Salud Pública, 
basándose en su ordenanza, el Tribunal de Apelaciones revocó la sentencia, es decir, le dio la razón al 
Ministerio, pero en este caso, el Ministerio no hizo la excepción. Estoy hablando de un caso que el Ministerio 
de Salud Pública debería conocer porque se hicieron peticiones administrativas y en tres oportunidades 
distintas se hizo saber al Ministerio que había pericias internacionales y nacionales que acreditaban la 
evidencia científica de que con ese medicamento había una evolución en el paciente. 


Entonces, ¿cómo es la sustentabilidad del sistema? ¿La pagan muchos y se privilegian algunos? Hay que 
tener mucho cuidado cuando hablamos de sustentabilidad del sistema. En este caso de desigualdad, al que 
estamos haciendo alusión, se trataba de un chiquilín de veinte años, cuyos padres tuvieron que vender sus 
bienes e hipotecar su casa porque, lamentablemente, no tuvieron la fortuna de ser excepcionados por el 
Ministerio de Salud Pública. 


Si queda alguna duda, el 11 de agosto, el Ministerio de Salud Pública concurrió muy amablemente -como 
cada vez que solicitamos su concurrencia- a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara 
de Representantes. En ese momento, con respecto a la excepción del día 3 de junio, nos decían que el 
argumento utilizado fue estrictamente de carácter racional, basado en la evidencia científica. Sin embargo, 
hay casos basados en la evidencia científica y no aplican el carácter racional. Entonces, vemos que la 
desigualdad cada vez se profundiza más. 


Ahora, para sorpresa nuestra, nos encontramos con los artículos 425, 438 y 439, que vamos a cuestionar con 
total convicción y en forma contundente. 


El artículo 425 es groseramente inconstitucional. Lo primero es que no se cumple con el artículo 216 de la 
Constitución, porque esto no tiene absolutamente nada que ver con materia presupuestal. Si bien, 
últimamente, esto se ha vuelto una práctica frecuente, no por ello debemos avalarlo y aceptarlo. Está mal y es 
inconstitucional. También se violan otros artículos de la Constitución: el 12 y el 72 —debido proceso, libre 
acceso a la justicia, tutela jurisdiccional—; el 8%, principio de igualdad, en este caso entre los que lograron 
promover acciones de amparo; el 24 y el 44. Tenemos más que herramientas para decir que este artículo es 
groseramente inconstitucional. Hay que tomarlo en estos términos. Realmente, la violación es tajante y 
alarmante. 


El Ministerio de Salud Pública quiere exonerarse de la responsabilidad de no proporcionar los medicamentos, 
pero es esa Cartera la que decide cuáles es oportuno incluir en el Formulario Terapéutico de Medicamentos 
desde el punto de vista de la seguridad y efectividad o del costo-efectividad. Creemos que el Ministerio de 
Salud Pública no debería tener un inconveniente con los costos, porque cuando se hicieron excepciones no 
hubo problemas de costos, no hubo problemas con la sustentabilidad del sistema. 


Entonces, queremos llamar a la reflexión a las autoridades del Ministerio de Salud Pública y a todos los 
legisladores en el sentido de que no se puede aprobar un artículo como el 425, que exime de responsabilidad 
al Estado, si es el Ministerio de Salud Pública el que determina cuáles medicamentos estarán incluidos en el 
Formulario Terapéutico de Medicamentos y cuáles no. Somos optimistas y confiamos en que los colegas 
estudiarán este artículo de forma pormenorizada y entenderán lo grave que puede ser aprobar un artículo de 
estas características. Con todo lo injusto y desigual que es el actual sistema, esto le quita al paciente la 
posibilidad de llegar al medicamento a través de la justicia. 


Recién se hablaba de la judicialización de la medicina. Estamos en un sistema republicano, en un Estado de 
derecho; cualquier persona que considere que su derecho está lesionado puede recurrir al Poder Judicial. Nos 
tenemos que vanagloriar de este sistema republicano. Frente a este artículo 425, el paciente primero tendrá 
que promover una acción de inconstitucionalidad, que es eterna, para después empezar con el amparo. Y ese 
tiempo es vital para el paciente que debe enfrentar determinadas patologías. 


Esto tampoco está acorde con lo establecido en los artículos 3%, 6” y 7” de la Ley _N* 18.335, relativos a la 
equidad, continuidad, oportunidad de las prestaciones, orientación preventiva, integral, de contenido 
humanista. Según ha manifestado el ministro de Salud Pública, se está tratando de ser más inclusivo a la hora 
de proporcionar los medicamentos; sin embargo, estamos restringiendo aún más las posibilidades de acceder 
a esos medicamentos. Se habla de los porcentajes de medicamentos que son seguros y efectivos. Creo que en 
Uruguay tenemos grandes profesionales y las cátedras son por demás estudiosas y quirúrgicas a la hora de 
decidir qué medicamentos son seguros y efectivos y cuáles no. 


Si nos comparamos con el primer mundo, como decíamos al principio, la verdad es que estamos bastante 
lejos y tenemos que imitar unas cuantas costumbres que allí se practican. Con respecto a los tres 
medicamentos que se excluyen, según la Ordenanza N* 86 que dictó el Ministerio de Salud Pública, por una 
razón de costo-efectividad, hay medicamentos que están aprobados desde el año 2004 por la FDA; hay más 
de diez cartas de profesionales desde el año 2009 a la fecha solicitando la inclusión en el formulario 
terapéutico del segundo medicamento a que se hace alusión. El tercer medicamento que se menciona está 


incluido para una patología para la cual ya existen otros dos medicamentos y no para cáncer de hígado 
primitivo, enfermedad para la cual no hay otro medicamento. Nos llama la atención que luego de un 
intercambio que en su momento consideramos fue constructivo, el día 11 de agosto, ahora nos encontremos 
con estos artículos. 


El artículo 438 y 439 van en la misma sintonía de exonerar al Estado de la responsabilidad de tener que 
proporcionar este tipo de medicamentos, porque los tres artículos están atados y no es casualidad. 


Esto es tan ilógico que, mientras el artículo 425 -hablamos del 425, por materializar uno; en realidad, daría 
para el análisis profundo cualquiera de los tres mencionados, y está bien que estén atados- trata de frenar la 
ola de sentencias que tiene en contra el Ministerio de Salud Pública, que viene perdiendo los juicios por 
goleada, por otro lado, para el año 2016 se establece un presupuesto importante para amparos por sentencias 
judiciales. Es decir que se está consintiendo que habrá gente que, a través de los amparos -con pérdida de 
tiempo, con desgaste familiar, con estrés psicológico, con estrés afectivo-, obtendrá estos medicamentos 
oncológicos por sentencias judiciales en el año 2016. Lo consiente el propio Ministerio de Salud Pública 
cuando en el planillado lo presupuesta para el año 2016. En 2015 fue muy distinto, y seguimos con las 
contradicciones. 


Entonces, se quiere aprobar un artículo que trate de frenar la ola de sentencias en contra del Ministerio de 
Salud Pública y por otro lado se establece un presupuesto para el año 2016 por sentencias de amparos 
judiciales. Si consideran que habrá amparos judiciales y que hay gente que es víctima de este tipo de 
enfermedades, ¿les parece bien hacer pasar a los pacientes por todo el estrés de conseguir un abogado, 
enfrentar un juicio y que el Ministerio de Salud Pública apele, sometiéndolos a la circunstancia de que quizás 
el MSP haga o no una excepción, vaya a saber con qué motivación? 


Más allá de que el artículo 425 es groseramente inconstitucional y no nos vamos a cansar de decirlo, a mi 
modo de ver es totalmente ilegítimo e injusto con los pacientes, que la única forma que tienen de acceder a 
estos medicamentos de alto costo es la vía judicial; lamentablemente, es la vía judicial. 


Los artículos 438 y 439 tienen una finalidad clara y atentan contra los derechos del paciente. La supuesta 
finalidad es tener un Sistema Nacional Integrado de Salud. Lo dije el 11 de agosto -viendo estos artículos está 
claro que reflexión no hubo-: con esto, y basados en la premisa de la sustentabilidad del sistema, el Sistema 
Nacional Integrado de Salud se convierte en un eslogan, porque la gente con menos recursos, la gente más 
carenciada, la gente que se encuentra en sectores de mayor vulnerabilidad es la que paga los platos rotos. 


Se habla de los US$ 35.000.000 que se invierten en medicamentos. Por el lado que se los mire es una 
inversión, más cuando hay otros gastos del Estado con los que tendríamos que ponernos más duros y decir: 
"Con estos gastos, tolerancia cero". No deberían vanagloriarse por esa inversión, porque es actuar como hay 
que actuar, máxime con las premisas que se han establecido, aunque lamentablemente muchas de ellas no se 
hayan cumplido. 


El artículo 439 es redundante. En el decreto N* 265, del año 2006, se establece el uso racional de la 
tecnología, el acceso a prestaciones asistenciales y medicamentos de calidad, seguridad, eficacia, eficiencia y 
adecuado costo. Esto se quiere hacer en una ley de presupuesto, que nada tiene que ver -como decíamos, los 
artículos 438 y 439 vuelven a violar el artículo 216 de la Constitución-, para que a nivel judicial el Ministerio 
de Salud Pública tenga más fuerza y más jerarquía y así no pierda por una goleada tan grande, como viene 
perdiendo en los diferentes juicios. 


La pregunta que me gustaría hacer al señor ministro es bien sencilla y clara -nuestro deseo es que nos 
conteste que no-: ¿el señor ministro de Salud Pública está de acuerdo con los artículos 425, 438 y 439? Si 
está de acuerdo con ellos, me gustaría saber cuál es el fundamento. Lamentablemente, no todo el mundo tiene 
la suerte de ser excepcionado por el Ministerio de Salud Pública en aquellos medicamentos que se encuentran 
fuera del FTM. Insistir con un sistema que el propio Ministerio de Salud Pública con el tiempo termina 
vulnerando, no es justo, ni igualitario, ni representa a lo que lamentablemente se ha convertido en un eslogan, 
que es el Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero subrayar un solo aspecto de la contundente exposición que acaba de 
formular el señor diputado Martín Lema, que tiene que ver con la juridicidad o la antijuridicidad de este 


artículo, y desde el ángulo específico del artículo 44 de la Constitución, que es una de las disposiciones que 
él mencionó. 


Pretender poner límites a la responsabilidad del Estado es, por lo menos, un camino tortuoso y peligroso. La 
responsabilidad del Estado no tiene límites. Se puede poner límites a las obligaciones o a distintas 
definiciones de carácter programático, pero se incurre en responsabilidad cuando el Estado, por su actividad 
administrativa, jurisdiccional, legislativa, provoca un daño, y eso no lo evalúa la Administración, el 
Parlamento ni el Ministerio de Salud Pública; eso lo evalúa la Justicia. Creo que pretender establecer hasta 
dónde llega la responsabilidad del Estado es bastante novedoso y, diría, bastante torpe -permitaseme el 
calificativo- desde el punto de vista de la regulación de los asuntos públicos. 


Desde el punto de vista del artículo 44 de la Constitución está dada la mayor de las inconstitucionalidades 
que mencionaba el señor diputado Martín Lema, porque el artículo 44 consagra lo que se conoce como un 
derecho subjetivo perfecto, que es el derecho de los ciudadanos a la salud, a la atención médica, 
independientemente de su condición personal, social o económica. El artículo 44 apunta a que no haya 
ciudadanos de primera o de segunda, en términos de que, según la condición de rico o pobre, se pueda 
acceder de mejor manera a los servicios de salud o no se pueda acceder a ella. Para ello el constituyente 
estableció el artículo 44, que consagra lo que se conoce como derecho subjetivo perfecto. Esto no es una 
mera expectativa que tienen los ciudadanos de que el Estado les reconozca su derecho a la salud y por tanto 
les dé la cobertura; ni siquiera es un interés legítimo que tiene, por ejemplo, un funcionario público, cuando 
se presenta a un concurso en el que tiene interés por competir pero gana o pierde. No. Esta es la categoría que 
la doctrina define como derecho subjetivo perfecto, que no tiene el más mínimo condicionamiento; es un 
derecho que debe satisfacerse y el Estado no puede hacer nada en contra de que ese derecho reciba la 
satisfacción correspondiente. 


Por eso ha pasado lo que ha pasado. En la anterior Administración, la actual Presidenta de ASSE, cuando 
ocupaba la Cartera de Salud Pública -algo de eso describió el señor diputado Martín Lema-, intentó ir por un 
camino similar a este a través de distintas ordenanzas que oportunamente aprobó, y así le fue, porque el 
Poder Judicial, en todas las sentencias que aquí se han mencionado, desautorizó ese comportamiento y 
claramente reconoció el derecho de los ciudadanos, de los enfermos terminales o crónicos a ser atendidos y a 
que se les suministre la medicación correspondiente. 


Yo creo que este artículo -no estoy aludiendo personalmente a nadie, y menos al señor ministro por quien 
tengo un elevadísimo concepto; sé que es un hombre de bien y sé que actúa de buena fe- exhibe una enorme 
torpeza. Cuando uno lo lee en una primera instancia, da la sensación de que fue escrito por un vivo, por 
alguien que intentó recortar o poner límite a las obligaciones del Estado para bajar los costos y para que no 
tenga que financiar determinados medicamentos. Cuando uno lo vuelve a leer, en una segunda instancia, da la 
impresión de que no lo hizo un vivo sino un bobo. ¿Por qué razón? Porque es tan grave la 
inconstitucionalidad, tan evidente la violación de todos los preceptos constitucionales que se mencionaron, 
sobre todo del establecido en el artículo 44 -que es un derecho perfecto, que es el derecho a la salud-, que es 
inevitable que esto concluya en una declaración de inconstitucionalidad de la Suprema Corte de Justicia. Y no 
lo descubrimos nosotros; lo ha dicho la Facultad de Derecho y el Colegio de Abogados del Uruguay. 


Creo que el Poder Ejecutivo debería reflexionar sobre esta actitud, porque si el propósito es bajar los costos 
del Estado o acotar las responsabilidades u obligaciones financieras del Ministerio de Salud Pública, puede 
lograr el efecto inverso, no solo perjudicando, dañando y violando el derecho a la salud de los ciudadanos y, 
por lo tanto, generando castas en la sociedad, sino también generando responsabilidad patrimonial. Porque 
cuando se declare la inconstitucionalidad, no solo va a tener que dar los medicamentos a los enfermos, sino 
que el ministerio puede ser enjuiciado por daños y perjuicios, y por la actividad legislativa de haber aprobado 
una disposición legal de estas características. Eso va a generar que el ministerio, el Poder Ejecutivo, el 
Estado, deba asumir erogaciones mayores que la que representa la financiación de medicamentos. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Todos sabíamos que el artículo 425 -junto con otros dos- iba a ser la piedra 
angular de la discusión. Es pública y conocida la opinión que tienen algunos diputados de la oposición sobre 
el tema, y no han escatimado esfuerzos en llevar adelante esa cruzada que creen justa para defender gente que 
no puede acceder a un tipo de medicamento por su alto costo y eso les posibilitaría, a ellos o a algún familiar, 
una prolongación de su vida o un bienestar futuro. Este es el punto central del debate. 


A veces en el fragor de la discusión todos nos entusiasmamos y no escuchamos lo que la otra parte dice 
cuando hace su presentación. Yo jamás atribuiría a nadie de la oposición un deseo perverso, mezquino, avieso 
de hacerle daño a la población. Jamás lo hice ni lo haría. Todos los que estamos presentes en este recinto, 
cuyas fuerzas políticas llegaron a gobernar el país, hemos tratado de hacer lo mejor por nuestro pueblo. 
Nosotros consideramos que algunos se equivocaron con las políticas que llevaron adelante, pero no les 
atribuimos la intención de dañar groseramente a la población. Es un debate de políticas. Nosotros creemos 
que las políticas que se aplicaron en algunos momentos no eran las mejores. Con mucha humildad digo que 
no queremos que se nos atribuya el deseo avieso, perverso, mezquino, de que la gente que no tiene recursos 
no pueda acceder a un medicamento y la dejemos morir. Eso es lo que se está diciendo acá. 


Reitero: así como nosotros no atribuimos a nadie un deseo de ese tipo, pretendemos que no se nos atribuya a 
nosotros. Estamos hablando de políticas, en el buen sentido de la palabra. 


En la corta pero efectiva intervención que hizo el señor ministro de Salud Pública dijo muchas cosas y dio 
razones. También dijo que estaba abierto al diálogo para encontrar otros caminos, en tanto estemos 
discutiendo el presupuesto. No escuché que se atendiera a eso. Cuando alguien ofrece la posibilidad de 
dialogar sobre un asunto, lo ideal sería que el que estuviera en contra se sentara a conversar. Capaz que no 
llegan a ningún acuerdo y el artículo se vota tal cual está; capaz que se llega a un acuerdo y se cambia; capaz 
que el ministerio replantea las dificultades que tiene y todos vemos las cosas de manera diferente. Capaz que 
después que este artículo se vote se declara inconstitucional; capaz que no. Capaz que ya se sabe que se va a 
declarar inconstitucional. Yo no lo sé. Por ahora es un artículo que se ha propuesto del cual todos tenemos 
una opinión formada. 


Reitero: jamás atribuyo intenciones; pretendo que no se nos atribuyan a nosotros, y me gustaría que se 
escuchara al señor ministro que dijo ante todos y consta en la versión taquigráfica, que está dispuesto a 
dialogar sobre el asunto. Dialogar significa conversar. Será acá o en otro lado, pero está dispuesto a hacerlo. 
Es un camino que se debería recorrer antes de llegar a algunas definiciones sobre el asunto que estamos 
tratando. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El señor diputado preopinante ha hecho referencia en reiteración real al 
concepto de la intención. Quiero ser muy preciso y alcanza con revisar el tenor de mis palabras -lo mismo 
con las del diputado Lema-: no estamos juzgando intenciones, sino señalando un error. Si creyéramos que el 
ministro tiene la intención de hacerle daño a la gente más humilde no hubiéramos dicho que lo consideramos 
una persona de bien, como lo dijimos. Obviamente, tendríamos otro concepto de él y estaríamos planteando 
esta discusión en otros términos y en otro plano. 


Lo que entendemos es que la propuesta que se ha hecho llegar es negativa, inconstitucional y genera las 
ulterioridades que ya dijimos y, por lo tanto, puede ocasionar grave daño, no solo a la población, sino al 
Ministerio de Salud Pública, al Estado. 


Por lo tanto, quiero ser muy preciso. Comparto con el señor diputado preopinante, que lo sé un adversario 
leal y parlamentario honesto, que entrar en el terreno de las intenciones es peligroso: se sabe cuando se entra 
pero no cómo ni cuándo se sale. No fue mi intención. Sin embargo, la propuesta es de la suficiente entidad 
como para que nos refiramos a ella en términos concretos y contundentes. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- El debate sobre estos artículos está tomando un carácter, por lo menos a 
partir de la intervención del diputado Lema, que es distinto al que esperaba. Creía entender que había una 
objeción en términos jurídicos, en función de los artículos de la Constitución que se han mencionado en sala. 
Sin embargo, en la exposición del diputado Lema aparecen reiteradas afirmaciones en detrimento del Sistema 
Nacional Integrado de Salud que complican la discusión y le cambian totalmente el eje político. Una cosa es 
discutir la racionalidad legal de un artículo y otra querer cuestionar, a partir de ese artículo, el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, que es una creación novedosa en la historia de nuestro país y que ha dado 
resultados que vamos a defender, en particular, los de accesibilidad a servicios de salud. Y lo vamos a hacer 
porque acá se cuestiona que a partir de un artículo parecería que el Estado cercena su atención a algunos 
pacientes. El Sistema Nacional Integrado de Salud cuenta con el Fondo Nacional de Recursos, que financia 
medicamentos desde 2005, y no es casualidad. Antes financiaba procedimientos médicos. Por lo tanto, todos 
los que ahora podrían llegar a quedar fuera de la cobertura de medicamentos, son parte de los que ya 
quedaban antes fuera de ella. Si ahora el Estado se está eximiendo de responsabilidad, quisiera saber cuánta 


asumió antes de 2005 cuando se dejaba sin medicamentos a todos los que ahora recurren al Fondo y los 
reciben. 


Entonces, sobre el tema legal, sobre la constitucionalidad de los artículos, me atengo a lo que el señor 
ministro ha expresado en sala, es decir, la flexibilidad para encontrar el formato que permita salvar ese 
problema. Ahora, si lo que se está intentando es introducirse a través de un artículo para cuestionar el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, las prestaciones que brinda a la población y su capacidad de inclusión -además, 
está cumpliendo con el objetivo de llegar a la universalidad de la cobertura-, entonces, el debate es de otro 
tipo. Y ahí entro a preguntar cuál es el otro modelo que tienen, ¿el que había antes? ¿Que cada cual pague lo 
que pueda y el que no pueda que se las arregle? 


Vamos a poner claramente los ejes políticos de este debate. Yo saludo la flexibilidad del ministro porque me 
parece que puede ayudar, pero aclaro que a la hora de defender el sistema, no voy a ser tan flexible como él, 
ni tampoco a la hora de defender su sustentabilidad económica. No estoy dispuesto a aprobar recursos 
formales, que nunca se van a poder cumplir porque no hay plata para eso, poniendo en juego un sistema 
dirigido a atender a toda la población. 


Con mucho gusto recibimos todo lo que sea debate sobre la mejor forma de presentar estos artículos, pero 
con respecto a los otros temas, a partir de 2005 el Frente Amplio ya demostró que se podía dar en salud 
mucho más de lo que se estaba dando: en eso no tenemos que pasar examen. 


También quiero decir que no estoy dispuesto a dar nada de lo que todavía no se puede dar. Evidentemente, 
dentro de los medicamentos que se quiere financiar, hay muchos que son muy caros pero, además, no tienen 
demostrada eficiencia, eficacia. Y tampoco estoy dispuesto a financiar a los laboratorios internacionales, con 
dineros del Ministerio de Salud Pública, la investigación con pacientes uruguayos sobre medicamentos que 
todavía no han cumplido con todas sus etapas. Además, acá hay otro jugador, porque estos medicamentos de 
alto costo no los produce la congregación de las hermanas de la Madre Teresa de Calcuta, sino laboratorios 
internacionales que están financiando -lo digo con conocimiento- la presentación de los recursos gratis ante 
la justicia, con abogados pagos por ellos. Es lógico, financian al paciente para que presente los recursos y si 
gana ante la justicia, Salud Pública le tiene que comprar los medicamentos al laboratorio. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- ¿Eso le consta? ¡Lo tiene que denunciar! 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Lo estoy denunciando acá, y si tengo que denunciarlo en otro lado, lo haré: 
¡cómo no! 


Por lo tanto, ese jugador también está en la cancha. No es solo un problema entre pacientes y Salud Pública o 
entre pacientes y el Fondo Nacional de Recursos. Hay un tercer jugador muy poderoso en esta cancha. 


De manera que vamos a mantener la palabra del ministro respecto a la flexibilidad en todo lo que sea 
conversable y negociable. En lo personal voy a ser inflexible en cuanto a la defensa del sistema, de su 
sustentabilidad y de la accesibilidad mayoritaria tendiente a la universalidad de toda la población uruguaya. 
En eso no vamos a transar; muchas gracias. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Quiero decir que este no es solamente un tema jurídico. Se trata de un artículo 
ajeno al presupuesto, que se está incluyendo en una ley de presupuestos, y que va en perjuicio de los 
pacientes. Entonces, no solamente hay que dar un debate jurídico. 


Acá se habló del tema de los costos. Yo voy a reiterar: cuando el Ministerio de Salud Pública quiso hacer 
excepciones no habló de costos: simplemente, las hizo. Si el diputado Mujica tiene alguna duda, yo le puedo 
pasar la orden de compra, el expediente de alguien que el 3 de junio recibió un medicamento fuera del FTM a 
modo de excepción y le puedo mostrar un caso idéntico del mismo mes de un paciente a quien, después de 
las pericias, no se le otorgó. 


He cuestionado al Sistema Nacional Integrado de Salud diciendo que es un eslogan y lo reafirmo 
nuevamente, porque están los hechos objetivos: con mucho gusto, no tengo inconveniente en acercarle la 
documentación. 


Hacemos esta intervención hablando en general porque el Ministro de Salud Pública dedicó dos terceras 
partes de su presentación al tema de los medicamentos de alto costo, cuando empezó hablando del Sistema 
Nacional Integrado de Salud. Entonces, si habla de este sistema y dedica un capítulo de mucha trascendencia 
al tema de medicamentos de alto costo, evidentemente no podemos tomarlo en forma autónoma, porque no se 
trata de una burbuja separada que anda por ahí: es un asunto que incluye a nuestro Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Y con respecto los costos, me gustaría que los colegas del Frente Amplio sean tan 
persistentes en el cuidado de los fondos públicos con otras empresas públicas como con la salud. 


Reitero la pregunta que hice hace un rato: me gustaría saber la posición del Ministro de Salud Pública sobre 
los artículos 425, 438 y 439 y el fundamento de la posición expresada. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita a los diputados que se dirijan al Presidente cuando hacen uso de 
la palabra, a fin de orientar la discusión. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Yo también me siento tentado a ingresar en el debate, pero no voy a 
hacerlo, primero porque la intencionalidad está prohibida por Reglamento, o sea que si aquí existiera 
intencionalidad, no se debería permitir. Ese es el único dato sobra las argumentaciones que se han hecho. 
Creo que se ha defendido con pasión nuestra posición; comparto los argumentos sustentados desde el punto 
de vista jurídico y político por parte de los diputados Lema y Abdala, pero yo quiero tomar la palabra del 
Ministro de Salud Pública y decirle que nosotros estamos dispuestos a dialogar sobre este tema, pero con una 
condición -que es la que va a demostrar si el Ministro está dispuesto a dialogar o no-: que este artículo se 
retire del presupuesto. Como no tiene materia presupuestal para tratarse, trabajemos sobre este artículo. 
Todos entendemos que estamos enfrentando un problema: a mí no me cabe la menor duda de que estamos 
enfrentando un problema en el que los partícipes -como bien relataba el señor diputado Mujica- son distintos 
y algunos de un tamaño más grande que el propio Uruguay; entonces, trabajemos sobre eso. Nosotros 
estamos dispuestos a hacerlo, por supuesto que manteniendo por encima de todo la plena vigencia de lo 
establecido en la Constitución de la República. Ahora, todos entenderemos que la buena intención para 
trabajar sobre esto no se puede concretar en veinticuatro días. Nosotros nos comprometemos y asumimos el 
desafío del ministro: con muchísimo gusto nos sentamos a trabajar con él para encontrar una solución 
definitiva pero, evidentemente, para que eso suceda el ministerio tiene que retirar el artículo 425 del 
presupuesto. Una vez que eso suceda, estaremos encantadísimos de trabajar juntos porque enfrentamos un 
problema. 


¿Cuál es la debilidad de la argumentación del Ministerio de Salud Pública? Quien ha perforado la 
argumentación de que esto no sea así, es el propio Ministerio, cuando el diputado Lema denuncia que en dos 
oportunidades ha ido a aprobar y autorizar la compra de medicamentos que no estaban en el FTM. Esa es la 
argumentación con la que se autoperfora la argumentación central del por qué no. Entonces, estamos ante un 
tema que, en caso de ser recurrido, va a ser declarado inconstitucional y vamos a perder tiempo con eso como 
lo hemos hecho en otras oportunidades en las que hemos anunciado lo que iba a suceder, no porque tengamos 
influencias sobre el Poder Judicial, sino por algo que se llama sentido común y mínimo conocimiento del 
derecho. 


Nos parece muy importante la propuesta del ministro de Salud Pública y la saludamos. Estamos dispuestos a 
trabajar en conjunto con el Gobierno -porque esto lo excede, ya que trata de políticas de Estado- y a colaborar 
abiertamente para que esto pueda darse, pero tiene que demostrar su buena intención retirando este artículo 
del presupuesto. Si lo hace, con muchísimo gusto nos pondremos a trabajar el día, la hora y en el lugar que el 
ministro nos indique. 


Por otra parte, me gustaría que el ministro nos informara acerca de cuál es, al día de hoy, el monto total que 
se ha visto obligado a pagar por el suministro de medicamentos a los que hace referencia el artículo 425. Si 
no posee la información, pedimos que nos la haga llegar en el momento en que pueda contar con ella. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- No voy a repetir los argumentos expresados por los señores diputados Pozzi y 
Mujica, que apoyo totalmente. Como tantas veces, se recurre a la notoria inconstitucionalidad de cualquier 
norma que se presente. Ya hemos escuchado los mismos discursos de inconstitucionalidad que hoy se han 
expresado aquí y no todas esas normas han sido declaradas inconstitucionales, porque la jurisprudencia 
reconoce que hay una presunción de inconstitucionalidad en todas las normas que se dictan por los órganos 


correspondientes y que, por lo tanto, hay que demostrarla en cada caso. En todos los Gobiernos, sobre todo, 
de los últimos treinta años, ha habido normas que fueron declaradas inconstitucionales. 


Cuando se habla con tanta precisión de la violación del artículo 44 en cuanto al acceso a la salud, podemos 
relatar cuántos Gobiernos hemos violado -incluyo los tres Gobiernos del Frente Amplio- el artículo 45 que 
refiere al acceso a la vivienda digna. Deberíamos decir que todo aquel que no tiene vivienda digna es una 
violación flagrante a la Constitución en su artículo 45 


Entonces, ante todo, nos estamos planteando las razones claras, concretas, no difusas, por las que el Estado 
tiene la obligación de atender estos casos en particular. Acá está en juego, fundamentalmente, la 
sustentabilidad del Fondo Nacional de Recursos. Podríamos pedir al ministro o a la directora del Fondo 
Nacional de Recursos que nos digan la cantidad de prestaciones, de medicamentos y de cirugías que se están 
financiando por el Fondo en estos últimos años y en qué riesgo lo colocamos al no limitar las prestaciones 
cuando no existe -como lo respaldan las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud- 
conocimiento acerca de la eficiencia de la medicación que se va a aplicar y de los costos que el 
procedimiento implica. Entonces, vamos a bajar los tonos y vamos a hablar como lo ha hecho el señor 
ministro, sensata y fundamentadamente, en cuanto a la necesidad de tener normas claras para evitar que la 
población desconozca sus derechos en los casos límites a los que nos estamos refiriendo. 


No dejemos de reconocer el acceso a la salud que existe a través del Sistema Nacional Integrado de Salud y 
los tratamientos de alto costo que el Fondo Nacional de Recursos brinda al conjunto de la población. Eso es 
lo que vamos a poner arriba de la mesa y a defender en esta instancia. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Hace bien el ministro en poner arriba de la mesa estos temas. Todo lo vinculado 
con la sustentación de un sistema público en materia de asistencia es de naturaleza política y, desde ese punto 
de vista, creemos que es una decisión adecuada el hecho de que tome estado parlamentario. Cierto es que un 
tema de esta naturaleza, por las complejidades que reviste, por los múltiples aspectos que están relacionados 
con él -de carácter filosófico, religioso, etcétera-, implica discusiones que tienen que ver con la vida, con la 
prolongación de la vida y demás, que necesariamente deberían darse en un ámbito de especialización que no 
es precisamente el de esta Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda. 


Una discusión de esta naturaleza debería abordarse en el ámbito de las comisiones de salud de cada una de 
las Cámaras por la formación y experiencia de sus integrantes, que en algunos casos, nos consta, han tenido 
responsabilidades en materia de dirección de salud en el ámbito privado, como el señor diputado Edgardo 
Mier; me parece que es bueno confrontar esas distintas experiencias en un ámbito especializado. 


Cierto es también que este artículo no tiene nada que ver con el tema presupuestal, por lo menos, no 
directamente, aunque claro está que cuando hablamos de eventuales costos en materia de medicamentos, hay 
un aspecto que indirectamente refiere al presupuesto. Los tres partidos que han tenido la oportunidad de 
gobernar en nuestro país han utilizado y violado el artículo 216 de la Constitución de la República, porque al 
margen de manifestar su intención de no enviar proyectos de ley de urgente consideración, se han visto en la 
tentación de utilizar la ley de presupuesto en la medida en que esta tiene, como mecanismo de urgente 
consideración, un plazo para su aprobación en cada una de las cámaras. De hecho, las leyes de presupuesto 
han sido leyes ómnibus en las que se ha incluido de todo. Lamentablemente, esto ha sido así desde hace 
muchos años. 


El ministro no tiene por qué retirar estos artículos; podemos desglosarlos y pasarlos a la Comisión de Salud 
Pública de esta Cámara para que se consideren. Me parece necesario dar ese debate porque este tema está 
presente y hay que tomar una decisión política. Cuando existen situaciones de riesgo en materia de cobertura, 
las sociedades recogen las experiencias del mercado de seguros para contemplarlas. Esa podría ser, 
perfectamente, una solución abordable en el caso de que una situación que supere un determinado límite 
pueda ser cubierta de forma diferente a la que tenemos hoy delimitada para el sector de salud pública. 


Me parece que es una alternativa que debemos considerar. En los hechos, el Fondo Nacional de Recursos 
operó como tal, pero allí también hay límites de parte del Estado. Por tanto, deberíamos abordar y considerar 
la posibilidad de otras alternativas en materia de seguros para atender específicamente estos casos que, 
claramente, desbordan las situaciones que hoy están planteadas. 


En todo caso, señor Presidente, nuestra insistencia, nuestra propuesta, dada la importancia y la complejidad 
que tienen estos temas, es que sean abordados en su conjunto, en el ámbito de la Comisión de Salud Pública y 
Asistencia Social de la Cámara de Diputados. Que los artículos sean desglosados de forma tal, de dar allí la 
discusión que creo que todos los partidos nos debemos a la hora de definir una política en materia de 
medicamentos. 


Por cierto, tenemos una visión crítica de lo que es el Sistema Nacional Integrado de Salud y también de las 
decisiones que a veces determinan la inclusión de medicamentos en el formulario terapéutico. Nos parece que 
esas son discusiones de carácter especializado que deben darse en otro marco y no en el marco de una 
discusión de carácter presupuestal. Por eso, vamos a sostener la propuesta de que estos artículos se desglosen 
para ser discutidos en el ámbito especializado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Nosotros sí creemos que este artículo 425 es claramente 
inconstitucional, en parte, porque violenta la responsabilidad del Estado establecida en los artículos 24 y 25 
de la Constitución y, sobre todo, lo establecido en el artículo 44 reseñado por el diputado Abdala lo que, sin 
duda, es violatorio de un derecho sagrado: el acceso a la salud. 


Sentimos que este artículo va a ser declarado inconstitucional. Lo único que se logra es demorar la situación 
de algunos enfermos terminales o que necesitan de un medicamento para sobrevivir. Tendrán que interponer 
alguna acción de inconstitucionalidad para luego ir a la justicia y reclamar por vía de amparo. Insisto, lo que 
hace es demorar esta situación y la dilucidación final, perjudicando a estos ciudadanos que están en una 
situación grave. 


Sería bueno que estos artículos no sean tomados en cuenta en el Presupuesto nacional y que, en todo caso, 
como señala el diputado Posada, se puedan estudiar, desglosar y ser llevados a la Comisión para su estudio. 


Reafirmamos que estamos en contra de los artículos 438 y 439 del proyecto de Presupuesto. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- Creo que corresponde que estos artículos estén incluidos en el 
Presupuesto. 


El señor Ministro ha sido muy claro al decir que la sustentabilidad del Fondo Nacional de Recursos está 
basada, en alguna medida, en que no haya un exceso que lo desestabilice. 


Considero que es correcto que estos artículos estén incluidos. 


Somos concientes que este tema hiere la sensibilidad de todos; pero a veces, se pide determinado tipo de 
medicamento del que no se ha probado su verdadera eficiencia. Somos concientes de que esto afecta intereses 
de trasnacionales dedicadas a la industria de los medicamentos y, también, a los intereses de algún estudio de 
abogados que actúa en consecuencia para favorecer a laboratorios que con esto se enriquecen. 


Estamos abiertos al diálogo, estamos abiertos a mejorar los artículos tal cual han sido presentados, tenemos la 
mejor buena voluntad y esperamos que la oposición también la tenga. 


Queremos señalar que, a veces, nos parece incorrecto el uso de determinados términos y me gusta señalarlo. 
Un abogado o un asesor que redacte este artículo, se puede equivocar, pero no por eso es vivo o bobo. 
Entonces, pensamos que la forma de discutir esto es respetándonos entre quienes estamos trabajando en la 
elaboración de esta disposición reglamentaria. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría preguntarle al señor ministro, justamente, por las afirmaciones 
que realizó el último diputado que hizo uso de la palabra. 


Los medicamentos que no son incorporados, que no son permitidos o que no se estaría dispuesto a financiar 
más ¿son únicamente los que no tienen comprobación científica de su eficiencia o eficacia, o también los de 
altísimo costo, que sí tienen confirmación sobre su eficiencia y eficacia pero como producto del costo se 
decide no financiarlos? Porque son dos cosas totalmente distintas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quisiera referirme a una expresión que utilicé en mi intervención inicial y que 
ha sido recogida por algún legislador preopinante. 


Advierto que por parte de muchos legisladores del oficialismo se ha insistido en sentar la tesis de que detrás 
de estos asuntos está el interés maléfico de los laboratorios. Pues quiero dejar constancia de que, 
aparentemente, quienes opinan de esa forma, están implícitamente acusando a instituciones como el 
Sindicato Médico del Uruguay, el Colegio de Abogados del Uruguay y el Consejo de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República de que están al servicio de los laboratorios, porque todas esas instituciones 
se han expresado categóricamente en el sentido de que esto es una aberración. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Escuchamos reiteradamente la asociación de complicidad de los 
laboratorios respecto a este tema. 


Voy a preguntarle al ministro si a él le consta lo que están diciendo los diputados del Frente Amplio; si los 
laboratorios nos están utilizando como conejillo de indias para la utilización y la comprobación de la 
eficiencia de los medicamentos. Esa es mi pregunta al ministro. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- La presunta inconstitucionalidad le corresponde dictaminarla a la 
Suprema Corte de Justicia. 


Ha habido varios juicios en los cuales se pensó que había inconstitucionalidad, y no fue así. Por lo tanto, aquí 
estamos dando por sentado algo que quién sabe si resulta ser así o no. No podemos llevar adelante una 
discusión en base a supuestos. 


En cuanto a los laboratorios, me voy a permitir decir que, evidentemente, hay un interés en vender los 
medicamentos cuanto más caros mejor. Los integrantes del Ministerio fueron muy claros al expresar que los 
grados de eficiencia demostrados en muchos casos son mínimos y que, por lo tanto, debería correr por cuenta 
de los laboratorios todo lo que refiere a las pruebas, sustentar sus cosos y luego venderlos. Dejo al señor 
ministro que explique esto, porque lo va a hacer con mucho más eficiencia que yo. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En la presentación del ministro pasó desapercibido el riesgo compartido. Tiene que 
ver con la forma en que el Ministerio ha trabajado -es bueno que se pregunte al ministro y asesores al 
respecto- con algunos laboratorios que quieren realmente colocar sus productos; en ese sentido, el Fondo se 
haría cargo durante un tiempo y luego continuaría haciéndose cargo el laboratorio. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- Soy la directora General del Fondo Nacional de Recursos. 


Voy a tratar de responder algunas de las variadas inquietudes de los señores representantes en lo que refiere a 
la cobertura universal que representan el Plan Integral de Atención a la Salud -PIAS- y el Formulario 
Terapéutico de Medicamentos -FTM., 


Estos tres artículos están vinculados porque hacen a lo que es el modelo del Sistema Nacional Integrado de 
Salud en cuanto a haber fijado desde 2007-2008 un concepto de listado positivo de prestaciones y 
medicamentos que dicho sistema, a través de sus diferentes organismos, los prestadores integrales y el Fondo 
Nacional de Recursos, debe obligatoriamente brindar a toda la población del Uruguay, estén o no asegurados 
por el Fondo Nacional de Salud. 


Muchos países comparten este concepto; otros adoptaron una metodología diferente que es definir un listado 
negativo y se establecen las prestaciones y los medicamentos que el seguro no brinda a sus asegurados. En 
nuestro caso, al igual que varios países europeos, se adoptó un listado positivo de prestaciones y 
medicamentos que son obligatoriamente brindados a la población de Uruguay. Este listado positivo fue 
reconocido -hace poco estuvimos en algunas reuniones regionales con la Organización Panamericana de la 
Salud- como uno de los grupos de prestaciones más abarcativos de la región. No digo del mundo, porque en 
los países europeos hay un conjunto importante de prestaciones que son brindadas a los ciudadanos a través 
de los sistemas nacionales de salud. 


Este hecho es una de las causas -fue uno de los temas de discusión en estas reuniones regionales- por las 
cuales Uruguay tiene un bajo nivel de judicialización de la salud. Como nuestro conjunto de prestaciones es 
tan abarcativo, los ciudadanos no tienen por qué hacer amparos para requerir algunos medicamentos de los 
muchos que proporcionamos. En las diapositivas vamos a ver la cantidad de prestaciones que se brindan a 
través del Fondo Nacional de Recursos, que es un organismo público no estatal a través del cual el Sistema 
Nacional Integrado de Salud brinda aquellas prestaciones que son de muy alto costo. En la diapositiva se 


pueden ver las patologías que se tratan a través de este Fondo y para cada una de ellas hay varios 
medicamentos. 


El Fondo Nacional de Recursos brinda prestaciones tales como transplantes de corazón, de riñón, de médula 
ósea, de hígado, que son costosísimos y en muchos países del mundo no están financiados y las personas se 
endeudan hasta la bancarrota. En nuestro país, tanto las personas con muchísimos recursos como aquellas que 
no tienen ningún tipo de recursos acceden a estas prestaciones de tan alto costo en forma absolutamente 
gratuita, porque las prestaciones que brinda el Fondo no tienen ningún tipo de copago. Por ejemplo, para el 
cáncer de mama, el Fondo brinda dos grandes medicamentos: Trastuzumab y Fulvestrant. En muchos países, 
y ni que hablar en Estados Unidos, las personas que están aseguradas tienen que pagar un copago por sus 
tratamientos; en Uruguay no hay ningún tipo de copago para este tipo de tratamiento. 


Lo que se hizo en nuestro país, al igual que en muchos países del mundo, fue definir una metodología para 
las incorporaciones de prestaciones y de medicamentos, sobre todo, los de alto costo, con el advenimiento de 
los biotecnológicos, que son producidos a través de organismos vivos y, por lo tanto, su producción es de 
altísimo costo; el precio es tan alto porque los laboratorios tratan de recuperar el gasto que significó. Si bien 
no existe una relación clara entre la producción y el precio, básicamente, el argumento que se usa es ese. 


Entonces, para resolver en nuestro país y en varios países del mundo cómo hacer para seguir incorporando 
prestaciones que son cada vez de más alto costo a la cobertura universal, equitativa y gratuita de la población, 
lo que se ha hecho es buscar metodologías que permitan establecer lo que se denomina el análisis económico 
de la incorporación de prestaciones a la salud. Dentro de los análisis económicos, hay varios tipos: estudio de 
costo-efectividad; estudio de costo-utilidad, y diversos tipos de análisis económicos. Lo que tratan de 
establecer es: para el precio al que el laboratorio vende el medicamento en el país, cuál es el resultado 
medido en términos de años de vida ganados con calidad. 


Este es un concepto importante, porque no es solo el costo del medicamento. La enorme mayoría de 
medicamentos que se están introduciendo en el mundo como biotecnológicos prolongan la vida. Hay pocos 
medicamentos que curan. De hecho, los medicamentos que curan surgieron a principios de siglo y luego se 
fueron incorporando cada vez más medicamentos que se llaman paliativos, es decir, que prolongan la vida, 
uno, dos, tres meses. 


Entonces, lo que hacen los estudios de costo-efectividad es comparar tratamientos que hoy existen en el país 
con estos medicamentos nuevos que se van incorporando para ver cuál es el índice incremental de costo- 
efectividad que proporcionan a los pacientes que se estiman van a necesitar de todos esos medicamentos. 


Hoy también se preguntaba cuál era el debate que se realizaba. Este tipo de análisis son muy complejos y 
exigen una formación de dos y tres años para los profesionales, tanto médicos como economistas. Los pocos 
estudios que se han hecho y también las normativas de cobertura financiera se publican en la página web del 
Ministerio y en la del Fondo Nacional de Recursos. 


¿Cómo se incorporaron los primeros medicamentos de alto costo a la cobertura del Fondo? Prácticamente, 
hasta el año 2013 la incorporación de los tantos medicamentos que se han incorporado a la cobertura fue por 
criterio clínico, por evidencia médica de que esos medicamentos eran eficaces, porque no teníamos 
profesionales que pudieran realizar estos tan complejos estudios de costo-efectividad. Nuestro país está 
bastante a la vanguardia. De hecho, llama la atención a los demás países, sobre todo de la región, que las 
cátedras de oncología, reumatología, medicina interna y neurología y la academia vinculada a las 
enfermedades, participen directamente en la decisión. El primer paso para incluir un medicamento a la 
cobertura del Sistema Nacional Integrado de Salud, ya sea a través de los prestadores o del Fondo Nacional 
de Recursos, es un análisis -que lleva tiempo- de revisiones sistemáticas de la bibliografía y un metaanálisis 
para ver los ensayos clínicos controlados que se han realizado sobre esos medicamentos ¿Quiénes los 
realizan estos estudios de evaluación de la eficacia de esos medicamentos? Los profesores de oncología, 
reumatología, medicina interna, neurología y cardiología. 


Una vez que se establece la evidencia clínica de que realmente esos medicamentos brindan un tratamiento 
eficaz y de que van a prolongar la vida de los pacientes o, en muchos casos, curarlos, se realiza un análisis 
del impacto de su inclusión en el presupuesto del Fondo o en el presupuesto nacional. ¿Por qué se realiza ese 
análisis? Porque, como también dijo el ministro al inicio, no hay ningún país del mundo que pueda financiar 
todos los medicamentos que se incluyen en un país. 


Los ejemplos abundan, y el que brindaba el ministro sobre el Reino Unido es un ejemplo clarísimo. En 2011, 
el gobierno del Reino Unido estaba tan presionado por la cantidad de medicamentos nuevos y efectivos, 
sobre todo oncológicos, que exigían entrar a la cobertura universal y la Agencia Internacional de Evaluación 
de Tecnologías y el NICE del Reino Unido los negaba porque no eran costo efectivo, eran demasiado caros, 
decidió crear un fondo aparte, que es el Fondo Nacional para el Cáncer, que está dirigido y gestionado por 
oncólogos, y se empezaron a incluir medicamentos. Se incluyeron ochenta y cuatro medicamentos a la 
cobertura. El primer año, el presupuesto del Fondo Nacional para el Cáncer fue de 200.000.000 libras 
esterlinas. A fines de 2014 el presupuesto era de 410.000.000 libras esterlinas. A partir de octubre de este año, 
la evidencia de que este fondo iba a tener un déficit de 100.000.000 libras esterlinas, hizo que el gobierno 
llegara a la difícil decisión de eliminar de la cobertura universal alrededor de catorce tratamientos, que 
equivalen a veintitrés medicamentos. 


Cabe señalar que nosotros tenemos por lo menos dos o tres de esos medicamentos que el Reino Unido 
excluyó de la cobertura universal, y los estamos cubriendo en forma absolutamente gratuita para toda la 
población. También es verdad que hay otros medicamentos que el fondo sigue financiando que nosotros no 
los tenemos. Hay varios medicamentos que son eficaces -es una respuesta a una de las preguntas de los 
diputados-, pero no los hemos incorporado a la cobertura porque se está evaluando su impacto económico, 
porque el precio al cual los están ofreciendo hoy es tan elevado que aunque lo redujéramos muchísimo sería 
muy difícil financiarlos. 


Sin embargo, el Fondo Nacional de Recursos está llevando adelante con los laboratorios lo que se llama 
mecanismos de riesgo compartido, que también fueron aconsejados por la Organización Mundial de la Salud. 
Pongo un ejemplo para que se entienda. Para uno de los medicamentos para el tratamiento del cáncer de 
pulmón metastástico, que es muy costoso, y que la evidencia clínica de sobrevida de los pacientes desde que 
empiezan a tomarlo es de doce meses, lo que hicimos fue negociar con el laboratorio y que el Fondo pague el 
tratamiento durante doce meses, y si el paciente sobrevive más, lo paga el laboratorio. Eso se está haciendo. 
Hay algunos pacientes con cáncer de pulmón metastástico, que prácticamente estaban en etapa terminal, que 
han mejorado mucho. El Fondo les ha pagado el primer año de tratamiento y ahora el laboratorio se los sigue 
pagando. Hay algunos pacientes que, a pesar de los estudios de ensayos clínicos controlados de metaanálisis, 
que decía que iban a vivir doce meses, están viviendo mucho más. ¿Por qué viven más? Porque las personas 
somos diferentes y la estadística es solo una estadística. Cuando se dice que un paciente está viviendo mucho 
más y mejor con un medicamento que todavía no tiene evidencia de ser eficaz, es precisamente porque a esa 
persona le tocó una biología que le permite que ese medicamento le haga mejor a él que al resto de las 
personas. 


Con respecto a cómo funcionan las agencias de evaluación de tecnología, el 42% de las agencias nacionales 
que conforman la Agencia Internacional de Evaluación de Tecnologías, están dentro del Estado; el resto son 
independientes, como es el caso del NICE. La nuestra, que es la División de Evaluación de Tecnologías 
Sanitarias, que funciona en la órbita del Ministerio y en parte en el Fondo Nacional de Recursos, está dentro 
de los organismos estatales. Estamos dentro del 42% del mundo en el cual las agencias funcionan dentro de 
la órbita estatal. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- El intercambio que se ha generado por la propuesta del 
articulado hasta ahora ha estado vinculado a los medicamentos. Han quedado claro algunos aspectos que 
justifican que hagamos todo el esfuerzo por financiar los medicamentos que la población necesita, en una 
política clara y contundente, en torno a la idea de que esté vinculada a tres factores sustantivos: la evidencia, 
costo-efectividad y la sostenibilidad del sistema. 


Reitero que ningún país en el mundo da todo lo que demuestra ser evidente. Este debate de cómo lograr 
financiar los medicamentos que se registran -una cosa es registrar medicamentos y otra financiarlos- tiene 
que ver con que tanto el Ministerio como el Fondo Nacional de Recursos, en el marco del mayor consenso 
posible, puedan sostener a lo largo del tiempo los enormes desafíos que tienen por delante. De no hacerlo, 
además del riesgo de que todo lo avanzado se desacumule -siempre es una posibilidad-, seguiremos la suerte 
de todos los países, particularmente de la región, pero también del mundo con los que nos conectamos, que 
nos dicen el fuerte peso que tiene la judicialización en sus sistemas de salud. 


Que la suerte de una política sanitaria quede exclusivamente vinculada a la situación que se genera a raíz de 
las demandas ante la justicia no parece sostenible para un país que quiera potenciar su sistema sanitario. 


Naturalmente, no todos los jueces tienen la misma respuesta frente a una misma situación, y un primer 
dictamen viene seguido de un segundo. Imaginen lo complejo que es esto para el análisis clínico del caso a 
caso, cuando en una primera acción de amparo se comienza a dar una medicación y en una segunda acción 
que dirime la justicia, se decide que hay que retirar el medicamento. Esto implica decisiones técnicas que son 
siempre complejas y que requieren de una particular experticia a los efectos de la toma de decisión. Nosotros 
creemos que en el sistema esa no es una respuesta seria a los desafíos de los medicamentos de alto costo, y 
requiere consolidar que el ingreso de los medicamentos a ser financiado por el Estado para quienes los 
necesitan esté fuertemente vinculado a estos estudios a que hacía referencia la doctora Alicia Ferreira, que 
son destacados en todas partes del mundo por la rigurosidad con que se realizan. 


Algunos legisladores preguntaban qué sucede con los vínculos con la industria. Tenemos vínculos 
permanentes con la industria; tener vínculos con todos los actores es una obligación de cualquier ministro de 
salud y del equipo del Ministerio, básicamente porque aspiramos a resolver la mayor cantidad de problemas 
vinculados a la sostenibilidad del sistema y a la incorporación de medicamentos. 


En las reuniones que hemos mantenido con los ministros de la región -que, a diferencia de nuestro país, no 
tienen la herramienta del Fondo Nacional de Recursos-, las relaciones con la industria y la judicialización es 
moneda corriente. No tengo elementos a nivel nacional, pero en el mundo están fuertemente consolidados 
vínculos de todo tipo, como se dan en cualquier sociedad compleja. 


Aspiramos a que estos problemas de política tan complejos para nuestros países y particularmente para el 
nuestro, referidos a tomar decisiones universales para que toda la población pueda acceder y no solamente los 
que tienen recursos, a partir de una norma legal se puedan resolver y se proteja todo lo avanzado y se dé 
sustentabilidad al Sistema Nacional Integrado de Salud. Esto es muy importante y es la razón de que estemos 
incorporando estos tres artículos en el presupuesto. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Se hicieron algunos comentarios acerca del tiempo de sobrevida. ¿Qué es 
mucho? ¿Qué es poco? Yo no me animaría a decir cuánto es mucho o poco tiempo de vida. Sé que cuando un 
medicamento aporta sobrevida, da tiempo a la ciencia a encontrar uno superior y mejor; se ponía el ejemplo 
del Trastuzumab, que aplica en forma contundente. 


Por otro lado, se decía que en algunos casos se pronostica equis tiempo de sobrevida y termina siendo más. 
Esto avala más aún el hecho de que cuando hay medicamentos que aportan sobrevida deberían estar incluidos 
en el FTM. 


El 11 de agosto pasado, el señor ministro de Salud Pública y Asistencia Social compareció en la Comisión de 
Salud Pública. En ese momento, se hablaba del riesgo compartido como una innovación. Recién se decía que 
ya se están llevando a cabo estas políticas, que aplaudimos estén en marcha. 


Con respecto a que la Comisión Técnica Asesora -que en algún momento se comparaba con sistemas como el 
NICE- no lleva actas y que no puede hacer un seguimiento, esto lo informa el Ministerio de Salud Pública 
cuando responde las demandas; está en los oficios. O sea que el Ministerio de Salud Pública dice que no hay 
material en el cual se puedan corroborar los pasos que concluyen con una ordenanza que excluye o incorpora 
medicamentos. 


En cuanto a la mención reiterada de la judicialización, en un sistema republicano como el nuestro, la 
separación de poderes es garantía. Tengo un buen concepto del señor ministro de Salud Pública, pero el 11 de 
agosto le dije -no tengo ningún inconveniente en repetirlo- que me parece que se equivoca cuando interpreta 
los recursos de amparo y las diferencias entre la primera y segunda instancias. En primera instancia hay una 
inmediatez con el paciente porque está la inspección ocular. Creo que esto es y Me parece un error gigantesco 
que un secretario de Estado intente interpretar y relativice las decisiones judiciales. 


Vamos a suponer que sea cierto el argumento de la judicialización -que, por supuesto, no compartimos-; hay 
algo peor: el amiguismo. El 3 de junio se hizo una excepción para el hijo de un exsenador del Frente Amplio. 
Quiero hacer una aclaración que siempre hago en todos lados: si yo soy padre o hijo, hago todo lo que esté a 
mi alcance para conseguir el medicamento; acá bajo ningún concepto cuestionamos al destinatario. Al que sí 
cuestionamos y lo vamos a seguir haciendo es al Ministerio de Salud Pública. 


En el mismo mes de junio, se dio el caso de un chiquilín de veinte años que fue idéntico al del hijo del 
exsenador del Frente Amplio, y las pericias que tengo acá -si las autoridades del Ministerio lo desean, se las 
puedo acercar- en San Pablo, en Argentina y en Uruguay dan contundentemente que los tumores se 
achicaron. El Ministerio de Salud Pública tiene, de junio a la fecha, tres peticiones por las que se le solicita 
una excepción, como se hizo en el caso del hijo del exsenador del Frente Amplio, pero se le dio la espalda y 
hasta el día de hoy no contestó ni hizo excepción alguna. 


Entonces, vamos a cuidarnos cuando hablamos y tratamos de interpretar lo que hacen los jueces. Peor que la 
judicialización es el amiguismo. No voy a cuestionar si en este caso lo hubo o no, pero hay hechos objetivos: 
una persona afín al Frente Amplio consiguió el medicamento y una familia que no lo era terminó endeudada; 
como dije, los dos casos son idénticos. 


No voy a cuestionar al ministro -como dije, tengo un buen concepto de él- ni decir que la motivación fue el 
amiguismo, pero lamentablemente, los hechos objetivos dan lugar a un mar de dudas que solo el Ministerio 
de Salud Pública puede evacuar. O tiene un criterio, y por el principio de igualdad, hace excepciones basado 
en la evidencia científica -como dijo el Ministro de Salud Pública el 11 de agosto que fue en lo que se basó 
para realizar la excepción del 3 de junio-, o que pase el tiempo y solo quede la excepción del 3 de junio. Los 
hechos objetivos dicen que hubo amiguismo, ya que frente a casos idénticos, a una persona se le suministró el 
medicamento que necesitaba, y a otra no. 


Por otro lado, quisiera reiterar la pregunta que formulé anteriormente: ¿el ministro de Salud Pública está de 
acuerdo con el artículo 425? ¿Ratifica y reafirma su conformidad con este artículo? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Creo que fui muy claro sobre la posición del Ministerio con 
respecto al articulado. También lo fui con respecto a las razones que nos animan a incorporar este tema en el 
debate del presupuesto. Nos parece bien que este tema se discuta y se analice. Sin duda, es muy sensible para 
la opinión pública; por lo tanto, creo que no encarar su discusión no le hace bien a la sociedad. Seguramente, 
nos va a seguir acompañando durante muchos años, y el país tiene que tomar algunas decisiones. Sin duda, 
este tema no es de los jueces, de los médicos o de los economistas, sino de la sociedad en general. 


Nuestra postura apunta a que la idea básica, que es que el país tenga una política clara en torno al ingreso de 
los medicamentos y que no dependa de ninguna circunstancia ajena a la política sanitaria, tenga un marco 
legal. 


Como dije, estamos dispuestos a mejorar la redacción, pero el país necesita sostener una política sanitaria a 
partir de una propuesta que consolide que los medicamentos que ingresan -que son financiados por toda la 
sociedad y apuntan a ayudar a los pacientes que tienen patologías que no tienen cura, pero pueden mejorar la 
calidad de vida o prolongársela- estén basados en fundamentos científicos de costo-efectividad, sosteniendo 
el sistema de salud. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Reitero la pregunta que hice al señor ministro: si estaba al tanto de la suma 
que debió pagar el Ministerio de Salud Pública por los juicios realizados por los pacientes. Por supuesto, si 
no cuenta con esa información en este momento, puede remitirla en otra oportunidad. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- La remitiremos. 


El artículo 426 refiere a una de las modificaciones en la estructura y funcionamiento del Ministerio, a las que 
hicimos referencia en la presentación inicial. 


En este artículo se suprime la unidad ejecutora Dirección General del Sistema Nacional Integrado de Salud, y 
se reasignan sus competencias créditos y recursos a la Junta Nacional de Salud, que se crea como unidad 
ejecutora. Entendemos que la Junta Nacional de Salud es un organismo desconcentrado dentro del Ministerio, 
que maneja los recursos del seguro de salud y que, por lo tanto, debe tener al frente a un director general que 
asuma las responsabilidades de la buena gestión y administración de dichos recursos, razón por la cual se 
crea ese cargo. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En la redacción de este artículo no se define dónde quedará ese cargo de 
confianza; habitualmente este tipo de cargos se vincula a lo que establece la ley aprobada en el año 2012 -un 
porcentaje del salario de senador-, o a uno de los literales de la Ley N* 15.809. 


Se suprime un cargo de particular confianza que está incluido en esa ley, pero no se dice dónde se incluirá el 
que se crea. Por lo tanto, habría que hacer la referencia; de lo contrario, quien ocupe ese cargo no va a cobrar 
el sueldo. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Julio).- Es correcto lo que dice el señor diputado Gandini, ya que este artículo no es 
muy claro en ese sentido; en los primeros proyectos esa referencia estaba bien establecida. 


Obviamente, considerando que se trata de una unidad ejecutora, la idea es que ese cargo esté comprendido -al 
igual que los otros casos- en el inciso primero del artículo 16 de la Ley_N” 18.996, de 7 de noviembre de 
2012, que establece que los directores de unidades ejecutoras percibirán un 60% del salario del señor 
ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, se hará alguna corrección a este artículo. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quisiera saber si la razón para realizar este cambio es que los integrantes 
de la Junta Nacional de Salud ya no serán honorarios. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Hasta ahora la función de presidente de la Junta Nacional de 
Salud era de carácter honorario. Nosotros entendemos que quien tiene la responsabilidad -entre otras- de 
hacerse cargo de la administración del seguro merece el rango de director general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 427. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- El artículo 427 tiene que ver con una de las competencias de 
esta Dirección General que suprime otra y que, de alguna forma, consiste en presidir el funcionamiento de la 
Junta Nacional de Salud que, como ustedes saben, además de representantes del Ministerio de Salud Pública 
tiene integrantes del Ministerio de Economía y Finanzas, del Banco de Previsión Social, de los usuarios y de 
los trabajadores. Tendrá la función de presidir y hacerse cargo de ese organismo desconcentrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, pasamos a tratar el artículo 428. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Este artículo crea una Dirección General de Coordinación, 
que tiene los cometidos de impulsar una gestión coordinada entre las diversas dependencias del Ministerio de 
Salud Pública a nivel nacional, regional, departamental y local, lograr un trabajo coordinado y la 
complementación asistencial entre los efectores públicos y privados del Sistema Nacional Integrado de 
Salud; contribuir al desarrollo de una estrategia de trabajo que favorezca el funcionamiento armónico del 
Inciso en el vínculo con los demás actores institucionales y sociales que componen el Sistema Nacional 
Integrado de Salud, así como la formulación de una estrategia acorde a tales fines. 


Básicamente, estamos convencidos de que la profundización de la reforma del sistema de salud tiene que ver 
con lograr sinergias de complementación y de coordinación entre los efectores, tanto públicos como 
privados; públicos entre públicos y privados entre privados. Como dijimos en la introducción, el dibujo de 
ese sistema tiene que ver con lograr la mayor eficiencia posible, evitando superposiciones innecesarias que 
no responden a intereses asistenciales. Por lo tanto, hay que hacer mucho énfasis en lograr la mayor 
complementación entre los prestadores. Eso se ha venido realizando, hay que potenciarlo de aquí en más, y la 
creación de esta Dirección General persigue esa función. 


Asimismo, comentábamos que el propio organismo creado por ley presupuestal, denominado Rieps -Red 
Integrada de Efectores Públicos-, pasa a la órbita de esta Dirección General de Coordinación, en el entendido 
de que es parte del sistema lograr la complementación entre públicos y privados y entre los públicos entre sí. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Compartimos los objetivos, pero nos preocupa la implementación. Además, con 
la estructura actual del Ministerio de Salud Pública, ¿no se pueden cumplir estos cometidos? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Esta Dirección General de Coordinación es una innovación que aparece en los 
artículos 428 y siguientes; por lo menos están correlacionados. 


Esta decisión me parece un poco contradictoria con la que venimos de analizar inmediatamente antes: la de 
dar al presidente de la Junta Nacional de Salud la condición de director general y, además, atribuirle la 


condición de cargo de confianza. Por un lado, fortalecemos a la Presidencia de la Junasa y creamos el cargo 
de director general pero, por otro, creamos esta Dirección General de Coordinación que parece que va a 
competir en las mismas atribuciones; al menos, hay una suerte de superposición de competencias. 


Se supone que la coordinación es la tarea originaria del señor ministro y de quienes lo acompañan en la 
conducción política del Ministerio: la subsecretaria y el director general. Escuché con mucha atención la 
explicación del ministro para ver si encontraba alguna razón que justificara esta decisión. No sé si esto no 
terminará generando dificultades a nivel horizontal -por la asignación de atribuciones en forma dual a 
distintas autoridades públicas: por un lado, el presidente de la Junta y el que sería director de coordinación, 
por otro- y afectando al mismo tiempo la verticalidad en cuanto a la organización del Ministerio. 


Francamente, a partir de las explicaciones del Ministro no encontré justificación suficiente para esta creación. 
Quizás nos convenza con alguna explicación adicional. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Creo que viene bien que se planteen estas inquietudes. 


Pasado el tiempo, cuando nos preguntan de qué se trata la reforma del sistema de salud y cómo funciona, en 
general, la primera respuesta consiste en explicarlo por el lado del financiamiento: el Fonasa recauda y la 
Junta Nacional de Salud administra y distribuye los recursos entre los prestadores en función de las cápitas, 
que tienen que ver con un cálculo del riesgo, la edad y el sexo de los afiliados. Sin embargo, la reforma se 
denomina Sistema Nacional Integrado de Salud. La lógica del seguro es de competencia, los prestadores 
aspiran a tener la mayor cantidad de afiliados -ahora, socios Fonasa-, porque así logran mayores ingresos. 
Eso ha generado el riesgo -que está identificado y por eso hay necesidad de potenciar la línea de 
coordinación, de sinergia y de construcción del sistema- de que todos los prestadores, a los efectos de captar 
afiliados, quieran tener toda la oferta de servicios posibles para ser más atractivos en el mercado de la 
competencia. De alguna manera, eso genera una lógica distinta al concepto del Sistema Nacional Integrado 
de Salud. 


La lógica del Sistema Nacional Integrado de Salud es que tiene buscar la complementación y no solo la 
competencia. Por un lado, la reforma tiene un escenario de competencia y, por otro, uno de 
complementación. Ocurre que tenemos un desbalance: está muy fuerte el escenario de competencia entre los 
prestadores y queremos fortalecer también el escenario de complementación, buscando convenios y acuerdos. 
Por ello, tenemos una enorme agenda de trabajo con todos los prestadores. Por ejemplo, estamos ante el 
desafío de lograr -como decíamos al inicio- que donde existen tres o cuatro maternidades haya una sola y de 
excelencia, porque no hay razones sanitarias que expliquen la existencia de cuatro, sino que es la lógica de 
competencia que prima en esas estructuras. Cualquiera puede entender que se requiere un trabajo bien 
complejo para encontrar con cada uno de los prestadores la forma de procesar esos convenios de 
complementación. Estamos hablando de todo el territorio, de direcciones departamentales y de la 
complejidad de los prestadores públicos, porque también hay que hacer un fuerte énfasis para que se 
complementen mejor entre ellos. 


Por lo tanto, interpreto que este es el debate que tenemos en el ministerio, y que tiene que ver con cómo 
logramos potenciar el sistema, sin dejar de reconocer la conveniencia de que haya un margen de 
competencia. Nadie está demonizando la competencia por el seguro, pero la reforma aspira a buscar 
complementaciones y una mejor utilización de los recursos, lo cual se genera con mucho esfuerzo, trabajo y 
planificación. Ninguna de estas cosas se puede hacer de un día para el otro. Hay que dar señales. Hay que 
trabajar con planes a mediano, corto y largo plazo, porque las instituciones deben tener claro hacia dónde 
van, hacia dónde se tienen que desarrollar, cuáles son las realidades en el territorio y las carencias en las 
cuales pueden desarrollarse y cuáles son los excesos en los cuales hay que llegar a una síntesis. 


Ese es un esfuerzo que entendemos que debemos potenciar, y por eso tiene que ver con el desarrollo de este 
artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos con el artículo 429. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Ya hice referencia a este artículo en la exposición. Aquí se 
establece que la Red Integrada de Efectores Públicos de Salud pasará a depender de la Dirección General de 
Coordinación; la propia articulación de las estructuras públicas tiene que ver con el diseño del sistema y por 
eso la ubicamos en el ámbito que estamos creando. 


En el artículo 430 se suprime el cargo de particular confianza de director de Programación Estratégica en 
Salud y el de coordinador general de Descentralización, que fueron oportunamente creados. Asimismo, se 
crea un cargo de particular confianza de director de la unidad ejecutora Dirección General de Coordinación, a 
la cual hicimos referencia en la exposición anterior. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Simplemente, quiero saber qué pasa con las funciones que desempeñaban 
esos cargos, y si esto significa que esos cargos eran innecesarios. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Julio).- Efectivamente, ambos cargos desaparecen de la plantilla presupuestal del 
ministerio. Como bien explicó el señor ministro, el ministerio está llevando adelante una nueva estructura 
organizativa, en función del rediseño de algunos procesos y cometidos. Esto no necesariamente significa que 
esas funciones dejen de realizarse, sino únicamente que se realizarán de manera diferente. Hoy día, ambas se 
llevan adelante en el marco de las competencias que tiene asignada la Dirección General de la Salud. Si 
miramos la última reestructura organizativa del ministerio, que fue aprobada por el Decreto N* 195/2014, 
vamos a ver que estas competencias se enmarcan en lo que realizaban los cargos que hoy se están 
suprimiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al artículo 431. 
(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Por este artículo se propone una transferencia de lo que 
habitualmente llamamos carné de salud, que se realiza a través del Departamento de Clínicas Preventivas de 
la División Salud Ambiental y Ocupacional, y que esta actividad que es típicamente de carácter asistencial 
pase a ASSE que, como todos los efectores, gestiona los carné de salud. De alguna manera se transfiere el 
servicio que hoy está en el Ministerio de Salud Pública a la Administración de Servicios de Salud del Estado. 


SEÑOR LEMA (Martím).- Consulto: ¿qué departamento de ASSE estaría a cargo de cumplir con estos 
cometidos? 


Por otro lado, teniendo en cuenta que ASSE es un prestador de servicio más y que el Ministerio de Salud 
Pública es el rector, ¿qué pasa al traspasar todos estos servicios a ASSE con respecto al resto de los 
prestadores privados? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- La realidad da cuenta de que todos los prestadores privados 
tienen la obligación de gestionar el carné de salud. Es más, por una disposición que ya tiene un tiempo -seis o 
siete años- tienen obligación de efectuar el carné de salud a sus usuarios. 


Por lo tanto, lo que hace esta disposición es transferir esa misma responsabilidad a ASSE, que tendrá de 
alguna manera que hacerse cargo de este servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al artículo 432. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan Arturo).- Este artículo tiene que ver con el control de las sustancias 
químicas y productos farmacéuticos. En algunos casos se trata de precursores o de sustancias que pueden ser 
utilizados para la fabricación lícita de drogas. De acuerdo con recomendaciones internacionales y con 
algunos aspectos regulatorios que han cambiado en nuestro país, la División de Sustancias Controladas, que 
fue creada por el artículo 266 de la Ley de Presupuesto N* 19.149, de 20 de octubre de 2013, dice: "Crease la 
Unidad de Sustancias Controladas, que funcionará en la órbita del Ministerio de Salud Pública como 
organismo encargado del control y fiscalización del uso legal de las sustancias químicas controladas y la 
prevención del desvío al mercado ilícito. La Unidad de Sustancias Controladas actuará en consonancia con 
los lineamientos generales determinados para la prevención y el control de precursores químicos y el desvío 
de productos farmacéuticos para usos no médicos y reportará de sus actuaciones a la Junta Nacional de 
Drogas a través del Sub-Secretario del Ministerio de Salud Pública en su calidad de miembro pleno de dicha 
Junta. 


Esto nos lleva a trabajar en este tema, como lo marca este artículo. Por lo tanto, en el artículo 432 estamos 
planteando la posibilidad de incorporar una tasa de control -no como dice el propio artículo, una tasa de 
habilitación- de utilización de esas sustancias por parte de las empresas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Advierto que estamos frente a la creación de una nueva tasa, por lo que aquí se 
ha expresado. Y si no fuera así, es igual. 


Comentábamos por lo bajo con el diputado Lema que nos parece una debilidad de esta disposición, de 
carácter formal y aun de carácter constitucional -no quiero irritar a los colegas de la mayoría-, delegar la 
atribución de fijar la tasa al Poder Ejecutivo. La tasa es un tributo; no es un impuesto, pero es un tributo, y la 
potestad tributaria es legislativa y es indelegable. Se me dirá que hay antecedentes -probablemente existan-, 
pero que los haya no quiere decir que esté bien. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Mario Ayala Barrios) 


Por lo tanto, me parece que habría que corregir esto. Tal vez el ministerio nos podrá decir cómo se 
concretaría o se expresaría el valor de la tasa, si es uno o son varios referidos a determinados conceptos, y en 
función de eso legislar de una manera más adecuada a lo que debe ser la administración de los criterios 
tributarios. De hecho, en las rendiciones de cuentas y en los presupuestos hemos aprobado artículos de esta 
naturaleza y de este tenor. Por ejemplo, esto es muy común en el Inciso "Ministerio de Industria, Energía y 
Minería", que cobra tasas por distintos servicios. En ese caso, viene la determinación de la tasa como 
contraprestación de determinado servicio. 


Esa es la objeción que esta disposición, tal como está resuelta, nos merece. 
Gracias. 
SEÑOR LEMA (Martín).- Compartimos lo manifestado por el señor diputado Abdala. 


Queremos dejar constancia de que hay una violación al principio de legalidad. Se violan el artículo 10, así 
como el numeral 4%) del artículo 85 de la Constitución. De manera que compartimos que se revea este 
artículo. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Estudiaremos el planteo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el artículo 433. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Si me permiten, vamos a pedir a la doctora Milka 
Bengochea, directora de INDT, que haga referencia a los artículos 433 y 434. 


SEÑORA BENGOCHEA (Milka).- El artículo 433 refiere a la posibilidad de acumulación para quienes se 
desempeñen como suplentes en el Sistema de Emergencia del INDT, que fue creado en el año 2009 y para el 
cual, posteriormente, en varias rendiciones de cuentas se destinaron partidas especiales. El Sistema de 
Emergencia contempla a siete profesionales: un médico intensivista y una licenciada en psicología, que están 
de guardia en la coordinación de trasplante; un médico con formación quirúrgica y dos instrumentistas 
quirúrgicos, que están de guardia en el Banco de Tejidos; un médico laboratorista y un licenciado en 
laboratorio, que están de guardia en la Unidad de Asignación y en laboratorio. Ese Sistema no puede tener 
acefalías, no puede dejar de funcionar, para que no se pierdan donantes. 


Lo que se pretende con este artículo es que los suplentes que, de hecho, tienen un régimen de trabajo 
discontinuo y variable -no se sabe cuándo se los va a convocar- puedan acumular, estableciendo un límite de 
sesenta horas. De otra manera, no podemos conseguir profesionales que asuman las suplencias. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Me gustaría saber si están comprendidos los auxiliares de enfermería, porque 
hasta el momento no pueden acumular cargos. ¿Ellos están comprendidos entre los profesionales de la salud 
abarcados por este artículo? 


SEÑORA BENGOCHEA (Milka).- Lo que pasa es que, en realidad, el artículo refiere a los profesionales de 
la salud que se desempeñen en el Sistema de Emergencia y, como dije, el Sistema de Emergencia contempla 
siete profesionales que están de guardia todos los días. O sea que solamente podemos tener suplentes para 
suplir a aquellos profesionales que conforman el Sistema de Emergencia. Para el resto no tenemos suplentes, 
al igual que el resto de la Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el artículo 435. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Julio).- El artículo 435 establece la limitación del incremento de transferencias a las 
Comisiones de Apoyo. 


Como ustedes saben, el Ministerio tiene una mínima participación con relación a la globalidad de la 
Comisión, producto de un proceso histórico. Lo que se pretende es limitar el monto de las transferencias que 
se realizan a dicha Comisión. 


En definitiva, este artículo recoge una solución que ya se dio para ASSE en el artículo 721 de la Ley 
N? 18.719. Con esto, el Estado quiere asegurarse que no se van a transferir más montos que los que 
actualmente se transfieren. La misma solución que en su momento se adoptó para ASSE es la que en este 
caso está adoptando el Ministerio. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solo quiero consultar si hay que entender esta disposición en armonía con el 
artículo 560 del proyecto de ley de presupuesto, referido a la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado, que asigna una partida a los efectos de atender las condenas judiciales vinculadas con los procesos de 
regularización laboral de las Comisiones de Apoyo. Pregunto si tiene alguna vinculación por la sencilla razón 
de que se supone que el artículo 560 está destinado a regularizar las situaciones irregulares desde el punto de 
vista laboral y aquí se estaría poniendo una especie de punto final, de freno o de límite para no seguir 
avanzando en cuanto a fomentar que los trabajadores se sigan contratando por Comisión de Apoyo y, por lo 
tanto, en una situación de precariedad laboral. 


SEÑOR MARTÍNEZ (Julio).- Es interesante la pregunta del señor diputado Abdala. La respuesta es no. El 
artículo 560 tiene un objetivo específico, que es pagar los juicios laborales que tiene la Comisión. El objetivo 
del artículo 435 es otro. El Ministerio de Salud Pública sigue teniendo personas contratadas por Comisión de 
Apoyo, como parte de un proceso histórico. Precisamente, a efectos de no seguir aumentando la contratación 
en la Comisión de Apoyo, a través de este artículo se establece que no se podrá reforzar lo que se está 
transfiriendo a la Comisión de Apoyo para pagar los sueldos de personas que se desempeñan en el Ministerio 
de Salud Pública. De manera que se seguirá manteniendo el mismo nivel de transferencia, por lo cual no se 
podrá contratar más allá del crédito que actualmente se viene transfiriendo. 


O sea que se trata de dos lógicas diferentes: con el artículo 435 se pretende mantener la situación al día de 
hoy y el otro, el 560, propuesto por ASSE, es para salvar algunos de los problemas que tiene hoy con relación 
a juicios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar el artículo 436. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan Arturo).- Este es un artículo que suma cero, por decirlo de alguna manera, 
dado que mediante la baja de los cargos vacantes que figuran en las hojas 219 a 227, estamos utilizando esos 
recursos que el Ministerio de Salud Pública tenía en términos de rubro cero para generar una partida que 
vamos a distribuir entre los funcionarios del Ministerio a partir de la firma y ejecución de compromisos de 
gestión que nos permitan mejorar el funcionamiento de la Cartera. 


Entonces, por un lado, vamos a gastar $ 44.000.000 en este rubro, pero utilizando los recursos que teníamos 
asignados a esa cantidad de cargos que están en las hojas que siguen al artículo. 


SENOR ANDUJAR (Sebastián).- Si se van a eliminar vacantes -conceptualmente, no estamos de acuerdo 
con eso- y a reasignar por cumplimiento de gestión, nos gustaría conocer un ejemplo de esos compromisos de 
gestión, para saber cómo se va a redistribuir esa asignación presupuestal. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Quiero saber qué se entiende por metas funcionales -que es lo que se tendría en 
cuenta para la asignación de esta partida- y si estos compromisos de gestión implican una carga horaria 
mayor para los funcionarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En la exposición inicial dimos cuenta de que en el 
Ministerio de Salud Pública teníamos el enorme desafío de retener a algunos cuadros técnicos que están 


migrando fuertemente al sector privado, lo que de alguna manera debilita la función de rectoría de la Cartera. 


En realidad, las retribuciones de los técnicos, de los profesionales y de los funcionarios del Ministerio de 
Salud Pública, comparativamente, son mucho más bajas que las del resto del sector salud, sobre todo las de la 
parte asistencial. Eso hace que el Ministerio tenga enormes debilidades para sostener las funciones 
sustantivas que tiene que llevar adelante. 


De alguna manera queremos mejorar las retribuciones de esos técnicos y funcionarios, siempre y cuando se 
logren mejores resultados. Es decir, que no sea un salario encubierto, sino una retribución variable, sujeta a 
resultados. 


Esta metodología no es nueva en el sector público; logra beneficios para la Administración y supone 
establecer metas, vinculadas a un plan definido por las Direcciones correspondientes, e indicadores para 
evaluar el efectivo rendimiento. Esa partida es variable, porque si se logran los objetivos planteados, se 
efectiviza pero, si no se logran, no se paga. Por lo tanto, es una modalidad que combina la posibilidad de 
retener cuadros técnicos que hoy migran y de mejorar el funcionamiento de la institución. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero saber cuántas vacantes se eliminan. Acá hay una cantidad importante 
en todo tipo de Escalafón. A quien no está en la cosa le llama la atención que haya tantos cargos no ocupados; 
se ve que estaban previstos para algunas funciones que hoy no se desarrollan y que, por supuesto, para el 
futuro el Ministerio entiende que no se necesitan. 


También me llama la atención -y no solo referido al Ministerio de Salud Pública- esto de los compromisos de 
gestión, porque se utiliza un gasto corriente, autorizado, presupuestado, que cambia de rubro para pagar 
compensaciones, aunque aquí no lo dice. Efectivamente, luego de acordar con los funcionarios o con sectores 
de funcionarios un compromiso de gestión, que tendrá indicadores y metas objetivas, se abonará o no lo que 
allí se disponga según su cumplimiento, pero el formato que tiene es de compensaciones. Son 
compensaciones que el Parlamento no conoce ni aprueba. Nosotros aprobamos todas las compensaciones 
salariales, pero aquí dejamos asignado al Ministerio que determine cuáles serán, porque no se detallan. Lo 
único que hacemos aquí es autorizar esa partida con un fin conceptual: abonar compromisos de gestión a 
quienes efectivamente presten funciones en el Inciso, con el objetivo de cumplir metas funcionales e 
institucionales. 


Ahora, claro, en la medida en que es un gasto corriente que se atribuye a compensaciones, se transforma en 
una retribución permanente, sujeta al cumplimiento o no de esa meta, pero es una compensación que se 
incorpora como un nuevo componente de la retribución del funcionario, y eso no lo estamos aprobando. Me 
gustaría saber si esto luego tendrá una regularización, porque en algún momento lo terminaremos 
presupuestando. Hoy es un genérico, es una partida que se pasa con ese objetivo: en algún momento el 
Ministerio llega a un acuerdo con los funcionarios, establece las metas, los grados de cumplimiento, los 
indicadores para determinarlo y lo pone en un rubro, en uno de los tantos números que tienen las 
compensaciones. A partir de ahí se transforma en una compensación que el Parlamento no aprueba como tal 
sino que la delegó en su aprobación. 


Me gustaría saber cómo se establece esto formalmente, porque es una modalidad que se aplica en varios 
Incisos y que es novedosa dentro del Presupuesto nacional. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- La lógica de estos compromisos de gestión es que no tengan un carácter 
permanente. Estos compromisos tendrán un plazo, determinado nivel de exigencia y serán utilizados para 
pagar o no en función del cumplimiento de los objetivos planteados. Luego de transcurrido ese plazo, se 
firmará o no un nuevo compromiso de gestión que habilitará a que nuevamente se estudien los alcances que 
debería tener la propuesta para decidir si debe continuar. Por ejemplo, llegar a determinadas metas de 
fiscalización es una forma de evaluar o de medir compromisos de gestión. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Nos queda una duda. El señor ministro decía que el objetivo era la 
retención de profesionales, y conocemos el déficit significativo de profesionales que existe en el Sistema en 
todo el país. Al eliminar vacantes, ¿cómo se puede apostar a cubrir ese déficit? Si el objetivo es la retención, 
¿qué pasará con el déficit significativo de profesionales que existe en algunas áreas en todo el país? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Lo que plantea el señor diputado Andújar es muy 
importante y amplio, y tiene que ver con el énfasis que poníamos en la necesidad de lograr cada vez más y 
mejor el Sistema Nacional Integrado de Salud. La dotación de recursos depende fundamentalmente de la 
arquitectura de funcionamiento del Sistema. Por lo tanto, ciertas superposiciones, falta de coordinaciones y 
complementaciones atentan contra el uso racional de los recursos. 


Por eso nos parece que hay que seguir avanzando en la complementación, en la coordinación y, a través de 
estímulos que tienen que ver con favorecer la planificación y la fijación de metas, en la incorporación de este 
concepto de retribución variable, con plazos, y que no necesariamente se continúa en el tiempo, sino que 
depende de los resultados que se hayan obtenido. Creemos que es una herramienta útil a los efectos de los 
desafíos que tenemos por delante. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En la respuesta que se nos daba se ponía un ejemplo vinculado a las metas 
objetivas que se pueden trazar en las áreas o divisiones de fiscalización. La comisión recibió, entre las tantas 
delegaciones que ha recibido de tipo social y gremial, a funcionarios del Ministerio de la División 
Fiscalización, planteando una problemática vinculada a la dedicación, a la exclusividad y a lo salarial. 


En la conversación surgió la curiosidad de saber si dentro del artículo 436 estaba la posibilidad de trazar 
objetivos para esa dependencia, que cumple una función realmente importante quizás con pocos funcionarios. 
Queremos que se nos especifique más claramente este asunto, porque es bueno que estos funcionarios 
conozcan formalmente qué está pensando el Ministerio. 


El artículo 436 es una asignación presupuestal con un cometido amplio para todo el Inciso que tiene, 
obviamente, muchas áreas y responsabilidades. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- El área de fiscalización viene trabajando desde hace siete años 
con un régimen de compromiso de gestión y a los efectos de aprovechar la acumulación de experiencia que 
ha significado el trabajo de esos funcionarios es que se va a extender a otras áreas del ministerio a partir de la 
aprobación de este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 437. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- Estamos hablando de un artículo que transfiere rubros de un área a otra 
del Ministerio de Salud Pública sin incremento del gasto. El objetivo es transferir a ASSE el dinero que en 
algún momento se previó para el sistema 911 por la contratación de médicos dedicados a la atención 
telefónica de ese servicio. Básicamente, estamos cambiando dos rubros de gastos del ministerio y generando 
la posibilidad de hacer una transferencia que estaba en manos del Ministerio de Salud Pública, por la 
contratación de médicos que atiendan en el servicio 911, hacia ASSE. 


La redacción del artículo no es la definitiva, ya que queremos incorporar un agregado que cumpla con el 
objetivo que estoy planteando, es decir, que el dinero termine en manos de ASSE, que es el que contrata a los 
médicos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Supongo que nos dejarán la nueva redacción para que la comisión la considere 
en su momento, porque el artículo se refiere a una reasignación de partidas pero no dice a dónde. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- La redacción que proponemos es la siguiente: "Asígnase al Inciso 29 
'Administración de los Servicios de Salud del Estado' los cometidos, competencias y la partida a que refiere 
el Artículo 265 de la Ley_N” 19.149 de 24 de octubre de 2013". Estamos hablando aproximadamente de 
$ 8.200.000 que pasarían a ASSE. En principio, en la ley anterior eran $ 7.000.000. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- ¿Esa redacción sustituye el artículo 437 y el cuadro que figura en él? 


El artículo 437 establece: "Reasígnase en el Inciso 12 'Ministerio de Salud Pública', en la Financiación 1.1 
'Rentas Generales' las siguientes partidas:" No dice a dónde se reasignan. Lo que nos acaban de leer cambia 
de Inciso algunas partidas que aparentemente no coinciden con este cuadro. Me gustaría entenderlo bien. 


SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- Hay una reasignación de rubros dentro del Inciso 12, y todos los montos 
negativos dejan de utilizarse -por ejemplo, de la Unidad Ejecutora 001, programa 440 -$ 3.938.476- para 


pasar a emplearse en los dos últimos. Aproximadamente, $ 8.200.000 va para el Inciso 29. Hay una diferencia 
entre esa cifra y la anterior que queda en el ministerio; me refiero a la Unidad Ejecutora 001, Programa 441, 
Objeto del Gasto 299.000 "Otros servicios no personales no incluidos en los anteriores" y el Objeto del Gasto 
559.000 "Transferencias corrientes a otras instituciones sin fines de lucro”. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- ¿El cuadro es correcto? 
SEÑOR ECHEVARRÍA (Juan).- Sí. De los $ 9.000.000 que aparecen allí vamos a utilizar lo que les leí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 440. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- Este artículo establece la necesidad de utilizar un fondo que fue previsto 
por la ley para comprar medicamentos y tratar a los pacientes con VIH sida. Se pretende incorporar las 
prestaciones de estos medicamentos para el sector privado, es decir, extenderlo a todo el Sistema Nacional 
Integrado de Salud. De acuerdo con la normativa vigente, este fondo solo lo pueden utilizar los pacientes de 
la Administración de Servicios de Salud del Estado. Este artículo prevé la posibilidad de que sea utilizado 
para la compra de medicamentos de todos los afiliados del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Es sabido que antes era solo para los pacientes que se atendían en ASSE y 
al integrarse en su totalidad al sistema privado, queremos saber si se le va a pedir alguna contraprestación. A 
modo informativo, me gustaría saber el costo de esta medicación. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- Agradezco la pregunta porque nos permite extendernos sobre la idea de 
incluir este artículo. Si bien no está vinculado a los tres artículos que hablan sobre las prestaciones tiene que 
ver. Este artículo prevé las mismas metodologías que utiliza el Fondo Nacional de Recursos para el control de 
las prestaciones o de los medicamentos brindados a los afiliados del Sistema, tanto privados como públicos. 
En este caso, los medicamentos de más alto costo para el sida, que están indicados para la segunda o tercera 
línea de tratamientos -para aquellos pacientes que adquieren resistencia a tratamientos habituales- serán 
financiados a través del Fondo Nacional de Recursos, en tanto los prestadores -públicos y privados- cumplan 
con el seguimiento y el control de estos pacientes en forma adecuada, a fin de corroborar que estos 
medicamentos sean adecuados para ellos. 


El cuanto a la pregunta del señor diputado sobre el monto, el Fondo Nacional de Lucha contra el SIDA tenía 
$ 549.000.000: se utilizaron $ 379.000.000 para todos los medicamentos. Recordemos que a los efectos de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado con este fondo se compran todos los medicamentos de 
primera línea y para todos los pacientes portadores de VIH que son beneficios de ASSE. El saldo que existe a 
enero de 2015 es de unos $ 270.000.000 que es lo que en principio se podría estar distribuyendo, pero en este 
momento no tenemos las cifras exactas de cuál sería el costo de estos medicamentos. Casi con seguridad 
estos medicamentos para la tercera línea del tratamiento del VIH se van a comprar a través del Fondo 
Estratégico de la OPS; entonces, el precio final depende de las negociaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 441. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- Este artículo busca concretar una función que ya tenía establecida el Fondo 
Nacional de Recursos, que hacía a la necesidad de firma de convenios o contratos de gestión con los 
prestadores del Sistema Nacional Integrado de Salud, a los efectos de permitir un mayor control y, sobre 
todo, una continuidad asistencial en los beneficiarios que hacen uso del financiamiento del Fondo Nacional 
de Recursos. Ya estaba previsto que se pudieran firmar compromisos de gestión con los prestadores, pero no 
lo que pasaba si no se firmaban. 


En este artículo se incluye la posibilidad de eventual sanción a los prestadores en caso de que no cumplan, y 
para ello se utiliza un mecanismo, ya previsto en las leyes de creación del Fondo, que tiene que ver con la 
obligatoriedad de los prestadores de presentar los estados contables y de enviar al Fondo Nacional de 
Recursos las partidas recaudadas por la llamada "cuota IMAE". Aquí se utiliza el mismo mecanismo para 
mejorar la coordinación y el cumplimiento de los compromisos de gestión con los prestadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 442. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- Este artículo es una extensión del anterior y tiene que ver con cuál es el 
instrumento o cuáles son los instrumentos que el Fondo Nacional de Recursos utilizaría para verificar el 
cumplimiento de la continuidad de atención y de los protocolos o guías de tratamiento de los pacientes. 


A los efectos de autorizar los tratamientos y luego sus realizaciones, en los hechos el Fondo Nacional de 
Recursos ya tiene acceso a las historias clínicas. Este artículo permite clarificar esta función del FNR como 
financiador, pero también como el organismo que, a través del financiamiento, brinda la asistencia a los 
pacientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 443. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Este artículo hace hincapié en la voluntad de avanzar en el 
sistema de historia clínica electrónica a nivel nacional. En ese sentido, se faculta al Poder Ejecutivo para 
determinar los mecanismos de intercambio de información clínica con fines asistenciales, en concordancia 
con lo establecido en las correspondientes leyes y asegurando la confidencialidad de la información, que debe 
estar garantizada en este proceso. 


Yo creo que el sistema de salud de nuestro país en muchas instituciones privadas, tanto de Montevideo como 
del interior, tiene desarrollos interesantes en este sentido, pero aspiramos a que todo el Sistema Nacional 
Integrado de Salud incorpore la historia clínica electrónica. Eso va a favorecer, por un lado, el derecho de los 
usuarios a tener la información que tiene que ver con su propio historial pero, además, habilitará al Ministerio 
a hacer auditorías de calidad de las historias clínicas y a monitorear indicadores de calidad de los procesos 
asistenciales. 


Este artículo da cuenta de la voluntad de avanzar en la tecnología y en la utilización de herramientas 
informáticas que están instalándose en todo el mundo y también en nuestro país. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me gustaría que la delegación se explaye más en cómo se asegura la 
protección de los datos del paciente, para que no se divulguen. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- La incorporación de la historia clínica electrónica en nuestro país y en el 
mundo en general, viene precedida por aquellas disposiciones que permiten que la utilización de la 
informática utilice aquellos mecanismos, que ya están incorporados en la tecnología, que permitan mejorar la 
confidencialidad y la seguridad de la información. En los hechos -algunos destacados abogados de derecho 
informático así lo han manifestado- es más fácil resguardar la confidencialidad y la seguridad de una historia 
clínica electrónica que de una que está en papel, que queda en algunos lugares y es manejada por distintos 
funcionarios. La historia clínica electrónica se vale de los mismos mecanismos de seguridad y 
confidencialidad que hace muchos años también utilizan, por ejemplo, las transacciones bancarias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 444. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚLICA.- Este artículo tiene que ver con la vocación de trabajar en 
torno a la receta médica electrónica, que hoy está plenamente vigente en buena parte del mundo, y también 
hay algunas instituciones en nuestro país que la usan, cumpliendo con una serie de contenidos mínimos: 
"forma farmacéutica, posología, vía de administración y concentración del medicamento implicado, 
identificación del prescriptor, identificación del usuario y vigencia en función de la fecha de expedición de la 
receta". 


La receta médica electrónica en todas partes del mundo -y también en algunas instituciones de nuestro país- 
es un mecanismo no solo más eficiente en el contralor de la dispensación, sino que también monitorea 
rápidamente, en concordancia con la propia historia clínica, que no haya errores en la prescripción y 
dispensación de la medicación. 


Creo, además, que es una oportunidad muy interesante para evitar pérdidas de tiempo, costos innecesarios, 
gastos de papel, gasto de tiempo de los funcionarios, etcétera. Así que esto va en la línea de ser más eficientes 
en la dispensación de medicamentos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- He recibido de parte de algunos farmacéuticos —lo digo en forma totalmente 
honesta- inquietudes que quiero trasladar al ministro porque me parecen legítimas. 


Ellos no se oponen a esto; es difícil oponerse a la instauración de la receta médica electrónica porque sería 
oponerse, ni más ni menos, al uso de la tecnología y sus beneficios. Me plantearon especial preocupación en 
cuanto a los criterios de la reglamentación, sobre todo con relación a dos aspectos. Uno, el alcance de la 
receta, es decir, si va a quedar encapsulada en la mutualista o si va a ser lo suficientemente amplia y general 
como para que la libertad del usuario sea la que defina dónde se compra el medicamento, en la mutualista, en 
el mercado o en los distintos agentes de venta o farmacias. 


El otro tiene que ver con si la reglamentación de la receta electrónica implicará la eliminación completa y 
definitiva del papel. Esto lo vinculan con la disquisición que a veces se da en relación a las recetas que 
ordenan un medicamento genérico y las que ordenan un medicamento específico con determinado nombre 
comercial porque el médico entiende que ese es el que corresponde y no el genérico. En todo caso, en ese 
aspecto, la receta de papel podría todavía tener sentido como respaldo o garantía. Esas son las inquietudes 
que me han llegado y con la misma claridad que me fueron planteadas se las traslado al ministro para ver si 
nos puede dar pistas sobre qué está pensando el Ministerio. 


SEÑORA FERREIRA (Alicia).- La incorporación de la receta electrónica en los distintos países y en el 
nuestro, todavía en forma muy tímida -porque como dijo el señor ministro, recién se está incorporando—, 
siempre es paulatina y tiene que ver con la incorporación de algunas recetas, algunos fármacos y en algunos 
ámbitos o entornos de especialidades. La receta electrónica ha sido, en el mundo, la tecnología aplicada a la 
medicina que más ha mejorado la eficiencia y todo lo relativo a los denominados errores del sistema de salud 
o errores médicos. 


El médico, a través de la historia clínica, indica la medicación completa, la posología y los mecanismos de 
seguridad que esa indicación tiene, y en caso de que el sistema que utilice la institución o el país —en una 
historia unificada- tenga acceso a mecanismos de apoyo a la toma de decisiones, le recuerda al médico si el 
paciente sufre alguna enfermedad o patología que tenga que ver con algún problema de interacción con el 
medicamento que se está recetando. El propio sistema le recuerda al médico que el paciente es portador de tal 
patología o que tiene tal modificación en sus análisis de laboratorio, y eso permite mejorar muchísimo la 
seguridad en la prescripción. 


En este artículo está incluida la posibilidad a nivel legal de que se avance en lo que ya está trabajando desde 
hace bastante tiempo el proyecto Salud.uy, en la órbita de Agesic. El Ministerio de Salud Pública está 
liderando la implementación de una historia clínica electrónica. Esa implementación está vinculada con una 
comisión de trabajo en la que actúan los profesionales, los farmacéuticos y todos los actores que tienen que 
ver con el proceso de prescripción de medicamentos. Que se mantenga o no la receta en papel, dependerá de 
cómo vayan siendo los pasos en esa instrumentación. En aquellos países e instituciones donde funciona a 
pleno la receta electrónica, el papel se suprime definitivamente y ya no es necesario imprimir, pero este 
proceso se irá concretando en forma paulatina resguardando todos los procedimientos que tienen que ver con 
la seguridad del paciente. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Ha sido muy interesante todo lo que nos trasmitió la doctora Ferreira, quien ha 
contestado la segunda parte de mis interrogantes. Tal vez no contestó la primera porque se está analizando y 
se discute todavía en el ámbito de esa comisión. Lo que pregunté tenía que ver con el destino de la receta, a 
dónde llega una vez que se emite, y si lo hace a algunos lugares o a todo el mercado. Tal vez no esté resuelto 
todavía, y esa también es una respuesta válida. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- A nosotros también nos llegaron las inquietudes de esos y 
otros actores, y les hemos trasmitido que vamos a iniciar este proceso, y como todo proceso va a ir 
madurando, porque sabemos el conjunto de implicancias y actores que están vinculados al mercado de 
medicamentos, que no solamente incluye a las farmacias. Les hemos trasmitido que habrá instancias de 
diálogo y trabajo conjunto para encontrar la mejor solución. 


SEÑOR LEMA (Martín).- En la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social hemos recibido a 
profesionales legítimamente interesados en conocer el futuro del Programa de Salud Bucal Escolar. 
Estuvimos indagando y no lo vimos incluido en ningún Inciso del proyecto de ley de presupuesto, por lo que 
queremos saber si está incluido, qué monto se le asigna, en qué condición van a quedar los trabajadores que 
hoy se desempeñan en dicho programa y quién se encargará de contratar los recursos humanos en el nuevo 
período proyectado. 


La otra pregunta tiene que ver con si están valuadas e incluidas en el proyecto de ley de presupuesto las 
endoprótesis aórticas y si es intención de la Cartera desarrollar este tipo de técnicas e incluirlas en una 
asignación presupuestal. Estas son las dos primeras preguntas que tienen que ver con objetivos políticos y 
voy a hacer algunas otras, cuya respuesta quizás no tengan ahora. 


Estuvimos viendo los números del planillado. En lo que refiere al grupo 0, en remuneraciones, en lo 
presupuestado para el ejercicio 2015, hay una diferencia con respecto al 2016 de un 34%. Es decir que, en 
2016, estaría bajando un 34% del grupo 0 por servicios personales. En los gastos de funcionamiento, hay un 
incremento en 2016 de un 69%. 


La pregunta es cómo se va a llevar a cabo el planillado. Además, para 2015, dentro del grupo 1 para bienes de 
consumo, por concepto de productos medicinales y farmacéuticos, hay una asignación de 199.000.000 para 
2015 y cero asignación a partir de 2016. ¿Por qué se produce esta variante? 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- No se nombró, pero para la salud del país hay algo clave: el 
financiamiento del Fonasa. 


El Fonasa ha tenido un déficit progresivo muy preocupante. Nos gustaría conocer la opinión del señor 
ministro con respecto a esto. Cómo se puede paliar esta situación, sabiendo que quizás los próximos años, 
con la desaceleración económica, nos cueste más mantener este sistema. Por tanto, me interesaría conocer la 
opinión del señor ministro respecto a esto. 


SEÑOR FRACHIA (Roberto).- Quisiera hacer una acotación. El reconocimiento de la receta electrónica 
como método eficaz. Esta va a ser una forma de clarificar lo que muchos colegas escriben y es muy difícil de 
entender. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- Desearía saber si se ha avanzado en la complementariedad de los 
servicios de las diferentes instituciones que prestan asistencia. 


Vengo de un departamento donde solo hay CTI en una de las instituciones privadas, donde ASSE tiene 
convenio para sus usuarios; la otra institución privada no cuenta con CTI por lo cual casi un 20% de los 
ciudadanos del departamento de Artigas, no tienen acceso directo a este tipo de cuidados. Por eso queríamos 
saber si se ha avanzado en ese sentido y si hay algo estipulado que ya esté funcionando. El reclamo que los 
ciudadanos de Artigas han hecho en forma sistemática: la necesidad de un CTI público para atender a todos 
los pobladores del departamento. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Las inquietudes referidas al planillado, preferimos 
mandarlas por nota para ser más precisos. 


En lo que refiere al plan de salud bucal, se encuentra vigente el convenio entre el Ministerio de Salud Pública 
y la Administración Nacional de Educación Pública, que establece que el Consejo de Educación Inicial y 
Primaria contrata a los higienistas y odontólogos y va desde el 1% de marzo hasta el 31 de diciembre de 2015. 
En este documento, el Ministerio de Salud Pública transfiere partidas a través de refuerzos que otorga el 
Ministerio de Economía y Finanzas a efectos de contar con los créditos suficientes para la contratación de los 
profesionales y los gastos de funcionamiento que permitan el desarrollo del programa nacional. El Ministerio 
realiza, además, anualmente otra transferencia para gastos de inversión y créditos con lo que usualmente se 
realizan pequeñas adecuaciones de los espacios escolares que permiten el desarrollo de las actividades de 
educación, prevención y asistencia odontológica. 


La voluntad del Gobierno es seguir trabajando con este programa de salud bucal que atiende un importante 
número de niños, particularmente de zonas rurales, con un equipo de odontólogos e higienistas 
oportunamente contratados a través de compra de obras de servicios. En su momento, hubo un llamado, se 
inscribieron y se están realizando los pagos correspondientes. El programa funciona bien y hay voluntad de 
que siga así porque cumple una tarea que articula con algún prestador integral —como ASSE- para los 
aspectos asistenciales. Estos odontólogos realizan actividades que muchas veces se pueden resolver in situ, 
en la propia escuela, pero, en algunos casos, hay que trasladarlos a centros de ASSE y eso se realiza en forma 
adecuada. La voluntad es que esto siga funcionando. 


Respecto a las endoprótesis, es una de las técnicas especialmente estudiadas. Tenemos la vocación de 
resolverlo rápidamente para incorporarlo a las prestaciones que brinda el Fondo Nacional de Recursos. 


En cuanto al Fonasa, el enorme desafío es lograr más complementación y más sinergia de los prestadores. 
Eso tiene que ver con costos que paga la población a través de la seguridad social. La eficiencia del sistema 
va a redundar en administrar mejor los recursos y continuar con la atención de los prestadores a través de la 
modalidad de la seguridad social. 


Nos mantenemos en diálogo permanente con los actores, particularmente con los efectores, públicos y 
privados, y estamos estudiando todo lo que refiere al Fondo Nacional de Salud. La presencia del economista 
Echevarría en esas discusiones tiene que ver con revisar el tema de las cápitas, los componentes que integran 
las mismas, las metas asistenciales y los pagos. Es un verdadero desafío seguir siendo cada vez más 
eficientes, administrando mejor los recursos. Por eso esa reingeniería que estamos planteando en el 
Ministerio para dotar a la Junta Nacional de Salud de una mayor potencia a efectos de la administración y 
esta dirección general de coordinación para ver las mejores complementaciones, evitando superposiciones 
innecesarias que tienen que ver con los costos. 


Como rectoría, tenemos un enorme desafío en términos de modernización y actualización; haciéndonos cada 
vez más eficientes, incorporando los compromisos de gestión como retribución variable sujetas a resultados. 
No se necesitan más recursos, lo que se requiere es administrarlos mejor, calidad del gasto, y una mayor 
eficiencia. Estamos alineados con la idea de que debemos seguir promoviendo las modificaciones y 
reestructuras que logren mejores resultados para la gente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos culminado con el articulado del Ministerio de Salud Pública. Nos resta 
agradecer y reconocer todos los insumos recibidos por ustedes y las preguntas respondidas. Al doctor Jorge 
Basso, ministro, y en nombre de él a toda la delegación, le agradecemos y sabemos que vamos a estar en 
contacto permanente hasta que termine este presupuesto nacional en la Cámara de Diputados. 

Muchas gracias por venir. 


(Se retiran de Sala el señor ministro de Salud Pública, la señora subsecretaria y asesores) 


(Ingresan a sala las señoras ministra y subsecretaria de Desarrollo Social y asesores) 


La comisión da la bienvenida a la señora Ministra de Desarrollo Social, Marina Arismendi; a la 
subsecretaria, Ana Olivera; al sociólogo Julio Bango, de la Secretaría Nacional de Cuidado; a la economista 
Graciela Mazzuchi, de la Dirección General de Secretaría; al señor Mauricio Guarinoni, de la Dirección 
Nacional Gestión Territorial; a la maestra Miryam Díaz, adscripta ministra; al licenciado en sociología Juan 
Pablo Labat, de la Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo; al doctor Gerardo Lorbeer, director de la 
administración del Instituto Nacional de Alimentación, al licenciado en economía y ciencia política Santiago 
Soto, del Instituto Nacional de la Juventud; a la licenciada en psicología Adriana Rovira; del Instituto 
Nacional del Adulto Mayor; y al señor Federico Graña, de la Dirección Nacional de Promoción Sociocultural 


Estamos recibiendo los insumos de todos los ministerios para, llegado el momento, hacer nuestro trabajo 
como legisladores cuando analicemos los incisos y todo el articulado. Por tanto, para nosotros es 
imprescindible recibirlos. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Hemos venido para explicar, lo más ampliamente 
posible, lo que tenemos planteado para este quinquenio. 


En principio queremos señalar que el Ministerio de Desarrollo Social entra en su tercera etapa. Como todos 
ustedes saben, se trata de un ministerio -así lo han votado unánimemente- que se crea en 2005, con una tarea 
fundamental que, en aquel momento, era el combate a la exclusión social y a la pobreza más extrema. 
Actualmente, tenemos tres ejes estratégicos, porque estamos en otra etapa de la sociedad uruguaya, tanto 
desde el punto de vista social como económico y, además, porque el trabajo de estos diez años, no solamente 
del Ministerio de Desarrollo Social sino del conjunto de las políticas, nos ha dado la posibilidad de tener 
como un eje estratégico, el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Pensamos que es un salto en calidad en 
las políticas públicas, en las políticas de desarrollo social. Luego nos extenderemos más al respecto. Ya 
habíamos respondido algunas preguntas, en ocasión de concurrir a esta comisión, vinculadas al artículo de la 


rendición de cuentas 2014, porque, como todos saben, el tema cuidados estuvo planteado al cierre de la 
primera etapa del Mides, del primero quinquenio, aunque aún no se llamaba Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados. Quedó planteado en los documentos que están en la página web, a los cuales todos pueden 
acceder, que dejamos en su momento, porque pensamos que teníamos que ir a otra etapa. Acá se entrelaza la 
importancia de los cuidados en las distintas etapas de la vida como un derecho, con un tema que atraviesa 
absolutamente todo el presupuesto quinquenal de todos los incisos y, además, de manera diferenciada e 
identificada por primera vez. Se trata de una perspectiva de género, que no solamente la van a ver en el 
Mides, en el Instituto de las Mujeres y en el Sistema Nacional de Cuidados sino que la van a identificar en 
todos los incisos. Es parte de uno de los avances que nos hemos planteado para esta etapa. Seguiremos 
haciéndolo con otras cosas. 


En segundo lugar, en el quinquenio pasado, tal como explicábamos el día que vinimos por la rendición de 
cuentas que finalizó en 2014, también se llevaron a cabo algunos planes pilotos. De todo ese debate, 
acumulación, necesidades, entrelazamiento de lo planteado por la sociedad organizada y lo planteado a nivel 
de políticas de Estado y de políticas públicas, hoy tenemos planteado el Sistema Nacional Integrado de 
Cuidados como uno de los ejes estratégicos de la política del Ministerio de Desarrollo Social. 


El segundo eje, no en importancia -los tres están íntimamente relacionados; es como una especie de 
concatenación, de interrelación dialéctica-, es la descentralización. Ustedes saben que el Mides nace con 
vocación descentralizadora, quizás por el propio hecho de ser un ministerio joven, porque cuando nace el 
Mides, a diferencia de otras instituciones del Estado ya habíamos aprendido que las políticas se concretan y 
se materializan en el territorio y no se pueden ni se deben elaborar, dirigir o mandar ejecutar desde la capital. 
Desde que nació el Mides en 2005, también gracias al Parlamento, que habilitó todas las posibilidades, 
incluso desde los pases en comisión de trabajadores públicos, que fueron los pilares de la creación en todo el 
territorio de la República, hoy tenemos un avance muy importante en números de oficina y de lugares de 
interrelación en las mesas interinstitucionales de políticas sociales. Cuando hablamos de oficinas no nos 
referimos solamente a la parte física, al edificio. Es importante entender esto desde el punto de vista del 
Estado. Estamos hablando de todas y todos los que trabajan en el territorio. Aunque la oficina no tuviera 
techo, aunque no existiera edificio, como nos pasó al comienzo, igual existiría. Tal como ocurrió cuando 
arrancamos y compartíamos edificio con organizaciones sociales o con otras ramas del Estado. Seguimos 
aspirando a intensificar cada día más. 


El tercer eje estratégico -insisto, no en importancia- también entrelazado a los dos anteriores, inconcebible de 
pensarse sin los otros dos, es lo que nosotros llamamos aquellas vulneraciones de derechos que nos quedan. 


Como ustedes saben, y se ha estudiado, este es un tema en el cual se ha avanzado muchísimo a nivel, no solo 
nacional, sino internacional. Nosotros podemos medir la pobreza, la indigencia y la exclusión social desde el 
ángulo de los ingresos. De hecho, a nivel de las estadísticas, hay una línea de pobreza y de indigencia por 
ingresos. También se ha avanzado muchísimo a nivel internacional, pero en el Uruguay en especial, en un 
trabajo conjunto, interrelacionado, entre distintas instituciones del Estado y la universidad, la academia, en lo 
relativo a la pobreza multidimensional o a las distintas dimensiones que tiene la exclusión social. 


Como ejemplo, decimos que nosotros podemos tener una familia que en este momento tiene un nivel de 
ingresos que no le da para estar en la línea de indigencia, entendiendo esta como el plato de comida cotidiano 
para cada miembro de la familia, lo tienen; puede tener un maestro comunitario, política que hemos 
desarrollado en estos diez años, que va a acompañar, a apoyar, a sostener y a promover a ese niño o niña 
escolar en el hogar, que trabaja a su vez con la familia; puede tener asignación familiar; tarjeta de 
alimentación, pero puede estar en una situación, por ejemplo -este es uno de los problemas a resolver- de 
emergencia habitacional o puede tener problemas en el hogar, en la familia, vinculados a la salud mental, con 
discapacidades diversas que impiden la inclusión en el trabajo, en el estudio o en ambas cosas. 


Podemos seguir dando muchísimos elementos, pero no queremos robarles más tiempo con estos temas, por lo 
cual quedamos abiertos a las interrogantes que nos planteen. 


Queremos decir que hay vulneraciones de derechos que tienen que ver -lo planteábamos aquí en otra 
oportunidad- con las personas en situación de calle o lo que llamábamos así hace diez años. Esa situación de 
calle era completamente distinta a la que tenemos hoy. 


En el año 2005 nos encontrábamos con familias enteras sin vivienda, con familias echadas, que no tenían 
acceso a alquiler, a compra ni a una solución habitacional. Hoy tenemos centenares de personas - 
fundamentalmente en el área metropolitana- que en algunos casos son fruto del círculo de institucionalización 
que se genera. Nosotros encontramos muchas mujeres que entraron y salieron de hogares de protección y 
amparo del INAU, que luego las tenemos institucionalizadas en los refugios de veinticuatro horas. Hemos 
avanzado en los refugios; antes teníamos solo para dormir de noche. Hoy tenemos más de quinientas mujeres 
con niños en refugios de veinticuatro horas, atendidos, con comida, con ropa limpia, con lugar para bañarse y 
lavar la ropa, con atención de técnicos, con acompañamiento escolar y otra serie de cosas: estamos en otra 
etapa. 


Ahora vamos hacia la tercera etapa, que es cómo sacamos del refugio de veinticuatro horas a estas mujeres 
con niños, es decir, cómo logramos encontrar ubicación para que esa mujer se autonomice, pueda incluirse en 
el mundo del trabajo, estudiar, educar a sus hijos, crecer como ser humano y, en algunos casos, podemos 
encontrarnos con situaciones en las que esas mujeres no podrán estar nunca solas. En esos casos, el Estado va 
a tener que acompañar cuando hay problemas de salud mental, vinculados a consumo problemático de 
sustancias o de alcohol. Esto nos pasa con los varones jóvenes, en los refugios de hombres solos. Estamos 
hablando de varones jóvenes, vinculados en muchos casos a este tipo de cosas donde nosotros le damos cama 
limpia, cena y techo, pero a su vez, hoy tenemos que abordar la problemática del tratamiento y la atención de 
esas situaciones que los llevaron al consumo. 


Por lo tanto, nos encontramos con que hay una relación interinstitucional muy importante, con salud pública, 
con la junta de drogas, con vivienda, con la educación, etcétera. 


Señalábamos al pasar el tema del maestro comunitario. A este respecto, podemos decir que hemos logrado el 
objetivo planteado, que era que el trabajo de los maestros comunitarios fuese un trabajo conjunto, 
intersectorial, interrelacionado entre ANEP y el Ministerio de Desarrollo Social -que no debe ser un 
superministerio que ejerza todas las políticas-, de manera que al final eso pasara a formar parte de ANEP, es 
decir, que la institución a la que le corresponde y sabe hacer estas cosas, sea la que se haga cargo. 


Podemos decir que el Programa Maestros Comunitarios es una de las experiencias más exitosas que hemos 
tenido en ese aspecto, incluso en el aspecto en que dejaron de ser del Ministerio de Desarrollo Social, es decir 
que pasaron a ser realmente parte de Primaria y que a su vez esta siga los cursos que correspondan con estos 
programas. 


Lo mismo sucede con el Programa Aulas Comunitarias. Aulas comunitarias o la formación profesional de 
base, nace como un apoyo a aquel chico o chica que termina primaria y, por alguna razón, que hay que ver en 
cada caso, no ingresa a la enseñanza media. Empezamos a trabajar con esas aulas para que hiciera primer año 
con un liceo de referencia, pero que cada vez más pasara a ser una articulación que tuviera que ver con los 
organismos de la enseñanza, con el Ministerio de Desarrollo Social, con salud, con la comunidad y hoy, con 
un actor de primera línea -por eso digo que está íntimamente relacionado con el tema descentralización- que 
son los municipios. Ahí tenemos un actor de primera: el Gobierno local, el Gobierno de cercanía, el de tercer 
nivel, que está pegadito al territorio; por lo tanto, nuestra articulación es absolutamente clave. 


Sin duda, podemos dar una cantidad de ejemplos más, ya que el rol del Ministerio de Desarrollo Social -en la 
ley que ustedes votaron está claramente definido- es articular y entrelazar, con distintos mecanismos, el 
trabajo del Gabinete Social. En ese sentido, fortaleciendo y desarrollando el Consejo Nacional de Políticas 
Sociales -que también tiene diez años-, que se refleja en el territorio a través de las Mesas de Integración, en 
donde están presentes todas las políticas sociales de manera intersectorial. 


Asimismo, podemos hablar de otras vulneraciones de derechos -es este sentido, hemos contestado a los 
señores legisladores infinidad de pedidos de informes-, ya que logramos identificar que no es lo mismo ser 
afrodescendiente, o estar en el marco de la diversidad sexual. En ese sentido, en el Mides tenemos una 
experiencia formidable en cuanto a la integración de colectivos y personas, que si bien entraron por los 
cupos, dieron muestras de sus capacidades, que es algo que a otro nivel no se da. 


Por supuesto, podemos entrelazar todo eso, ya que en una familia pueden vulnerarse una serie de derechos. 
En realidad, nosotros hablamos de vulneración de derechos porque las personas son vulnerables, o la familia 
es vulnerable, porque nosotros les vulneramos los derechos, quizás porque el Estado no estuvo presente. En 
este sentido, quisiera decir que el Estado, en algunos casos, va a tener que estar presente hasta el último día 


de determinadas personas; me refiero, por ejemplo, a aquellas que viven en casas asistidas, como las que 
tiene el Mides en este momento -que son cuatro-, y en las que trabaja en convenio con el Ministerio de Salud 
Pública. También me refiero a los pequeños hogares que asisten a personas con enfermedades psiquiátricas, 
las que no tienen que estar asiladas, sino recibir ayuda para obtener un desarrollo de otro tipo. 


Esto, por supuesto, forma parte de los planteos que realizamos para el quinquenio. En ese sentido, 
sintetizamos nuestro trabajo en tres grandes ejes: Sistema Nacional de Cuidados, descentralización y 
vulneración de derechos. 


Por otra parte, la directora General, la economista Graciela Mazzuchi, hará referencia a los recursos con que 
cuenta el Ministerio de Desarrollo Social que -al igual que el resto de los ministerios-, que tienen la misma 
línea de base. De todos modos, los señores diputados encontrarán algunas modificaciones o incrementos en el 
articulado. Esto se debe a que el programa "Uruguay Crece Contigo", que funcionaba en la órbita de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, será transferido a nuestro Ministerio. Además, deberemos trabajar 
con la mujer y sus hijos, y con bebes. Fundamentalmente, nos abocaremos a aquellas mujeres que podamos 
abordar en los menos nueve, como dicen nuestras compañeras especialistas, es decir, durante el embarazo. 
Por supuesto, esto es en el mejor de los casos porque, en general, -que es en el peor de los casos- 
encontramos a estas mujeres cuando van a tener a sus hijos, ya que en Uruguay los partos, en general, se 
realizan en hospitales. Entonces, en ese momento logramos encontrar a la mujer y a su bebe y comenzamos a 
trabajar con ella, también en lo referente a la nutrición y a los cuidados y necesidades de su bebé. 


Por supuesto, no se nos escapa -sin duda a ustedes tampoco- que el programa "Uruguay Crece Contigo" en el 
futuro debe desaparecer, tal como sucedió con los maestros comunitarios. En realidad, este programa hoy 
cumple un rol muy importante, ya que el tiempo pasa, y los bebes, los niños, los adultos mayores y las 
personas con discapacidades no tienen tiempo, no pueden esperar. Por lo tanto, este programa funciona para 
solucionar esas problemáticas, pero cuando logremos captar a las mujeres desde el momento en que queden 
embarazadas, y a los bebes desde el momento en que nazcan, y podamos trabajar con respecto a los cuidados, 
la alimentación y la vivienda, podremos prescindir de Uruguay Crece Contigo. Como dije, el objetivo es que 
se fortalezca y trabaje para desaparecer, al igual que los maestros comunitarios, que ahora están bajo la órbita 
del Consejo de Educación Primaria. 


Asimismo, en este momento estamos llevando a cabo un trabajo a nivel colectivo, que era un deseo que 
teníamos desde el año 2005, pero que por distintas razones no se pudo lograr, ya que es difícil mover la 
estructura del Estado. De todos modos, cuando se cuenta con un equipo como el que tenemos en este 
momento -con esto no quiero decir que antes no lo hubiera-, es fácil trabajar. En realidad, el Consejo de 
Ministros, a pesar de lo que dicen los medios -a veces me pregunto si tengo algún problema mental o estuve 
distraída durante toda la reunión-, es un equipo que estuvo trabajando interinstitucionalmente. En ese sentido, 
este equipo pensó, considerando que en esta etapa debemos repensar todo lo relacionado con la alimentación 
saludable y con los problemas que hay en ese sentido -ya sea considerando al que no tiene para comer como a 
aquel que come mal-, que el INDA debía pasar al Ministerio de Desarrollo Social. 


En realidad, se repensaron una cantidad de cosas y se trabajó con ánimo transformador, de manera conjunta, 
lo que se verá reflejado en el articulado. 


Por lo tanto, si el presidente me lo permite, voy a solicitar a la economista Graciela Mazzuchi, Directora 
General de Secretaría, que pase a explicar los distintas aspectos del articulado. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En realidad, armamos un esquema y dividimos el articulado en cuatro 
bloques. 


El primer bloque se refiere a unidades, programas y funciones que vienen y se van del Mides; el otro bloque 
agrupa a los artículos que están vinculados a la mejora en la gestión de los recursos humanos. También hay 
un par de artículos que se refieren a temas puntuales, y hay unos que voy a dejar para el final -aunque están 
en la mitad del Presupuesto-, que tiene que ver con el Sistema Nacional de Cuidados. Esos son los únicos 
artículos que tienen incremento presupuestal, y los voy a dejar para el final a los efectos de explicar lo 
relacionado con el Mides. Posteriormente, el señor Bango hará referencia al presupuesto total del Sistema 
Nacional de Cuidados, que no agrupa solo a estos artículos. 


Entonces, las unidades, programas y funciones que vienen y se van del Mides están comprendidas entre los 
artículos 492 y 497. 


En ese sentido, en el artículo 492 se transfiere el Instituto Nacional de Alimentación, que actualmente es una 
unidad ejecutora del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al Mides. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Si vamos a entrar en el articulado, sería correcto que veamos los bloques pero 
formulemos las preguntas que corresponden a cada artículo porque, aunque pertenezcan al mismo bloque, 
cada artículo refiere a distintos organismos. 


De esta forma, respetaríamos el mecanismo que acostumbramos usar que, en definitiva, es el más rápido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo acuerdo, se seguirá el mecanismo señalado. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El primer artículo que corresponde al Mides establece la transferencia 
del Instituto Nacional de Alimentación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al Ministerio de 
Desarrollo Social. Como se explica en el artículo, se transfieren los bienes, derechos y obligaciones y se 
suprime el cargo de director de la unidad ejecutora en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se crea el 
mismo cargo en el Ministerio de Desarrollo Social; los puestos de trabajo, los créditos asociados y el personal 
que presta funciones en el Instituto Nacional de Alimentación también pasan al Mides en las condiciones en 
que están 


El INDA fue creado en la década de los cuarenta como un sistema de comedores; en 1977 pasó al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social como una unidad ejecutora y a lo largo del tiempo se le fueron agregando 
otros programas como el de riesgo nutricional, el de los enfermos crónicos o el de alimentación para los 
CAIF. Dado que el cometido del INDA es asegurar a la población niveles mínimos de alimentación adecuada 
priorizando a los más vulnerables y que a partir del 2005, cuando se creó el Mides, está dentro de sus 
cometidos el garantizar, entre otros, el derecho a la alimentación y el Mides también prioriza la población 
más vulnerable, parece natural que se transfieran los cometidos que están dentro del Mides y esta unidad 
ejecutora que hoy está en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Eso permitiría potenciar y fortalecer 
los programas de alimentación 


De hecho, en el Mides ya trabajábamos coordinadamente con el INDA y teníamos, por ejemplo, la tarjeta 
alimentaria. Entonces, parece más adecuado que ese instituto esté ubicado en el Ministerio de Desarrollo 
Social y no en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a la delegación del Ministerio. 


Creo que de la última parte de la exposición se desprende la respuesta a la pregunta que iba a formular que se 
vincula con la Tarjeta Uruguay Social y con los programas alimentarios del Mides. Queda claro que toda esta 
competencia más la que era originaria del INDA estará a cargo del director de este instituto como órgano 
desconcentrado del Ministerio de Desarrollo Social. Quisiera una ratificación al respecto. Es notorio que el 
Partido Nacional demandó esta reubicación institucional del INDA ya en 2005, cuando se creó el Ministerio 
de Desarrollo Social; por lo tanto, nos parece satisfactorio. Sin embargo, queremos saber cómo se ordenarán 
todos los programas vinculados con el componente alimentario. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En cuanto a la forma de organización, queda tal como está en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como unidad ejecutora. Por supuesto, la idea es potenciar todas las 
actividades vinculadas con la alimentación bajo una misma dirección, potenciando los distintos programas 
que hasta ahora estaban en parte en el INDA y en parte en el Mides. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Me gustaría ceder el uso de la palabra al director 
Gerardo Lorbeer, que fue uno de los padres de la Tarjeta Uruguay Social, para que amplíe sobre las ideas 
vinculadas a la nutrición. 


SEÑOR LORBEER (Gerardo).- Esto ya estaba en la intención cuando se creó dentro del Plan de Atención 
Nacional a la Emergencia Social 2005-2007, cuando se esboza el primer pliego de condiciones para una 
licitación pública internacional para la elaboración de una tarjeta alimentaria que tenía como atributo una 
banda magnética. Con esta tarjeta podía adquirirse no solo alimentos, sino que podían realizarse otras 


acciones. Desde ese momento, desde la primera licitación para la tarjeta -dentro del Mides y más 
recientemente dentro del Instituto Nacional de Alimentación- hasta su vencimiento, esas licitaciones fueron 
una sola hecha desde el Ministerio de Desarrollo Social; sin embargo, en todas las instancias de contralor y 
de evolución de esos pliegos en que se creía conveniente se contó con la participación no solo del Mides y 
del INDA sino también del Ministerio de Salud Pública y de ASSE. Eso se fue reiterando y la vocación era 
que si en algún momento era posible, se rearticularan en un mismo Inciso. 


SEÑOR ANDUJAR (Sebastián).- Vemos en las planillas que las partidas que corresponden a la ayuda 
alimentaria de comedores públicos, muchos de los cuales están en asociación con las intendencias del 
interior. Nos interesaría muchísimo conocer el plan; saber si se trata de mantener estos lugares o cerrarlos 
generando otros mecanismos. Por ejemplo, en el caso de Canelones, se han cerrado algunos; primero pasaron 
de la elaboración de alimentos a la entrega de bandejas y luego a la asistencia por tiques de alimentación. 
¿Esa es la tendencia o se apunta al fortalecimiento del comedor como un sitio de atención social importante 
para el lugar donde se encuentra? 


SEÑOR LORBEER (Gerardo).- En Montevideo INDA siempre mantuvo una red de comedores que 
llegaron a ser siete, con elaboración y almuerzos; pero en el resto del país siempre se articuló con las 
intendencias. Se hizo bajo distintas modalidades, con transferencias económicas o de víveres secos, pero 
siempre fueron las intendencias las que proporcionaron la infraestructura física de los comedores en el 
interior. Hay que respetar varios procesos para garantizar la seguridad alimentaria nutricional y muchas veces 
no se trata de que los comedores respondan a demandas u ofertas, sino que cumplan y brinden las mínimas 
garantías de inocuidad y que desde el punto de vista edilicio sean adecuados para la población que atienden 
por sus condiciones y por la accesibilidad que, en su momento, no todos tenían. 


En Montevideo, los siete comedores servían un promedio de más de doscientos menúes cada uno, pero luego, 
espontáneamente, esa cantidad se redujo. 


Eso permitió redistribuir a los ocho o nueve comensales que tenían algunos comedores al mediodía, o dejar 
de elaborar el alimento, aunque siguiendo con la modalidad de entrega en bandejas. Asimismo, se comenzó a 
utilizar el local para hacer entrega de otros instrumentos, como el tíquet o la tarjeta. En 2014, INDA, a través 
de transferencias o beneficios directos, pudo beneficiar a un universo de más de 280.000 personas. Está 
previsto seguir con los sistemas de comedores nacionales en acuerdo con las Intendencias. 


Estamos pensando mejorar algunos de esos convenios, analizar determinados grupos y colectivos a los cuales 
se les presta transferencia, y buscar el mejor mecanismo, reforzando una presencia territorial. En este Inciso 
pensamos que hay muchas fortalezas para lograr un mayor contacto y cercanía con la población a la cual se le 
presta beneficios. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Si no es mucha molestia, le pediría me reiterara la cantidad de servicios. 


SEÑOR LORBEER (Gerardo).- El número que cité refiere al total de las prestaciones, no solo al sistema 
nacional de comedores. Incluye la atención a instituciones públicas y privadas, y los programas a IPP, con las 
apoyaturas y transferencias al plan CAIF. Existen alrededor de trescientos sesenta CAIF, que comprenden a 
más de 48.000 niños de entre cero y tres años. También incluye todos los acuerdos que permiten hacer 
transferencias en forma directa, como es la tarjeta alimentaria, el tíquet, las canastas, tanto de emergencia, 
como las que se hacen en coordinación con UCC. 


Quiere decir que el total que cité refiere a todas las prestaciones, por todas las modalidades que INDA tiene, 
y no solamente por el sistema nacional de comedores. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me gustaría que nos hicieran llegar la información detallada por escrito 
de todas las prestaciones de alimentación que se están brindando. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Vamos a brindar la información con la advertencia 
que hemos hecho al comienzo, y de la cual rendiremos cuenta como corresponde. Esto quiere decir que la 
información está en vías de modificación. Nosotros estamos proponiendo cerrar convenios de todo tipo con 
las Intendencias y con los municipios. Por lo tanto, desde las treinta y cinco oficinas y puntos móviles, 
estamos tratando de ver cómo vamos a controlar más y mejor lo que el doctor Lorbeer señaló, no solo en 
cuanto a la cantidad, sino a la calidad de la alimentación. 


Nuestra aspiración radica en un cambio en la calidad. Esto tiene que ver con las antiguas canastas del INDA, 
que prácticamente se han transformado en tarjeta. Inclusive, estamos analizando el tema de las tarjetas 
porque hay pequeñas localidades del interior del país donde el almacén que tiene el POS para la tarjeta de 
alimentación -la TUS-, o que trabajan con la tarjeta INDA, tienen precios más altos que en otros comercios. 
Al principio, entre el 2005 y el 2007, habíamos vedado a las grandes superficies, poniendo el POS en todos 
los pequeños almacenes, porque estábamos saliendo de la crisis. De lo que se trataba era de que la gente 
tuviera posibilidades de acceder a la comida y de que el almacén tuviera que regularizarse. Para poder 
acceder al POS y a la población cautiva -digámoslo así- que lo beneficiaba, tenía que estar al día con el BPS 
y con la DGI. Así se hacía de una clientela permanente. Hoy eso no está planteado así, pero hay lugares del 
interior donde efectivamente sigue siendo más barato. 


Según la Dirección de Evaluación y Monitoreo, hay lugares donde las grandes superficies tienen precios más 
baratos y a la gente le vale más la pena tener acceso a ellas a través de la tarjeta. Hay otros lugares del 
interior del país donde sería un disparate, porque la verdad que los precios son más baratos en los pequeños 
almacenes. Supongamos que en San Jorge, en Durazno, hay un celíaco. Esa persona no va a encontrar 
alimentos adecuados en el almacén que tiene el POS. Hay toda una gama de elementos que vamos a ir 
mirando, que lo haremos con un control sobre el territorio, porque hoy tenemos cosas que no teníamos 
cuando empezamos. La inclusión financiera ha servido porque ahora el POS, que en aquel momento era una 
rareza, hoy está en todas partes. 


Quiero hacer una precisión al diputado Andújar, porque los elementos que podemos manejar van a ser objeto 
de estudio. 


Como decía la directora general, la unidad ejecutora como una forma de no perder nada por el camino pasaría 
del ministerio de Trabajo y Seguridad Social al MIDES. Eso no quiere decir que no tengamos un trabajo, un 
estudio, para ir viendo lugar por lugar, departamento por departamento, localidad por localidad, qué es lo 
mejor para las personas. Y eso puede hacer que se hagan modificaciones, sobre todo en la parte de la 
promoción de una alimentación saludable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a analizar el artículo 493. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- A través de este artículo se transfiere el Programa Uruguay Crece 
Contigo, que hoy está ubicado en la Presidencia de la República, al Ministerio de Desarrollo Social. Igual que 
en el artículo anterior, pasa el Programa entero, con sus bienes, derechos y obligaciones, y con sus 
funcionarios. 


Acá hay un error de imprenta. Dice: "Los funcionarios y quienes presten funciones (...) en iguales 
condiciones (...), pudiendo aplicarse los criterios y procedimientos establecidos en los artículos 500, 501 y 
502(...)". En realidad, lo correcto sería que dijera artículos 501,502 y 503. 


¿Por qué pasa Uruguay Crece Contigo al Mides? Es un pasaje bastante natural. Uruguay Crece Contigo es 
una política pública, que apunta a la protección integral de la primera infancia, que tiene acciones universales 
y acciones focalizadas, que garantiza cuidados y protección a las mujeres embarazadas y a los niños y niñas 
hasta los cuatro años. Fue creado como un programa piloto en Presidencia de la República, y una vez que 
está asentado, dados los cometidos del Ministerio de Desarrollo Social, es bastante natural que pase a nuestra 
Cartera, que ya tenía programas de atención a la infancia, a la familia y políticas y trabajo con familia con 
cercanías y proximidad, que creemos que pueden potenciar el trabajo de este Programa. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solo voy a formular un par de consultas. 


Como se ha dicho bien, es natural que este programa esté en el Ministerio de Desarrollo Social; lo venimos 
diciendo desde el mismo momento de su creación. También en esto los hechos han venido a coincidir con lo 
que nosotros demandamos cuando este programa se instauró, si mal no recuerdo, en la rendición de cuentas 
del año 2012, que se votó en 2013. Nunca entendimos muy bien -entre otras cosas, porque nunca se nos supo 
explicar- por qué se creaba en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Lo importante es que ahora está en 
el debido lugar en el que debe estar. 


Las consultas que quiero hacer tienen que ver con aspectos básicamente operativos. No advertimos en el 
artículo -no sé si será omisión o si tendrá una explicación técnica- que haya reasignación de créditos o de 


recursos. Supongo que el programa Uruguay Crece Contigo tendría en la OPP partidas presupuestales 
asignadas; acá no lo vemos. Por lo tanto, eso nos genera una primera duda. 


La segunda, tiene que ver con la situación de los funcionarios. Es habitual que en estos casos los funcionarios 
sean trasladados o redistribuidos al lugar de destino. Acá parece insinuarse esa intención, pero no sé si porque 
la redacción es tímida o por otra explicación, simplemente se expresa que mantendrán el mismo vínculo. Me 
parece que debería reafirmarse, inclusive por una razón de certeza jurídica, que efectivamente estos 
funcionarios serán redistribuidos, si eso es lo que se piensa hacer. 


Por ahora, esas son las dos consultas que quería formular. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- No sé si habrá una cuestión de tímida redacción, pero este es el mismo 
caso que en el artículo anterior. Viene todo: el programa con los funcionarios con las características que 
tienen hoy y con los créditos presupuestales. De otra forma, no se podría ejecutar el programa. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Si lo que se quiere es que se transfieran los créditos, debe establecerse en el 
articulado. Habitualmente, hay que habilitar a la Contaduría General de la Nación para que haga esas 
trasposiciones. Del mismo modo, queda claro que los bienes, derechos y obligaciones afectados al uso del 
programa se transfieren, pero no queda claro que los funcionarios se transfieren. Es lo que planteaba el señor 
diputado Abdala. Se da por hecho, porque en el artículo se establece que los funcionarios y quienes presten 
funciones en el programa seguirán manteniendo el mismo vínculo, pero en ningún lado se establece la 
transferencia de derechos y obligaciones de los funcionarios, que seguirán manteniendo el mismo vínculo, en 
iguales condiciones. 


Me parece que en ambos casos está faltando algo para terminar de decir lo que se quiere decir y es bueno que 
se diga. 


Aprovecho para preguntar cuántos son los funcionarios afectados a este programa que ahora se desarrolla en 
OPP y que pasarían al Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Con respecto a la redacción, eso es lo que se quiere decir. De manera 
que no tenemos ningún inconveniente en modificar la redacción y aclarar lo que sea necesario. 


El número de funcionarios que hoy trabaja en Uruguay Crece Contigo es alrededor de doscientos cincuenta. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero señalar dos puntos. 


En primer lugar, en el caso de Uruguay Crece Contigo, estamos trabajando juntos desde el 1% de marzo o 
desde la transición. De manera que, formalmente, si ustedes lo votan, esto aparecerá a partir del 1” de enero 
de 2016, pero en la vida real, ya estamos trabajando juntos, es decir, Uruguay Crece Contigo ya está 
trabajando dentro del Mides. Su directora hoy no pudo venir, pero es parte del gabinete del Mides. 


En el artículo se establece: "[...]seguirán manteniendo el mismo vínculo en iguales condiciones en el 
Ministerio de Desarrollo Social, pudiendo aplicarse los criterios y procedimientos establecidos en los 
artículos 501, 502 y 503 de la presente ley.", con la corrección que hacía la señora directora. Quiere decir que 
ver con que los funcionarios que hoy están trabajando en Uruguay Crece Contigo, sobre todo en lo que hace a 
lo que llamamos las duplas -aquellos que trabajan en territorio, directamente con las familias, con las 
mujeres, los bebés y los niños-, que en este momento tienen contratos a término, pasarían a depender del 
Ministerio de Desarrollo Social en las mismas condiciones, pudiendo ampararse después a lo relativo a 
recursos humanos que más adelante se va a plantear. Como decía la directora general, ya están trabajando en 
equipo tanto en el programa Cercanías, que es un programa que trabaja en equipo con Inau y con Salud; UCC 
también trabaja con Salud, como no puede ser de otra manera; a su vez, también se trabaja con Jóvenes en 
Red. O sea que con respecto al trabajo vinculado a las familias el objetivo es que en lugar de tener programas 
paralelos, tengamos programas absolutamente interrelacionados, de manera de potenciar los recursos 
económico-financieros y técnicos, que son de alto nivel, así como el compromiso, dado que hay un 
compromiso muy grande en el trabajo que se realiza en territorio con las familias. Asimismo, hay que 
interrelacionar esto con todo lo vinculado al sistema de cuidados y con las demás tareas del Ministerio. 


Ustedes tienen acá un ejemplo de lo que yo decía en cuanto a las vulneraciones de derechos que nos quedan 
por resolver. ¿Por qué las practicunas? Entre paréntesis quiero decir que tenemos la satisfacción de que el 
LATU terminó de probar las cunas que hizo la Escuela de Diseño uruguaya y vamos a tener producción 
nacional de cunas; no vamos a comprarlas más a otros países, sino que serán hechas en Uruguay. Si no 
proporcionamos la cuna, se dan situaciones de colecho o hay enfermedades producto de que el niño o la niña 
no tiene un buen lugar en el cual estar. También tenemos las cajas cuna, que se hicieron para la emergencia, 
pero que hoy estamos entregando, fundamentalmente, en el Pereira Rossell -también en otras instituciones 
del país-, al momento del alta, luego de preguntar si el bebé tiene dónde dormir. 


Además, todos los niños y niñas uruguayas, independientemente de su condición económica y social, reciben 
un set de bienvenida, más otros elementos que se van incorporando cuando constatamos que hay mayores 
necesidades. En este ejemplo pueden ver la interrelación entre lo universal y lo focalizado. Los más de 
45.000 niños promedio que nacen por año en Uruguay reciben su set de bienvenida, su bolsa con un juguete, 
con un libro de orientación para la alimentación, que se hizo conjuntamente con el INDA -con cantidades y 
recetas-, un primer libro de cuentos, de canciones y demás. Y en los casos en que hay mayores necesidades, 
reciben un equipo mucho mayor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedamos a la espera de la redacción que consolide los conceptos del artículo, tal 
como sugerían los señores diputados. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El artículo 494 transfiere el Instituto Nacional de Ciegos "General 
Artigas" al Mides, cancelando su personería jurídica y transfiriendo sus bienes, derechos y obligaciones. 


El Instituto Nacional de Ciegos "General Artigas" está dentro de la órbita del Mides desde que se creó el 
Pronadis. Como saben, el Instituto Nacional de Ciegos "General Artigas" es de larga data. En 1976 fue 
intervenido porque no se estaban cumpliendo sus estatutos sociales y por razones de buena administración. 
La intervención, que debió ser un hecho transitorio, lleva ya cuarenta años. En ese entonces estaba dentro del 
Ministerio de Salud Pública. 


En 2007, cuando se crea dentro de la órbita del Mides el Programa Nacional de Discapacidad, pasan a ser de 
su competencia el Instituto Tiburcio Cachón y el Instituto Nacional de Ciegos "General Artigas", y el 
Ministerio de Salud Pública transfiere al Mides bienes, derechos y obligaciones. 


Fue una larga intervención -el interventor fue nombrado por el Mides-, con algunas limitaciones para 
gestionar. Buena parte del presupuesto del Instituto Nacional de Ciegos "General Artigas" actualmente está a 
cargo del Mides; la otra parte está a cargo de Rentas Generales. El Mides, dentro de su presupuesto, tiene 
asignada una partida anual para pagar los gastos de alimentación de las personas que allí viven, el equipo, la 
limpieza, todas las actividades de mantenimiento. El Instituto Nacional de Ciegos "General Artigas" recibe 
como ingresos dos o tres alquileres y todo el resto lo pone el Mides. Entonces, nos parece que este es más 
que nada un cambio de forma, porque hasta ahora viene siendo gestionando por el Mides. 


Los artículos 495 y 496 tienen relación con los establecimientos de servicios de cuidados del adulto mayor. 
Estos servicios de cuidados del adulto mayor estuvieron en la órbita del Ministerio de Salud Pública y en 
determinado momento pasaron a la del Ministerio de Desarrollo Social. Creemos que en estos 
establecimientos hay competencias sociales que deberían ser del Mides y competencias de salud que deberían 
ser del Ministerio de Salud Pública. Entonces, sustituimos la redacción estableciendo que, en los servicios y 
cuidados del adulto mayor, las competencias de supervisión, regulación y fiscalización en materia social 
quedan a cargo del Mides y todo lo vinculado a materia sanitaria, así como la habilitación, queda a cargo del 
Ministerio de Salud Pública. Queremos tratar el tema de una manera más integral porque los cuidados hacen 
a la salud, pero también a la autonomía, al ejercicio de derechos, a la alimentación, a la recreación, etcétera. 


Estamos proponiendo enviar una nueva redacción más explícita en cuanto a las competencias del Ministerio 
de Desarrollo Social, a qué entendemos por materia social en promoción de derechos, etcétera. La redacción 
alternativa establece: 


"Asígnanse al Inciso 15 'Ministerio de Desarrollo Social competencias de supervisión, regulación y 
fiscalización en materia social respecto de los establecimientos que ofrezcan en forma permanente o 
transitoria servicios de cuidados a adultos mayores con dependencia o autoválidos. 


Entiéndase por materia social a título enunciativo todo lo relativo a la promoción del desarrollo de la 
autonomía de los residentes y usuarios; sus derechos; los recursos humanos del cuidado; la determinación de 
obligaciones del titular del establecimiento; el modelo de atención de los establecimientos y la calidad del 
cuidado. 


Los establecimientos mencionados en el primer inciso de este artículo, sean de cualquier naturaleza, son 
aquellos que brindan servicios sociosanitarios integrales de calidad de acuerdo a lo establecido por la 
'Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores' de 15 de 
junio de 2015. Estos establecimientos deberán estar inscriptos en el registro de establecimientos el Ministerio 
de Desarrollo Social y contar con el certificado que este emitirá. Dicho certificado será requisito necesario 
para la habilitación por parte del Ministerio de Salud Pública. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta norma garantizando estándares de cuidados de calidad". 


Este certificado hace a lo que hablábamos antes: el desarrollo de autonomía de los residentes, el ejercicio de 
derechos, etcétera. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Me parece que estos dos artículos, así como están, dejan un vacío. El artículo 
298 tiene la virtud de transferir desde el Ministerio de Salud Pública al Ministerio de Desarrollo Social una 
serie de competencias, las sociales, y dice que las otras competencias quedan en Salud Pública, porque el 
segundo inciso establece: "Exceptúanse aquellas competencias y rectorías en materia de salud sobre los 
referidos establecimientos". 


Recuerdo que en aquel momento esto se discutió mucho hasta que encontramos esta redacción por la que se 
transferían algunas competencias, y las otras, las que están exclusivamente vinculadas a la salud -por 
ejemplo, la habilitación-, quedaban en la órbita del Ministerio de Salud Pública. 


Ahora, al derogarse el artículo 298, se es muy específico en cuáles son las competencias del Mides, pero 
queda el vacío de no saber dónde están las demás competencias. Me parece que en algún lado debería decirse 
que las competencias o la rectoría en materia de salud corresponden al Ministerio de Salud Pública. Si no se 
dice, queda un vacío, porque se deroga el artículo. 


SEÑORA ROVIRA (Adriana).- Como saben los señores diputados, la primera ley que atribuye al 
Ministerio de Salud Pública las competencias de los establecimientos de cuidado permanente de larga estadía 
para las personas mayores es la Ley N? 17.066, de 1998, que fue reglamentada por el Decreto N* 320, del 
año 1999. En ese momento, la conceptualización de los servicios de atención a las personas mayores estaba 
dentro de un esquema, de un paradigma de comprensión sanitarista, en el que no se tenía en cuenta la pata 
social. 


A partir de la experiencia de trabajo, creemos que es pertinente modificar el artículo 298. No se habla de la 
materia sanitaria porque ya está contemplada en la Ley_N? 17.066, que sigue vigente. El artículo 298 
transfiere ciertas competencias sociales al Ministerio de Desarrollo Social. 


El esquema de atención de cuidados de larga estadía es altamente complejo, que tiene dos patas que deben 
estar articuladas: lo sanitario y lo social. Lo sanitario tiene que ver con el tratamiento y el apoyo que se 
brinda. Hay una pata que hace específicamente a la asistencia médica. La Ley_N” 17.066 plantea, por 
ejemplo, las responsabilidades del cuidado en el marco de un director técnico, que debe ser médico y estar 
inscripto en el Ministerio de Salud Pública, que debe garantizar las credenciales, su nivel de formación y de 
experiencia en el trabajo con personas mayores. También plantea lo relativo a la medicación y al suministro 
de medicamentos, al tratamiento de los cuidados paliativos y a la articulación con los prestadores de salud 
que esas personas tienen. 


Luego hay un capítulo que hace a lo social, que es materia del Ministerio de Desarrollo Social e implica 
hacer un seguimiento, velar por los derechos de los usuarios de estos establecimientos, velar porque la 
protección de los derechos de estas personas se dé en forma debida, correcta. Por ejemplo, hay que ver cómo 
es el tratamiento cotidiano; el acceso a la comunicación; si hay medidas de contención física; si hay 
ejercicios de recreación; si estas personas reciben visitas, en qué condiciones; si hay hacinamiento; cómo son 
los espacios de tránsito dentro del establecimiento; cómo se dan los esparcimientos y las salidas de estas 
personas, desde qué lugar, de qué forma, si lo hacen solos o acompañados; si hay poderes en la parte 


socioeconómica, quién los administra, cómo se administran los ingresos. La protección de derechos es mucho 
más compleja que la parte sanitaria. 


Queremos fortalecer el trabajo del Ministerio de Desarrollo Social. Tomamos esta competencia a partir de 
2014. En este año logramos armar un registro único nacional, donde tenemos en detalle los establecimientos 
que hay, habilitados o no. Hoy tenemos 1.025 establecimientos en los que residen 14.800 personas. Los 
tenemos identificados, georreferenciados en todo el país; no solo sabemos cuántas personas residen en cada 
uno, sino cuántos trabajadores están brindando tareas de cuidado en cada uno de ellos, cuál es la calidad de 
ese cuidado, cuál es el nivel y calidad de la infraestructura y de los servicios de atención, cómo es la 
distribución de la población -por sexo, por edad, por nivel de ingresos, por nivel de atención, por núcleo 
sociofamiliar-, cómo están ubicados a nivel territorial, el tipo de establecimiento, si es con o sin fines de 
lucro, si es de inserción familiar, cuántos residentes hay por establecimiento, en qué departamento tenemos el 
mayor nivel de concentración de establecimientos y cuáles son las demandas en materia de atención social y 
de capacitación de recursos humanos. 


A su vez, hicimos un ordenamiento de cada uno de los establecimientos en expediente electrónico, y hemos 
sido premiados por su uso; contamos con la información en formato tecnológico, no solo de los 
establecimientos de larga estadía para personas mayores, sino de todos los programas del ministerio. A partir 
de esto hemos acelerado la información en materia de denuncias y de seguimiento, que muchas veces llega de 
la ciudadanía. Sabemos cuántos establecimientos son, dónde están ubicados, si se entiende que allí hay 
situaciones de violencia, abuso o maltrato hacia las personas mayores. 


Hemos logrado diseñar instrumentos y protocolos de actuación. Hacemos un tratamiento sumamente expreso 
de las denuncias: cada denuncia que llega firmado de puño y letra o informalmente ante situaciones de 
sospecha, logramos hacer la visita en un plazo de no más de cinco días y chequear los problemas del 
establecimiento. 


Pasamos a un proceso sustantivo de seguimiento de los establecimientos. Tenemos ciento quince 
establecimientos en plan de vigilancia, que visitamos cada veinticinco días, y verificamos que las mejoras 
que solicitamos según los protocolos sean efectivas. 


Hemos logrado fiscalizar una cantidad de establecimientos a lo largo del año -entre quince y veinte visitas 
anuales-, lo cual es totalmente innovador. Se hizo a partir del diseño de un protocolo de trabajo que divide a 
los establecimientos en tres grupos; de lo contario, no sería posible acelerar el proceso de visita. En el grupo 
A están los establecimientos de alta calidad. En el grupo B están los establecimientos que requieren mejoras, 
que tienen ciertos elementos que deben ser tomados en cuenta para llegar a ser de calidad, pero que brindan 
un servicio aceptable y que protegen los derechos de las personas mayores. En el grupo C están los 
establecimientos que tenemos en seguimiento, muchos judicializados, en tratamiento con la justicia. Esta 
manera de agrupar los establecimientos y darles un seguimiento efectivo es lo que hoy permite plantear las 
demandas a nivel social y en materia de protección de derechos. 


Recién se mencionaba la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores, única a nivel mundial, aprobada el 15 de junio. Esta convención es muy importante en 
relación al tratamiento del cuidado de larga estadía en varios puntos. Por un lado, establece la naturaleza de 
los servicios de cuidados de larga estadía. Esta convención, que está desarrollada en cuarenta artículos, 
concentra la conceptualización del servicio de larga estadía desde un esquema sociosanitario, poniendo 
énfasis en cuál es la materia social y cuáles los aspectos sanitarios. La Convención -está en proceso de 
ratificación en Uruguay- genera un marco jurídico importante para la conceptualización y desarrollo de la 
comprensión de estos servicios en materia jurídica. Podemos enviarles esta convención en forma impresa; ya 
van a tener oportunidad de ratificarla en el Parlamento. Reitero: es importante en la conceptualización y en 
cómo se piensan estos servicios. 


En síntesis, el Ministerio de Desarrollo Social ha logrado identificar a nivel nacional los establecimientos, 
pensar los requerimientos y, en ese marco, es importante profundizar en la materia social; la órbita sanitaria 
ya está enmarcada en la Ley N* 17.066. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Voy a dejar los artículos 497, 498 y 499 para el final, que son los 
vinculados con el incremento presupuestal para el Sistema Nacional de Cuidados. 


Me voy a referir a la mejora de gestión de recursos humanos del Mides. Los cuatro artículos siguientes están 
muy relacionados: 500, 501, 502 y 503. Antes de referirme a cada uno de ellos les voy a recordar cómo 
venimos funcionando hasta ahora en el Mides. 


Es un ministerio muy joven en términos institucionales y cuando fue creado se integró con funcionarios con 
pases en comisión, algunos llamados para funcionarios públicos, contrataciones por licitación pública a 
organizaciones de la sociedad civil que brindaban personal para el fortalecimiento institucional. Hasta ahora 
venimos funcionando así: lo que nos planteamos a partir de este presupuesto es cambiar nuestra forma de 
contratación de los recursos humanos. 


El artículo 500 dice que a partir de la promulgación de esta ley, el Mides no podrá contratar más personal 
permanente a través de las organizaciones de la sociedad civil, u otras instituciones de derecho, en forma 
individual. Nosotros usábamos este tipo de licitaciones para contratar grupos de trabajadores que después 
fortalecían institucionalmente al Ministerio. Con este artículo nos comprometemos a que no vamos a 
contratar más de esta manera. 


Sí vamos a mantener los convenios con organizaciones de la sociedad civil en gran número de programas en 
los que trabajamos junto a ellas, porque la experiencia ha sido buenísima. Por ejemplo, cuando se licita un 
servicio de atención a las mujeres en situación de violencia para que sea gestionado por una organización de 
la sociedad civil. En ese caso, se licita una organización de la sociedad civil que se hace cargo de atender ese 
servicio como un paquete entero: el local, el personal, los recursos. Lo mismo para el caso de un refugio: la 
organización se hace cargo de alquilar la casa, mantenerlo, comprar los bienes, proveer la alimentación y 
poner el equipo de trabajo. 


A lo que nos comprometemos como Ministerio es a no hacer más contrataciones individuales a través de 
organizaciones de la sociedad civil u otras instituciones, y reasignamos el dinero que hoy utilizamos para este 
tipo de contratos a nuevos objetos del gasto, que son los que figuran en los artículos siguientes. 


A su vez, nos comprometemos a que estos nuevos objetos del gasto no serán reforzados. Es decir que vamos 
a reordenar los recursos humanos que hoy tenemos -me estoy refiriendo al número; no tienen por qué ser 
exactamente las mismas personas- y a contratarlos de otra forma, utilizando el dinero que hoy usamos para 
contratar como lo veníamos haciendo. Entonces, se crean dos objetos del gasto que quedan como trancados 
en ese monto que se define en el artículo. 


El artículo 501 establece que quienes realicen tareas permanentes y hoy estén contratados a través de las OSC 
o de otras instituciones, realizando trabajos en el Ministerio de Desarrollo Social, y tengan más de dieciocho 
meses de trabajo ininterrumpidos al 28 de febrero de 2015, pasarán al régimen de provisoriato, pero con 
algunas excepciones a lo establecido en la Ley N? 19.121, que es la que establece dicho régimen. 


Estas personas que ya están trabajando en el Mides desde hace dieciocho, veinticuatro, treinta y seis o 
cuarenta y ocho meses van a pasar directamente al régimen de provisoriato, sin selección. Quien entra por 
provisoriato ingresa luego de un proceso de selección por llamado abierto, concurso de oposición y méritos, y 
a los dieciocho meses da una prueba y se le hace una evaluación para ser presupuestado. En nuestro caso, 
estas personas que ya vienen trabajando desde hace mucho tiempo pasan a provisoriato, pero a los seis meses 
van a dar una prueba de oposición y méritos, un concurso como el de ingreso, con tribunales integrados por 
personas externas. Esto fue acordado con los trabajadores del Ministerio en varias reuniones bipartitas: 
quienes salven el concurso quedarán en provisoriato y los que pierdan, se van. Los antecedentes de estas 
personas les dan el mérito de pasarlos a provisoriato. Uno debería creer que si hace un tiempo están 
trabajando en el Mides, van a salvar la prueba que va a ser, reitero, de oposición y méritos. Si yo tengo un 
contador trabajando en la Dirección General de Secretaría va a dar una prueba de conocimientos contables, 
con un contador que llamaremos de la Universidad de la República o de otro organismo. Quien salve esa 
prueba queda bajo el régimen de provisoriato: quien no la salve, se va del Ministerio de Desarrollo Social. 


Para ver quiénes cumplen estas condiciones de los dieciocho meses ininterrumpidos, etcétera, se va a crear 
una comisión de análisis, integrada por el Ministerio de Desarrollo Social y la Oficina Nacional del Servicio 
Civil para revisar caso a caso. Quienes ingresen, lo harán en el último grado del escalafón. 


Quedan exceptuadas de pasar a provisoriato quienes se desempeñan dentro de cooperativas sociales o de 
trabajo. Por ejemplo, los servicios de limpieza o de mantenimiento los realizan cooperativas sociales. La idea 


es que estas personas sigan contratadas como cooperativas sociales y que no pasen al régimen de provisoriato 
o a ser funcionarios públicos. 


Otra aclaración con respecto a este artículo es que en el Ministerio todo el equipo de trabajo hizo un análisis, 
no de las personas -porque van a concursar-, sino de las tareas, para ver a qué le llamábamos permanente y 
los cargos deberían ser convertido a provisoriato por las características del trabajo realizado, y otras tareas 
que no hacían a las funciones básicas del Ministerio de Desarrollo Social. Así calculamos los montos de 
dinero, que están vinculados a la cantidad de personas y tareas: no a los nombres. 


En el artículo 502, para las personas que cumplen tareas permanentes, que deberían ser parte del staff del 
Mides, pero que no cuentan con dieciocho meses ininterrumpidos en la función al 28 de febrero de 2015, 
vamos a hacer un llamado abierto de oposición y méritos. Estos serán provisoriatos simples y sencillos, a los 
que se presentarán los funcionarios que hoy están en el Mides cumpliendo la tarea, y cualquier otro que crea 
reunir las condiciones para el cargo. De manera que guardamos el dinero trancado, pero este va a ser un 
llamado abierto; podrán ganar las personas que ya están en el Mides o cualquier otra que se presente. Las 
personas ingresarán en el último grado del escalafón y los créditos se irán reasignando a medida que los 
concursos vayan finalizando e ingresen los provisoriatos. El día que el concurso esté terminado vamos a 
pasar el dinero de gastos de funcionamiento -que es como los estamos remunerando hoy- a rubro 0. 


En cuanto al artículo 503, para el Ministerio de Desarrollo Social todas las tareas son permanentes, pero 
algunas pertenecen más a la parte básica institucional, de diseño, de fortalecimiento de gestión, y otras, por 
sus características, requieren más movilidad de trabajadores, son programas que aumentan o disminuyen de 
acuerdo a la coyuntura, o son lo que nosotros llamamos "campo", es decir encuestas. Este es un típico trabajo 
para estudiantes y constituye una tarea bien movible. 


Todas estas tareas que son movibles, o que pertenecen a programas que cambian de tamaño, las dejamos 
como contratos de trabajo: no pasan a ser funcionarios públicos. También los comprendidos en la Ley 
N? 19.121, que están exonerados del proceso de ingreso por ventanilla única, etcétera, pero no de un proceso 
de selección. Acá también vamos a hacer llamados, pero necesitamos que sean más ágiles porque es donde se 
trabaja cuerpo a cuerpo con la gente; las personas no pueden demorar un año en entrar. Por ejemplo, las 
duplas de Uruguay Crece Contigo que hoy nombraba la ministra van a ser contratadas a través de contratos 
de trabajo. Si bien van a ser seleccionadas por concurso y méritos y vamos a tener una lista de prelación, 
necesitamos un mecanismo absolutamente ágil. También en este caso, los créditos se irán asignando a medida 
que se van llenando los cargos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- En esta oportunidad no voy a poder sintetizar nada porque francamente he 
entendido muy poco las explicaciones que se nos han dado. Voy a guardar las consideraciones de carácter 
político que podría decir porque no nos iríamos ni a las seis de la mañana de mañana. 


(Interrupción del señor representante Jorge Meroni.- Respuesta del orador) 


———De los artículos 500, 501 y 502 surge que las partidas que se van a reasignar por todo concepto serán los 
$ 429.600.000 y los $ 183.000.000. Me gustaría saber cuántas personas hoy trabajan en el Mides por todo 
concepto. De esas personas que trabajan en el Mides por todo concepto -si no pueden respondernos ahora o 
es muy largo, nos hacen llegar la respuesta por escrito- ¿cuántas trabajan por becas, por pasantías, por 
funciones permanentes, por contratos con organizaciones civiles, etcétera, etcétera? Quiero tener una visión 
global de cuál es el universo en el que el Mides va a gastar más de US$ 100.000.000 en el quinquenio, para 
entender lo que está referido al nuevo funcionamiento. 


Con relación a esto, también quiero saber cuántas organizaciones hoy tienen una vinculación directa con el 
Mides -esto es lo que calculo que me van a tener que dar por escrito-, cuáles, qué tarea desarrollan y cuántas 
van a dejar de tenerla luego de esta estructura, pasando sus funcionarios o las personas vinculadas 
contractualmente con ellas a integrar la plantilla de funcionarios del Mides. 


Voy a hacer una única consideración de carácter político. Lamento que no esté aquí presente el director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, que el otro día nos hizo un fuerte alegato, porque necesitaríamos de su 
asistencia para el ordenamiento que aquí se pretende dar, que ojalá sea bueno; descarto que esa es la 
intención. Lo que yo interpreté -porque la señora ministra habló primero de provisoriato y después de 
funcionarios públicos- es que la idea final pasa por presupuestar a todos los funcionarios que el Mides tiene 


al día de hoy. Quiero saber si quienes están desarrollando la tarea de provisoriato buscan como objetivo final 
la presupuestación definitiva. Me quedó claro que hay quienes van a tener que dar un concurso -el año que 
viene, en la rendición de cuentas hablaremos sobre el resultado-, pero me gustaría saber si el objetivo final es 
la presupuestación y que los vínculos contractuales que hoy tiene el Ministerio de Desarrollo Social -que son 
un sinnúmero- pasen a ser uno y único. También entiendo que las tareas que desarrollan las organizaciones 
sociales o no gubernamentales no se pueden presupuestar, pero me gustaría saber si el objetivo del nuevo 
organigrama que el Ministerio de Desarrollo Social le propone al Parlamento está relacionado con el vínculo 
presupuestado con estas personas 


Por otra parte, en cuanto al artículo 501, yo creo que el Poder Ejecutivo no puede pedirnos que le otorguemos 
la facultad de crear puestos de trabajo, porque para la creación de puestos de trabajo está el presupuesto. La 
liberación y asignación de partidas tendría que llevar a una escala organizativa que permita que unos ganen 
una cosa y otros otra, pero no entiendo, o por lo menos no creo que sea constitucional -como bien decía el 
señor diputado Gandini- que eso esté relacionado con la facultad que el Poder Ejecutivo le está pidiendo al 
Poder Legislativo. 


Por último, se dice que en cumplimiento de esa norma se debe dar cuenta a la Asamblea General. Entiendo - 
quizás no esté en lo correcto- que si se trata de una facultad no se puede pedir que se dé cuenta a la Asamblea 
General. Tradicionalmente, esto estaba relacionado con la reorganización interna de los ministerios pero, en 
este caso, no se trata simplemente de una reorganización interna, sino de la presupuestación. En ese sentido, 
me gustaría saber a qué se refiere el Mides cuando habla de dar cuenta a la Asamblea General de la facultad a 
la que se hace referencia. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No entiendo muy bien por qué se proyectan dos regímenes parecidos, pero 
diferentes para la hipótesis de los artículos 501 y 502. Se me dirá, y ya me di cuenta, que en el artículo 502 
estamos hablando de aquellas personas que no trabajaron en forma ininterrumpida en un período mínimo de 
dieciocho meses. En primer lugar, quisiera saber por qué, y en segundo término, y sobre todo, me interesaría 
saber en este caso en particular cómo se va a implementar este régimen para aquellos que no trabajaron en 
forma ininterrumpida y qué piensa la Administración al respecto. 


¿Estamos hablando de interrupciones de qué lapsos? Cuando decimos que durante dieciocho meses actuaron, 
entraron y salieron del ministerio en forma interrumpida, ¿qué criterios se van a manejar? ¿Alcanzará con 
haber trabajado un día, una semana, y después de determinado lapso, un período similar, o estamos hablando 
de períodos mínimos que la reglamentación va a establecer? Pregunto porque no lo sé y del artículo no surge. 


La segunda pregunta refiere a la descripción de las distintas funciones, que me parece relevante y útil. 


Hay una función que se ha agregado en los últimos días al Ministerio de Desarrollo Social, que es la que 
surge del decreto del 7 de setiembre -decreto que comparto- y que tiene que ver con el contralor del 
cumplimiento de las llamadas contraprestaciones -para algunos son contraprestaciones; para otros, requisitos- 
que establece la ley para el otorgamiento de las asignaciones familiares. Esta es una tarea menuda, de enorme 
importancia y bienvenida. Estamos hablando de que el ministerio, en dos etapas del año seguramente, va a 
tener que contactar a miles de beneficiarios que hayan dejado de cumplir con esos requisitos, de asistir al 
sistema educativo y de cumplir con la cobertura médica. Eso es parte de las funciones. Yo quiero saber cómo 
lo van a hacer. Si alcanzará con este personal permanente o si se requerirá del personal transitorio del artículo 
503. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me gustaría saber cuál va a ser la situación de las organizaciones civiles, 
de las ONG, luego de esta nueva implementación. Si desaparecerán o no y cómo es la situación contractual. 
Porque hoy existe una situación contractual. Quisiera saber cómo se va a establecer y cómo se va a terminar 
esa relación contractual con cada una de ellas, sin que implique un costo extra para el Estado o genere 
problemas legales. 


SEÑOR MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Empezamos por la exposición de la Directora 
General y, después, yo quiero contestar la segunda pregunta del diputado Abdala, porque me encanta 
contestar esa pregunta. 


(Diálogos) 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Respecto a la preguntas del diputado Penadés, me gustaría escuchar 
todos los comentarios en este ámbito... 


(Interrupción del señor representante Gustavo Penadés) 
(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora directora general. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En cuanto a la pregunta, el Mides va a gastar exactamente la plata que 
hoy gasta, ni un centésimo más. Respecto a cómo vamos a gastar tanta plata en contrataciones, bueno, esa es 
la plata que hoy gastamos en contrataciones, simplemente que bajo una figura distinta. Ese dinero que está 
guardado en esos objetos del gasto es exactamente el que gastamos hoy en contratar personal para el Mides. 


En cuanto al presupuesto, no hay ni un centésimo de incremento para la contratación de recursos humanos. 
Es lo que estamos pagando hoy. 


Respecto a cuánta gente hay trabajando en el ministerio, por supuesto que puedo mandar por escrito una lista 
mucho más detallada. Sí puedo hablar de los funcionarios que hay en el Mides, que son alrededor de 
cuatrocientos, y las personas involucradas en estos artículos, pero en este momento no tengo la cantidad 
exacta de funcionarios que tenemos en limpieza o en mantenimiento, ni cuánta gente trabaja en 
organizaciones de la sociedad civil en los distintos servicios que el Mides contrata. Sí puedo hablar de estos 
tres artículos que estamos mencionando. 


En el artículo 501, las personas que realizan tareas permanentes con más de dieciocho meses ininterrumpidos 
de trabajo son 559. Se trata de gente que realiza tareas básicas centrales y que tienen dieciocho meses o más 
ininterrumpidos de trabajo. Cuando hablamos de ininterrumpidos son ininterrumpidos, es decir, realmente 
corridos. Quien por algún motivo se fue y vino, no entraría en las condiciones de este artículo. 


En cuanto al artículo 502 y la otra pregunta que nos hacían, dieciocho meses es el número que corresponde a 
becarios o pasantes, porque quien trabajó más de ese tiempo en el Mides se supone que realiza una tarea de 
características más permanentes; si no, ya no estaría trabajando en el ministerio. Tenemos un grupo de 
personas que trabajaron en forma ininterrumpida durante dieciocho meses o más: estos son los que pasan 
automáticamente a provisoriato. ¿Cuál es la ventaja que tienen estos funcionarios? Estos funcionarios dan un 
concurso contra sí mismos, no hay llamado abierto, considerando que existen méritos y antecedentes 
suficientes para ello. ¿Por qué separamos a los otros? Porque, en realidad, si bien cumplen tareas 
permanentes, consideramos que quienes trabajaron diez, doce o catorce meses cumplen una tarea más 
asimilable a la de becario o pasante. Entonces, estos últimos no van a dar un concurso contra sí mismos, sino 
uno absolutamente abierto. Por eso hacemos esa discriminación en ese período; concurso de oposición y 
méritos van a dar todos, unos lo van a hacer en un llamado abierto total y absoluto y otros, en un concurso 
contra sí mismos. 


En este segundo grupo, los que tienen menos de dieciocho meses, estamos hablando de 250 personas. Son 
559 en el primero, 252 en el segundo, o sea que poco más de 800 son los que se agregarían a los 
aproximadamente 380 funcionarios públicos que existen en el Ministerio de Desarrollo Social. Esa era la 
pregunta que nos hacían hoy. ¿De cuántas personas estamos hablando? Estamos hablando de eso: 800 más 
380 que existen hoy. 


En el tercer grupo hay aproximadamente 700 personas. Quiero recordar que el trabajo del Mides, en lo 
institucional, se parece mucho al resto de los ministerios; la parte jurídica, la parte financiero-contable, la 
parte de recursos humanos. Pero nuestro trabajo es muy cuerpo a cuerpo, con la gente. Muchos de nuestros 
programas están basados en los recursos humanos, que son los que van, hacen las visitas, trabajan con los 
jóvenes, con las mujeres, con las familias. 


Respecto a cuántas organizaciones tenemos vinculadas a los artículos 501 y 502, puedo mandar el listado 
exacto. Estaríamos hablando de unas quince organizaciones, pero son muchas más con las que mantenemos 
otro tipo de contratos y que pensamos seguir manteniendo. Podemos mandar el listado exacto porque estas 
son licitaciones públicas, tienen un número de expediente. 


Entonces, puedo decir que la licitación que ganó el Claeh respecto al expediente de tal número tiene tantas 
personas asociadas y un costo de tanto. Eso lo podemos mandar sin ningún problema. Pero acá de nuevo 
estamos hablando de aproximadamente ochocientas personas. 


Después tenemos un listado mucho más largo de organizaciones de la sociedad civil que tienen convenios 
con refugios, servicios de violencia y otros tantos servicios que tenemos. De todos ellos, perfectamente, 
podemos mandar el listado, pero no se trata de esas personas de las que estamos hablando en estos tres 
artículos. Estamos hablando de este número que son los que hoy trabajan en el Mides. 


Nuestra idea es presupuestar esta parte, tal como se nos preguntaba. 


En cuanto a por qué dar cuenta, digo que la creación de los cargos la asociamos a una especie de reestructura 
y, por eso, seguimos los procedimientos que se utilizan para una reestructura. No estamos cambiando nada 
pero estamos cambiando mucho: una forma de contratación. Por eso, nos parecía que eran los procedimientos 
adecuados. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Quiero señalar algunas cosas. 


En primer lugar, deseo recordar una vez más, porque el Parlamento lo votó -en conjunto, todos los partidos 
políticos-, que cuando se creó el Mides se le otorgó la posibilidad de trasladar el Instituto de la Juventud que 
estaba en el anterior Inciso 15, que era el Ministerio de Deporte; nosotros pasamos a ser el Inciso 15, con sus 
funcionarios. En aquel momento, el instituto que estaba en el MEC, que se llamaba de la familia y la mujer, 
hoy es Inmujeres. También pasaron algunos funcionarios del Ministerio de Deporte, que tenían una variedad 
de formas de contratación. Nosotros teníamos el INJU, y lo tengo muy presente porque todo su proceso fue 
exitoso. En este caso, teníamos becarios jovencitos, pasantes. En el caso del Instituto Nacional de la Familia 
y la Mujer teníamos personas que estaban a cachet, desarrollando tareas sustantivas. En ese primer 
quinquenio, se presupuestó a esos funcionarios y funcionarias, con las paritarias, con concursos de ingresos a 
la función pública, en el mismo sentido que se está diciendo ahora: es decir, se entró por el último grado del 
escalafón. Sobre el final del primer quinquenio, hicimos concursos de ascenso para los cargos que teníamos 
creados, de manera que aquellas personas que estaban desarrollando tareas por encima de la función por la 
cual cobraban pudieran presentarse a concursos de ascensos, cosa que sucedió. En algunos casos, tuvimos 
funcionarios que se presentaron a más de un concurso de ascenso y optaron por el que era más de su agrado. 
En este proceso, se regularizó a aquellos que habían venido en esas situaciones; estaban las paritarias, que en 
2005, 2006 y 2007 se fueron regularizando. Cuando la directora general habla de funcionarios que tenemos, 
estamos hablando de esos. 


En el primer quinquenio, hicimos concursos abiertos a la población. Era otra época, pero recuerdo que el de 
psicólogo daba vuelta la manzana para anotarse; también hubo para asistentes sociales, contadores, 
informáticos; ahí se presentaban dos o tres. Estamos hablando del mercado de trabajo y de los sueldos de la 
Administración Pública, y de la oferta que lo privado tenía y tiene; si bien ha variado, hoy sigue teniendo 
diferencias. De esa forma es que tuvimos una primera etapa de ingresos, de regularizaciones, de ir llevando 
de abajo hacia arriba a igual función, igual remuneración. 


Además, en aquel momento ya trabajamos con dos mecanismos. Uno de ellos eran los pases en comisión, que 
este mismo Parlamento votó y que fueron funcionarios públicos que pasaron de otras reparticiones del Estado 
al Mides. La enorme mayoría se redistribuyeron, porque se nos dio la facultad de absorberlos, liberando sus 
cargos en el lugar de origen, pasando a ser funcionario del Mides y no del organismo del cual provenían. 


Esta es la manera en que se generaron estos primeros funcionarios públicos que el Mides tiene. Se les llama 
los "viejos", aunque la mayoría son jóvenes, mayores de edad. Se les llama así porque fueron los fundadores 
del Ministerio. Además, hubo otra serie de contrataciones, porque no había otra forma de resolverlo, y que 
tienen que ver con esto que decíamos: una facultad que se nos otorgó de contratar servicios a través de 
organizaciones de la sociedad civil, y lo vamos a seguir haciendo. Voy a dar un ejemplo bien típico: Uruguay 
Trabaja, que tiene una edición por año, en que las organizaciones de la sociedad civil se presentan a una 
licitación, ganan o pierden, se otorga esa licitación o queda desierta. El otro día hablaba por teléfono con 
Vichadero y nos decían: "Hace años que no tenemos Uruguay Trabaja". Y entre las razones de por qué no 
tenemos Uruguay Trabaja es porque no hay organizaciones de la sociedad civil en el entorno de Vichadero 
que nos permitan hacer el trabajo de acompañamiento y capacitación, para lo cual se presenta la licitación. 
Son licitaciones que han quedado desiertas y no se han podido cubrir 


Hay departamentos más débiles en ese aspecto y hay otros más fuertes, donde llegan las organizaciones 
nacionales. Ese aspecto lo vamos a mantener igual. Esas personas que trabajan acompañando a los que se 
presentan a la edición, y son sorteados para la edición de ese año de Uruguay Trabaja, van a seguir siendo de 
las organizaciones sociales y vamos a seguir trabajando con ellas de esa forma. 


De la misma manera, la directora general ponía el ejemplo de violencia doméstica, de género o violencia 
hacia las personas mayores. Tenemos servicios de atención a la violencia hacia las personas mayores, que es 
una peculiaridad que está surgiendo con mucha fuerza, y ahí trabajamos con organizaciones de la sociedad 
civil, que tiene un acumulado muy importante. 


Otro aspecto son los sectores de calle, con su trabajo permanente de ir a hablar uno por uno con los que están 
en la calle, a convencerlos para subirlos a la camioneta y llevarlos al refugio; un día, dos, tres, cinco, diez y 
veinte. Consideramos que, por su desgaste, no es un trabajo permanente, que es para gente joven y 
capacitada; pueden estar dos o tres años trabajando en eso y naturalmente se van; hoy nos pasa así. De la 
misma manera, se van aquellos que trabajan en lo que llamamos "campo", es decir, aquellos que van a hacer 
el relevamiento, la encuesta, y todo a lo que se refería la directora de Inmayores, los que hacen todo el 
chequeo de las tarjetas de Uruguay Social, en que se va casa por casa. Muchos de los que trabajan en campo 
planteaban ser trabajadores permanentes del Estado -naturalmente hubo un debate al respecto-, y yo les 
preguntaba si se imaginaban dentro de veinte años haciendo lo mismo. Nosotros lo asimilamos mucho más al 
trabajo que hacen los encuestadores del INE, es decir, a un trabajo que empieza y termina y que genera 
productos. Uno de los artículos se refiere a ello. 


Hemos buscado distintas metáforas a todo esto; obviamente ha sido trabajado con Ministerio de Economía y 
Finanzas, con la Contaduría General de la Nación, con la Oficina Nacional del Servicio Civil, buscando las 
formas. Solicito, señor presidente, que trate de que el diputado Penadés me comprenda cuando digo que nos 
importan las consideraciones políticas, porque si hay algo de lo cual todo el equipo, sin fisuras, está 
convencido, y sobre lo que trabajamos mucho para buscar una forma especial, es que al Estado se entra, 
como dice el presidente, por sorteo o por concurso. Por lo tanto, lo que estamos haciendo es buscar la manera 
de que las personas concursen en oposición y méritos, con tribunales externos, como lo hicimos en el primer 
gobierno. Podríamos haber transitado un camino mucho más sencillo, sin dolores de cabeza, manteniendo la 
situación que tenemos al día de hoy. Creemos que estamos en una tercera etapa. Se trata de una maduración 
que implica generar las condiciones para tener un trabajo que haga al cuerpo permanente del ministerio y, 
otro, que tiene que ver con las tareas puntuales. Vuelvo al ejemplo de "Uruguay crece contigo". Si pensamos 
que en diez años -si queremos exagerar- va a desaparecer, porque vamos a tener la red de maternidades y la 
atención de la crianza aceitadas, y el trabajo de cuidados incorporado a la tarea permanente de manera tal que 
no necesitemos más un programa especial para mujeres y bebés, los trabajadores que hoy lo hacen y muy 
bien no serían necesarios. De la misma manera -tenemos que decirlo; está presente el director del INJU, el 
economista y politólogo Santiago Soto-, estamos readecuando y redimensionando los trabajos del programa 
"Jóvenes en Red", y haciendo lo que preguntaba el diputado Abdala -quien ahora no se encuentra en sala, 
pero luego leerá la versión taquigráfica-: yendo a buscar a los chicos que en el programa "Gurí" de primaria 
dice que terminaron sexto año, pero en los registros de secundaria y de UTU no aparecen. Como corresponde 
obtuvimos los datos a través de la Anep. Conversamos con los jóvenes que están trabajando en "Jóvenes en 
Red", que su función no es esa, e hicimos una pequeña experiencia exitosa. Fuimos a buscar a esos chicos 
para ver si estaban en la casa, por qué no se habían anotado en la enseñanza media, si se habían anotado, 
porque encontramos que los que iban a privados no estaban registrados y no figuraban en ninguna parte, y 
nos concentramos en los tres o cuatro que realmente encontramos con dificultades. Junto con esto estamos 
haciendo un trabajo sobre la base de un decreto. Quiero dejarlo sentado, porque ya lo habíamos conversado la 
vez anterior con el diputado Abdala; no lo estoy aludiendo. Simplemente estoy recordando al presidente que 
cuando vinimos por el artículo único de la rendición de cuentas de 2014 ya me había preguntado por el tema 
de las asignaciones familiares. Y yo le repetí lo mismo que voy a decir ahora: en mi opinión hay que hacer 
todos los esfuerzos previos a dar de baja o suspender la asignación familiar, porque el objetivo no es 
castigarlos sino que vayan a clase. Por lo tanto, el Mides escribió el decreto, obviamente en acuerdo con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con el Banco de Previsión Social y, por supuesto, con el Consejo 
de Ministros y con el Presidente, en el que figuran plazos en los cuales tenemos obligaciones, junto con el 
Ministerio de Educación y Cultura y con Anep. Eso es lo que dice el decreto nuevo: ir a buscar los chicos 
para ver por qué no están en la escuela o en la enseñanza media. 


Nos dimos dos cortes, porque para el trabajo informático del BPS es muy importante tener plazos, ya que 
todo el sistema es automático. Si no fueran los datos el corte se haría automático y tendríamos a todos los 
chicos sin asignación. En ese sentido, junto con Anep, el Mides, Anep, Salud Pública y ASSE estamos 
trabajando -si se quisiera también podemos explicar sobre esto-, determinando los territorios educativos que 
hemos identificado por la cantidad de niños, por los que concurren, por los que no lo hacen, por el nivel 
donde hay UTU y liceo y donde no lo hay. Todo eso lo tenemos georreferenciado. Se trata de un trabajo 
colectivo de todas estas instituciones, partiendo de la base de que, además, tenemos referentes en cada 
territorio, como los directores de las escuelas, de los liceos, ASSE y el Mides. Por lo tanto, el trabajo de 
encontrar y trabajar con los jóvenes para lograr un éxito a nivel de la educación media, fundamentalmente en 
primaria, es más sencillo y más acotado al recinto escolar. 


Quiero repetir dos cosas. La primera es que estamos hablando de la misma cantidad de dinero. La vamos a 
seguir gastando. La línea de base no aumentó un centésimo y no va a aumentar. Como ustedes verán en el 
planillado, no aumenta en 2016 ni en 2017. Después veremos qué pasa en la rendición de cuentas de 2017. 
Pero estamos hablando de que el dinero que hoy tenemos en el gasto de fortalecimiento -que aparece en la 
columna que ustedes verán en el presupuesto y en el planillado- irá pasando en la medida en que se apruebe 
el concurso. No pasará si no está aprobado el concurso. Estamos hablando de trabajadores y trabajadoras que, 
en muchos casos, están en esta relación con el Ministerio de Desarrollo Social desde hace muchos años. En 
este sentido, quisimos poner un tope: no es el que entró ayer; no es el que entró en febrero, no es el que entró 
naturalmente ni el que entró en 2014. Por razones que todos comprendemos, estamos hablando de un plazo 
razonable que tiene que ver con otras claves del Estado, como es el tema de los becarios y los pasantes. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quiero hacer dos tipos de consideraciones. 


La primera consideración refiere a que no estoy de acuerdo con este tipo de contratación, porque violenta el 
principio básico de la igualdad para ingresar al Estado. No es cierto que haya concurso, porque no lo hay en 
origen, porque acá van a participar quienes adquirieron un derecho sin que el Estado participara en él. Las 
reglas de juego se cambian por el camino. No todos van a poder participar en el concurso; solo aquellos que 
una institución, una ONG u organización de otro tipo los seleccionó para ingresar a trabajar en relación de 
dependencia con esa organización y, a partir de allí, adquieren un derecho que los puede terminar dejando 
como funcionarios públicos. Y no pueden competir con ellos ningunos otros. 


Por lo tanto, violentan el principio básico de la ventanilla única, que fue creado y defendido por este mismo 
Gobierno. Acá no se cumplen y estas reglas de juego estaban vigentes desde que se creó el Ministerio de 
Desarrollo Social. Ahora, la ventanilla única pasa a ser la ventana única, la ventana del Ministerio de 
Desarrollo Social. Y voy a dar opinión política: no me gustan estos modos de ingresar al Estado, porque acá 
van a participar en un concurso ¡vaya a saber con qué garantías! solo aquellas personas que establecieron una 
relación que, de hecho, es de dependencia con el Ministerio de Desarrollo Social, pero que de derecho es con 
una organización externa al Ministerio de Desarrollo Social. Las contrata un tercero para que trabajen en la 
estructura del Ministerio de Desarrollo Social, lo cual está mal de entrada. 


Esta crítica es la misma que hicieron quienes están sentados hoy del otro lado, cuando tuvimos que discutir el 
artículo 7” de la Ley de Presupuestos del año 2005, porque era así. Ahora el Ministerio de Desarrollo Social 
construyó la misma estructura y desde esa misma estructura ahora abre una carretera que termina en la 
presupuestación. Reitero: yo no lo voy a acompañar de ningún modo, porque violenta los derechos de todos 
los demás que pudieran querer trabajar en el Ministerio de Desarrollo Social, pero no van a ser llamados a 
concursar. 


En segundo lugar, este artículo debería decir cuál es la estructura de cargos; está construido exactamente al 
revés. Van a llamar a todos los que están y después van a ver par qué. Y si no es así, presénteme cuáles son 
los escalafones en los que tiene cargos creados. Aquí no lo dice. ¿Cuántos administrativos? ¿Cuántos 
técnicos? ¿Cuántos profesionales, uno, dos, tres, cuatro o cinco? Entonces, contratarán los que se presenten 
para eso y los demás quedarán vacantes. El concurso ni siquiera sería entre ellos por oposición y méritos; es 
para lo que el Estado necesita. 


Acá no está dicho; de ningún modo está dicho. Pero lo peor que está dicho y flagrantemente, es que se viola 
olímpicamente la Constitución de la República y yo jamás voy a votar nada que viole la Constitución de la 
República, menos haciéndome el distraído. 


El artículo 85 de la Constitución de la República me eligió a mí, a través de la gente, para hacerla cumplir. Y 
este artículo, en su numeral 13) dice que mi función integrando el Poder Legislativo, una de sus Cámaras me 
compete "Crear o suprimir empleos públicos, determinando sus dotaciones o retiros; y aprobar, reprobar o 
diminuir los presupuestos que presente el Poder Ejecutivo, [...]". A su vez, el artículo 86 establece: "La 
creación y supresión de empleos y servicios públicos; la fijación y modificación de dotaciones, así como la 
autorización para los gastos, se hará mediante las leyes de presupuesto [...]". El Parlamento no puede, de 
ninguna manera, delegar atribuciones que le han sido conferidas de modo exclusivo por la Constitución de la 
República, como no lo puede hacer el Poder Ejecutivo con el Parlamento. Cuando el Poder Ejecutivo tiene 
iniciativa exclusiva en alguna materia no puede el Parlamento sustituirla. Yo no puedo crear un impuesto si 
no tengo iniciativa del Poder Ejecutivo, como no puede el Poder Ejecutivo crear cargos si no tiene 
aprobación parlamentaria, ni podemos nosotros crear cargos si no tenemos iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Si rompemos esas reglas básicas, no solo violamos la Constitución de la República, sino que rompemos el 
equilibrio entre los poderes del Estado. Y acá no viene: lo que dice es que facultamos a hacer esto de este 
modo, pero además dice que se faculta al Poder Ejecutivo a crear los puestos de trabajo. No, discúlpeme, 
pero no los puede crear. Los crea la ley. "Necesarios para dar cumplimiento a la presente norma, dando 
cuenta a la Asamblea General". Es decir: pónganle el sello en el Parlamento: "Dando cuenta". Entonces, 
seríamos un registro. Esto no es así, señora ministra; no se puede hacer así. Usted sabe que no se puede, 
porque fue ministra en el año 2005, cuando por voto unánime de este Parlamento creamos ese Ministerio y 
tuvimos que hacer cuarenta esquives, porque no era ley de presupuesto cuando creamos el Plan de 
Emergencia, para poder darle funcionarios. Y le dimos la dotación o la autorización para tener 100 pases en 
comisión. Usted lo recuerda. Porque no podíamos crear cargos fuera de una ley de presupuestos. Y cuando se 
crearon los cargos, fue por iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Luego vino todo aquel largo proceso de las reestructuras y se crearon dotaciones presupuestales para que los 
organismos procesaran sus reestructuras y creadas las reestructuras se establecen los cargos: las vacantes de 
esos cargos creados son las que después se llenan. Acá no hablamos de vacantes, de cargos ni de escalafones: 
hablamos de que vamos a presupuestar a 700 u 800 personas por este método y no sabemos de qué se trata, si 
son sociólogos, sicólogos, médicos, asistentes sociales, administrativos, peones, auxiliares; no sabemos, no lo 
dice. Y esa facultad yo no se la voy a dar. Estaría yendo contra lo que yo he jurado respetar. Y lo voy a decir 
cuarenta veces, aunque cincuenta votos puedan más que el mío, pero la verdad es que lo que está mal, está 
mal. 


Tuvieron tiempo de construir esto bien. Este ministerio no es nuevo. La creación de cargos tendría que haber 
venido como viene en el resto del presupuesto. En el resto vienen así: "Créanse tales", "Transfórmase 
cuales". Y somos nosotros que los aprobamos, por unanimidad o por mayoría. Así es una facultad a través de 
la cual delegamos, a través del Poder Ejecutivo, atribuciones que la Constitución de la República confiere 
exclusivamente a nosotros: el Parlamento. Esto no está apegado a derecho; no voy a entrar a debatir. Estoy 
dando mi opinión y lo debatiremos en el Parlamento si es que la mayoría de la comisión da curso a un 
artículo de esta gravedad. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Pedí la palabra, con ánimo de ver si podemos ponernos un poco de acuerdo en 
algunas cosas. 


El Ministerio de Desarrollo Social ha planteado una situación y vemos que puede llegar a tener algunas 
restricciones que tendremos que ver si podemos salvar. 


En defensa de lo que se está haciendo, creo que hay también un celo muy importante de parte de los 
compañeros que integran el Ministerio de Desarrollo Social al día de hoy, pero también entiendo el 
fundamento del señor diputado Gandini, sobre todo en cuanto a la igualdad de todos los uruguayos a la hora 
de aspirar a un empleo y, sobre todo, si este es de carácter público. 


De todos modos, creo que el Mides, con lo que está planteando -más allá de las dificultades que podemos 
ver-, quiere preservar la experiencia acumulada, de tantos años y de tanta gente que hoy trabaja en este 
Ministerio. En realidad, no es fácil prescindir de esa experiencia y cambiar a quienes realizaron esa tarea 
durante tanto tiempo por otra que tenga que hacer el camino que ya hicieron quienes hoy trabajan en el 
Mides. 


Entonces, creo que lo bueno y lo sabio de todo esto es encontrar un camino a seguir, ya que como bien dijo el 
señor Diputado Gandini, el Mides fue creado por la unanimidad del espectro político, debido a que se 
consideró una herramienta fundamental. Y yo creo que, a lo largo del tiempo, fue exactamente eso: una 
herramienta fundamental y transformadora de una problemática, que tal vez en otro momento no tenía un 
punto de referencia o tenía muchas, dispersas por varios lados. En ese sentido, creo que el Mides tuvo la 
sabiduría de juntar en un solo lugar un instrumento que diera satisfacción a toda la problemática social. 


Además, creo que a la señora ministra Arismendi le tocó la parte más fea; recuerdo que hasta estuvo 
arrastrando los muebles para poder trabajar. 


Por lo tanto, creo que ahora, considerando que ya se ha hecho un camino en la atención de la problemática 
social del país -que a nuestro juicio tuvo un resultado positivo-, se están intentando regularizar algunas cosas 
que en este momento, por decirlo de alguna manera, están funcionando de manera precaria aunque, a su vez, 
ayudaron a construir la institucionalidad. 


De manera que quiero defender la posibilidad que existe de que el Mides conserve el material humano con 
que cuenta en este momento, ya que se trata de personas que saben lo que hacen, ya que ese ministerio, como 
bien dijo la señora ministra, es diferente al resto, aunque cada uno de ellos tiene sus particularidades. 


Sin duda, creo que si cualquiera de nosotros estuviera ahí, buscaría la forma de regularizar la situación de 
esas personas y trataría de quedarse con la gente que tiene experiencia acumulada. 


Por lo tanto, a cuenta de las posteriores discusiones que se puedan llevar a cabo, quería que estas 
consideraciones quedaran registradas en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quisiera saber si la partida establecida en el artículo 500, de $ 429.600.000, 
es por concepto de salarios, es decir, Rubro 0. Hago esta pregunta porque no sé si en "Gastos de 
Funcionamiento" también hay alguna partida que esté prevista para la contratación de personal o cubrir a las 
organizaciones de la sociedad civil que están relacionadas con el Ministerio de Desarrollo Social. 


Asimismo, quiero aclarar que estoy haciendo estas preguntas porque si analizamos el planillado, podremos 
observar que la partida de salarios prevista para el año que viene es similar a la prevista para 2017. Además, 
la partida de Gastos de Funcionamiento dispuesta para el año que viene es igual a la del año 2017. Entonces, 
si el salario de algunas organizaciones, o de determinadas personas que las integran, actualmente es cubierto 
por el rubro "Gastos de Funcionamiento", quisiera saber, considerando que pasarán al Rubro 0, si la partida 
correspondiente a este rubro debería agrandarse y si, a su vez, debería disminuir la de "Gastos de 
Funcionamiento". 


En realidad, hago estas consultas porque eso no está previsto en el planillado -por lo menos no es así en el 
Tomo IIl, Gastos Corrientes e Inversiones-, y quisiera saber cómo piensa solventar estos gastos el Ministerio 
de Desarrollo Social. Por supuesto, tengo claro que eso debería constar en el planillado, pero como no es así, 
me gustaría que la señora directora General -no tiene que ser ahora- nos remitiera cómo se desglosa el rubro 
"Gastos de Funcionamiento" en lo que tiene relación con la asistencia directa a beneficiarios y con el pago de 
las organizaciones que atienden a dichos beneficiarios. 


Por otro lado, en algún momento se puso en tela de juicio -no digo que sea con relación al Mides, pero sí 
sobre otros organismos, fundamentalmente de cooperación internacional- que del total de los empréstitos que 
Uruguay adquiría para llevar a cabo algún tipo de políticas, a la población objetivo le llegaba un mínimo 
porcentaje, porque el resto se lo llevaba la burocracia 


En ese sentido -aclaro que no digo que aquí suceda lo mismo-, quisiera saber, qué porcentajes de "Gastos de 
Funcionamiento" se destina a la atención de esas organizaciones, y qué porcentaje -si es que se tiene 
calculado- llega a la población objetivo. 


Por otro lado, considerando que la señora ministra invitó a realizar a reflexiones de carácter político, quisiera 
decir que recuerdo -es la única aseveración que voy a realizar, señor presidente- que durante la 
Administración pasada -en la que reclamamos, una y otra vez, que se definiera qué tipo de organización 
funcional debería tener el Ministerio de Desarrollo Social-, se argumentó que era muy bueno y enriquecedor 
que organizaciones no gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil, participaran del funcionamiento 


del Ministerio de Desarrollo Social. Pero con las medidas que se están tomando actualmente, parece que eso 
ya no se entiende así, y que se considera que el camino a seguir es el de la presupuestación masiva de más 
1.100 funcionarios que hoy tienen una relación contractual de la más diversa índole con el Ministerio de 
Desarrollo Social. 


De todos modos, como todavía apuesto con esperanza a seguir avanzando en el articulado para llevar 
adelante el debate después, solo voy a realizar estas consideraciones. 


En realidad, lo que me llama poderosamente la atención del Ministerio de Desarrollo Social es que del total 
del presupuesto, solo el 7,16% va a salarios, y el 92.84% se destina a "Gastos de Funcionamiento", los que se 
conocen como gastos corrientes. 


Por lo tanto, quisiera saber si en el rubro "Gastos de Funcionamiento", también está incluido el pago de las 
organizaciones que en el futuro van a prestar servicios en la plantilla del Ministerio de Desarrollo Social, lo 
que no aparece en el planillado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que se vote un presidente ad hoc. 


Propongo al señor diputado Pozzi. 


(Se vota) 


Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Ocupa la presidencia el señor representante Pozzi) 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- En este momento no tengo el planillado a la vista, pero es correcto lo 
que dice el señor diputado. 


En realidad, en la institución actualmente tenemos contratos de personas que llamamos individuales. En ese 
sentido, puedo informar que algunos recursos humanos que están trabajando en el área financiero contable 
fueron contratados, por ejemplo, a través de una OSC. Entonces, hoy esos figuran en gastos de 
funcionamiento y es correcto porque lo son. La intención es pasar toda la parte de recursos humanos a rubro 
0; eso también transparentaría qué es lo que va directo a la gente y cuánto pagamos en salarios. La relación 
actualmente es de 70 a 30, pero eso lo podemos definir. Tengo lo que corresponde a las personas contratadas 
y las distintas instituciones y agregué los gastos de funcionamiento, justamente, discriminados en los que se 
usan para recursos humanos y cuáles son partidas directas para la población. 


En ese planillado hay unos numeritos dentro de los gastos de funcionamiento que son los que guardan los 
$ 429.600.000 y los $ 183.000.000; en esa línea de base están en gastos de funcionamiento —porque en ese 
momento van a estar en gastos de funcionamiento- pero cuando yo los utilice para contratar recursos 
humanos a través del rubro 0 pasarán, tal cual están, de gastos de funcionamiento a rubro 0. ¿Se entiende? 
Eso está de acuerdo con el razonamiento del señor diputado. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Los $ 429.600.00 que vienen en el artículo 5300 hoy están en el rubro 0 
"Remuneraciones" pero, ¿cuánto es lo que hoy está vigente? 


No logro entender lo siguiente. Esos $ 429.600.000 pasarán de gastos de funcionamiento a remuneraciones. 
¿Cuánto es lo que hay hoy en remuneraciones? La partida debería surgir de la diferencia. Si los 
$ 429.000.000 se pasan de gastos de funcionamiento a remuneraciones y lo que hay hoy en remuneraciones 
son aproximadamente $ 400.000.000 —cuando digo hoy me refiero a lo previsto para 2016-, me pregunto 
cuánto es lo existente en remuneraciones. No veo la diferencia. 


SEÑORA MAZUCHI (Graciela).- El cuadro que dice Gastos Corrientes Cuadro 14 Análisis por Inciso 
tiene los números 559.033, que corresponde a los $ 429.000.000, y el 559.034 que refiere a los 
$ 183.000.000. Hoy eso es Gastos de Funcionamiento porque nosotros contratamos a esas personas a través 
de una licitación o de una OSC. Ahora son Gastos de Funcionamiento y van a pasar a ser gastos del rubro 0 
en la medida en que se llenen los cargos de provisoriato. 


(Diálogos) 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Entiendo perfectamente lo que se explica pero no lo veo en el planillado, al 
menos en el resumen del Tomo III. Explico por qué. Para el año 2016, en gastos de funcionamiento figuran 
$ 6.129.000.000; y para 2017 tiene $ 6.637.000.000, o sea, lo que se debe reajustar por el IPC calculado. 


Entonces, no logro entender de dónde se sacan esos $ 429.000.000. 


SEÑORA MAZUCHI (Graciela).- El planillado está puesto todo en gastos de funcionamiento pero la idea 
es que no van ser todos gastos de funcionamiento. Es correcta la apreciación. 


Efectivamente, hoy son gastos de funcionamiento pero en la medida en que hagamos llamados no lo serán 
más. Es correcta la apreciación. En todo caso, habrá que corregir el planillado. 


Nosotros contratamos OSC en dos tipos de contrataciones. Contratamos personal en forma individual y 
organizaciones para programas específicos. Lo que vamos a cambiar es la parte de contratar personal, no la 
de los programas específicos. No cambiamos nuestra opinión respecto a gestionar con organizaciones de la 
sociedad civil. Lo digo por las preguntas que se formularon. Nada les va a ocurrir a las organizaciones de la 
sociedad civil porque, en realidad, hoy transferimos dinero para contratar personal; en todo caso, tendrán un 
pequeño gasto de administración de alguien que liquide los sueldos. 


Creo que sería bueno que desde el Ministerio de Economía y Finanzas se explicara mejor. Ocurre que yo 
estoy mirando un cuadro y el señor diputado otro. 


SEÑORA ABILLEIRA (Marta).- En el ejercicio 2015 los créditos presupuestales con que se financian los 
contratos de las ONG que contratan este personal están en gastos de funcionamiento. Del ejercicio 2016 en 
adelante también figuran en gastos de funcionamiento y se van a ir transfiriendo al rubro O en la medida en 
que se den los procesos que establecen los artículos. Por lo tanto, allí no hay incremento. 


Si miran desagregado por objeto, en 2015 figura en el objeto de gasto 299 y del año 2016 en adelante figuran 
en objetos específicos con exactamente los mismos montos que están en los artículos. Es decir que en todo el 
planillado, aunque están distribuidos diferente, siempre están dentro de gastos de funcionamiento. La 
transferencia al rubro O se dará exclusivamente cuando se cumplan los procesos. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- ¿Quedó claro? 
SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quedó claro pero no lo comparto. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Correcto, una cosa es estar de acuerdo y otra no 
entender. Nosotros tampoco entendíamos la pregunta que se formulaba. 


Quiero señalar algunas cosas. 


Es cierto que se puede estar de acuerdo o no; naturalmente, eso es parte de la democracia y del debate 
parlamentario. Nosotros también hemos tenido debates acerca de los mejores caminos para el fortalecimiento 
institucional del Ministerio de Desarrollo Social. Teníamos una posibilidad que desechamos ——<quiero 
enfatizarlo y que quede constancia al respecto- que era mantener todo como está. Eso no nos hubiera 
generado demasiados problemas. Las organizaciones sociales con las que tenemos convenios y licitamos no 
tendrían problemas y nosotros tampoco porque la mayoría de los convenios son por un año, a veces con 
prórroga, eso depende —también vamos a enviar ese listado-; se llama a licitación y en esos casos tenemos 
por un año o más una situación que apunta a la duda y la preocupación que señalaba el señor diputado. Se 
refería a la situación desde el punto de vista contractual y de compromiso con el Estado con respecto a esas 
organizaciones sociales. Dicho de otra manera, si el cese de esa relación generaba para el Estado problemas 
del tipo de incumplimientos o eventuales demandas, juicios, etcétera. No es el caso. 


En primer lugar, cuando llamamos a licitación, establecemos un plazo, que se cumple. Una de las prácticas 
que hemos asumido desde el 1% de marzo es que todos los contratos que vayan cayendo no se repongan. 
Como norma adquirida, conjuntamente por todo el equipo, desde el 1% de marzo, cuando la persona u 
organización termina el plazo del convenio, no se vuelve a contratar. 


En segundo término, en parte de estos convenios, la relación de trabajo es de dependencia de la persona con 
la organización social y no con el Estado. Por un problema de honestidad intelectual y política, reivindico 
que en otros casos hay situaciones en las cuales el funcionario o la persona sostiene -discutible desde el punto 
de vista legal- que su relación es con el Estado, más allá de que es a través de una organización social. Eso es 
lo que queremos modificar. Nosotros no hemos ido cubriendo los cupos, que son muchos. Hemos definido el 
proceso a seguir. Primero fijamos las tareas para funcionarios permanentes. Voy a citar un ejemplo, que 
siempre menciona la directora general, por las características de la Dirección General de Secretaría. Si en la 
división Financiero Contable tengo un contador, es evidente que es un trabajo sustantivo a esa dirección y, 
por lo tanto, tiene un perfil de funcionario público y no es una contratación realizada de otra forma. 


También discutimos bastante y llegamos a la conclusión de que hay determinados servicios que no son para 
realizar por funcionarios públicos. Sí pueden ser tareas permanentes. Por ejemplo, relevar la situación de la 
población es permanente, pero no es para tener funcionarios permanentes, porque a veces podemos precisar 
diez y otras cincuenta. Por lo tanto, tenemos que tener prevista una forma que nos permita contratar durante 
un plazo, que puede ser un año, ocho meses o cinco, para realizar esa tarea puntual. 


Lo hemos conversado con las autoridades de la Oficina Nacional de Servicio Civil y con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque es muy semejante a lo que llamamos campos de evaluación al trabajo que se 
realiza dese el INE. Hay un artículo que refiere a cómo se contrata a los encuestadores, con quienes 
terminado el trabajo cesa su relación, y tampoco contrae derechos con respecto al Estado. 


La otra cosa que quiero decir es que no comparto de ninguna manera —y me gustaría tener la posibilidad de 
un debate político que no lo tengo en esta oportunidad porque estamos informando-, y que rechazo 
enfáticamente, que se dude de los concursos que hemos dispuesto realizar, ya que no solamente hay un 
compromiso escrito, un planteo en el articulado que establece que son concursos de oposición y mérito, sino 
que hemos dado pruebas fehacientes en nuestro primer período de que los concursos fueron en serio, de 
verdad, y con tribunales externos, con los cuales la Administración no tuvo nada que ver, y de acuerdo al 
fallo, la gente entró o no al MIDES. 


Por tanto, quiero dejar sentado esto en la versión taquigráfica. Sé que no es momento de debate, pero no 
puedo dejar de dar mi punto de vista, ni permitir que se dude de la ética con la que estamos trabajando y nos 
disponemos a seguir trabajando. 


Desde el punto de vista económico-financiero también quiero decir que concluimos que para el Estado esto 
resulta más barato que ahora. Por lo tanto, también estamos haciendo un ajuste desde el punto de vista 
presupuestal. 


Pensamos en una serie de convenios que también son puntuales. Estamos buscando potenciar a los 
trabajadores de territorio y los que están en contacto directo con la población, a través de los distintos 
programas, de manera de tener un ministerio estable. Entre otras cosas, quiero decir que cuando se han 
planteado reestructuras también se votan dineros sin que se presenten las reestructuras concretamente. En ese 
sentido, tenemos más de doscientas vacantes no financiadas. O sea que tenemos vacantes y la definición de 
esa estructura de cargos, que hoy no podemos llenar porque no están financiados. Sin embargo, les recuerdo 
que el primer artículo del cual hablamos establece que de aquí en más no se podrá contratar a más nadie por 
esta modalidad, salvo cuando se trate de servicios específicos, como puede ser la limpieza a través de 
cooperativas o empresas, Uruguay Trabaja, emprendimiento productivos o la atención que se hace en el 
servicio de violencia doméstica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 504. Me acota el secretario que los artículos 497, 498 
y 499 quedaron postergados. ¿La señora ministra prefiere dejar estos artículos para lo último? 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- Esos artículos tienen que ver con el Sistema 
Integrado de Cuidados y nos gustaría dejarlos para lo último. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El artículo 504 propone que los pases en comisión con más de tres años 
en el Mides al 28 de febrero de 2015 podrán optar por su incorporación definitiva al Ministerio. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Óscar Groba) 


Esto también hace a las características particulares de la génesis del Mides. Hoy hay algunas personas 
que están trabajando como pases en comisión desde hace mucho tiempo. Como existen algunas vacantes 
presupuestadas, la idea es que las personas que vengan desempeñándose en esas condiciones puedan optar 
por su incorporación definitiva. 


Reitero que proponemos esto con vacantes que ya existen y, por lo tanto, implicaría cero costo adicional al 
que ya tenemos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero hacer dos consultas. 
La primera es de cuántos funcionarios estamos hablando. 


La segunda es la siguiente: si el régimen es de pase en comisión, ¿el salario no lo paga la oficina de origen? 
Esto sí tendría costo. Es decir, no tendría costo para el Estado, pero sí para el Ministerio de Desarrollo Social, 
porque se transferiría a esta Cartera el cargo con el sueldo. Las autoridades del Ministerio me dicen que no es 
así; los asesores de Economía me dicen que lo mismo. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Los pases en comisión que hoy existen son setenta. No sabemos si 
todos van a desear incorporarse definitivamente al organismo. Y para esos cargos ya existen vacantes con 
crédito. Muchos de nuestros pases en comisión no vienen de la Administración central, sino, por ejemplo, de 
Secundaria. Para ellos sí necesito una vacante con crédito, que ya la tenemos en el Ministerio. Por eso, 
decimos que no hay un crédito adicional. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- A efectos de acelerar el trabajo y poder dedicarnos a los tres 
artículos que dejamos para el final —497, 498 y 499-, propongo hacer una consideración general desde el 
artículo 505 al 512. 


(Apoyados) 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- El artículo 505 ordena la escala retributiva del Mides y tampoco tiene 
costo. Se pasan unas partidas de un lado a otro; nos organizamos mejor, pero con partidas que ya se están 
pagando. 


El artículo 506 es lo mismo. Ordena créditos, pasa recursos de unos rubros a los otros. Simplemente, 
movemos créditos de un objeto del gasto a otro, de manera de gestionar mejor nuestros recursos humanos, 
pero con los créditos que ya tenemos. 


El artículo 507 es todavía de menor importancia. Algunos cargos nos quedaron mal denominados. Entonces, 
cuando llega el momento de la presupuestación, como el nombre no es exactamente correcto en serie, grado, 
escalafón, no los podemos presupuestar. Esto, simplemente, corrige una cuestión de redacción. Son cargos 
que ya existen. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- En el artículo dice: "un cargo de Asesor X". ¿La "X" corresponde a un 
cargo o a que no se sabe el nombre del asesor? 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Corresponde a un cargo de asesor. 
Los tres artículos siguientes, 508, 509 y 510, están vinculados a los directores nacionales del Mides. 
El artículo 508, simplemente, ajusta el nombre de algunos de los directores nacionales del Mides. 


El artículo 509 transforma el cargo de director de Desarrollo Social en el de director nacional de Economía 
Social e Integración Laboral. Asimismo, se crea el cargo de director nacional de Protección Integral en 
Situaciones de Vulneración y el de director nacional de Uruguay Crece Contigo y se reasignan los créditos 
para cubrir estos cargos. Estamos hablando de plata que ya teníamos dentro del rubro O y que se maneja de 
un rubro a otro. Digamos que los recursos para estos tres cargos que se crean salen de transformaciones y 
reasignaciones de créditos que ya tenemos en nuestro presupuesto. 


El último artículo vinculado a los directores nacionales es el que fija la retribución de todos ellos en un 77% 
de la del cargo actual del director general de Secretaría. De manera que se ajustan sueldos de directores 


nacionales, que hoy son de $ 77.000 nominales —para personas que tienen una Dirección a su cargo, 
distintas divisiones, cientos de funcionarios-, pasando más o menos a $ 102.000. 


En el artículo figura el listado de todas las Direcciones Nacionales del Mides. 
SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero hacer una consulta para que el tema quede bien claro. 


Estos directores, antes de que sus cargos fueran de directores nacionales, percibían un sueldo bruto de 
$ 77.000. A partir de esto, pasarán a percibir un sueldo bruto de $ 102.000, es decir, tendrán un aumento de 
alrededor de $ 30.000. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Es así. Las retribuciones están colgadas en la página web del 
Ministerio; también la del director general. Es exactamente así. 


Reitero que todo esto se hará reordenando los créditos que el Mides tiene en su presupuesto. 
Los artículos 511 y 512 tienen que ver con los monotributistas sociales del Mides. 


El artículo 511 propone que el Banco de Previsión Social proporcione al Ministerio, en forma mensual, 
información sobre los monotributistas Mides. ¿Qué quiere decir esto? Por secreto tributario, hay información 
con la que el Mides hoy no cuenta. A su vez, por la ley del monotributo, el Mides debería revisar, año a año, 
la cantidad de monotributistas y ver si aún cumplen con la condición de vulneración, de forma de controlar si 
todavía pueden seguir siendo monotributistas sociales Mides o no. Contar con esta información no solo nos 
permitiría cumplir con la ley, sino gestionar mejor estos programas, porque sabríamos cuántos se anotan, 
cuántos quedan por el camino, por qué desisten de seguir el trámite hasta el final, qué tipo de cosas 
podríamos hacer. 


El artículo 512 modifica el número de socios para emprendimientos asociativos para monotributo Mides. 
¿Por qué? Porque ahora la ley permite emprendimientos asociativos de hasta cuatro personas, pero la ley de 
cooperativas sociales refiere a un mínimo de cinco personas. Por otro lado, en el caso de los agricultores 
familiares que podrían acceder al porcentaje de compras estatales, se establece que se trata de 
emprendimientos de cinco personas. Entonces, en este artículo se propone modificar este número de cuatro a 
cinco, de manera que puedan acceder a cooperativas sociales o al porcentaje de compras públicas para 
agricultura familiar. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me gustaría que nos dieran ejemplos de monotributistas Mides para 
entender a quiénes refieren estos artículos. 


SEÑORA MINISTRA DE DESARROLLO SOCIAL.- La ley "Monotributo Social Mides" se votó en el 
quinquenio pasado. Era una vieja aspiración. Estamos hablando de personas con un nivel socioeconómico 
con dificultades que, a través de una capacitación o de sus capacidades, puede acceder a una tarea, como 
puede ser la albañilería o un emprendimiento de cualquier tipo, por ejemplo, una mujer que se dedica al 
envasado de frutas o de mermeladas. Muchas de estas cosas se vieron en estos días en la exposición y venta 
que hizo el Mides en la Rural. Son personas que en muchos casos salieron del Plan de Atención a la 
Emergencia Social, que se capacitaron o que tenían capacidades y a las que se le dieron literal y 
metafóricamente herramientas. El trabajador que se capacita o los socios para emprendimientos asociativos 
muchas veces no pueden vender, no pueden tener boleta. Para ellos se votó la ley de monotributo social, por 
la cual el hojalatero o la persona que recicla y hace adornos o un asiento pueden vender con boleta y aportar, 
entrando al sistema. De ahí la necesidad de seguimiento, porque lo deseable es que el emprendedor pase a un 
nivel superior, donde de monotributista social pase a monotributo, o a otra forma de aporte como 
microempresario, microemprendimiento, emprendimiento PYME, etcétera. Para eso necesitamos ese 
seguimiento, que lo hacemos previamente, para que logren acceder al monotributo social, y también después, 
para analizar si las condiciones por las cuales accedieron al monotributo social se mantienen o cayeron. 
Cuando caen, vamos a buscar las causas. Muchas personas cosen en sus casas y venden ropa de bebés para 
tiendas muy calificadas y tienen todo en orden: su aporte como monotributistas sociales, su boleta, por lo 
cual pueden acceder a la venta formal de lo que producen, pero hay que hacerles un seguimiento. En acuerdo 
con el BPS, como tantas otras cosas en las que tenemos ida y vuelta con la información, es que se introduce 
este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 497, 498 y 499, que tienen que ver con el Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑOR BANGO (Julio).- Saludo a los excolegas aquí presentes y a los funcionarios. Es un gusto estar por 
este trabajo en esta reunión. 


La señora ministra ha dispuesto que dejáramos para el final estos artículos que refieren a aquellas acciones y 
programas que, en el marco de la creación del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, ejecutará el 
Ministerio de Desarrollo Social. No obstante, el Presupuesto del Sistema Nacional Integrado de Cuidados 
excede largamente los tres artículos que explicitaremos. Me parece que a esta hora de la noche no debo hacer 
una presentación del Sistema, pero sí sería bueno, a efectos de su ilustración, poner estos tres artículos en el 
contexto del Presupuesto general del Sistema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Proceda como sugiere. 


SEÑOR BANGO (Julio).- En este cuadro, que dejaremos en poder de la Comisión, están planteadas todas 
las prestaciones y programas que se aplicarán por la vía del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. En la 
primera columna figuran los programas y prestaciones; en la segunda, la descripción del proyecto; en la 
tercera, el número del proyecto; en la cuarta, el tipo -Rubro 0, gasto o inversión-; en la penúltima, lo 
planificado en materia de inversión presupuestal para los años 2016, 2017 y resto del quinquenio y, en la 
última, el organismo de referencia que tendrá para sí la responsabilidad de la ejecución de cada acción del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Están incluidos con los mismos valores los servicios y las prestaciones que corresponden a la ejecución del 
Ministerio de Desarrollo Social. El artículo 497, plantea los gastos de funcionamiento de los programas de 
asistentes personales, proyecto 123; el programa de becas de inclusión socioeducativas, proyecto 122; los 
centros diurnos, proyecto 126; el fortalecimiento del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, proyecto 129; 
el programa de bonos para las casas de larga estadía, proyecto 125; los gastos de funcionamiento 
correspondientes al programa de teleasistencia, proyecto 124; el transversal a todos los Incisos, proyecto 121, 
que incluye la perspectiva de género, en el que se disponen recursos para campañas de promoción de la 
corresponsabilidad de género en el cuidado de niñas y niños. 


El artículo 498 desarrolla para los mismos proyectos lo que es materia de ejecución del Ministerio de 
Desarrollo Social, en este caso referido a los montos correspondientes a gastos de inversión para los años 
2016 y 2017. El artículo 499 establece la discriminación de la partida que va a provenir del Instituto Nacional 
de Alimentación para los niños y niñas que formarán parte de los nuevos centros CAIF que se concretarán y 
que, obviamente, como los que ya la tienen, su correspondiente partida de alimentación. 


Lo paradójico del tratamiento del Presupuesto es que, por suerte, en estos meses hemos tenido la posibilidad 
de hacer un ejercicio que los señores diputados no ven reflejado en el Presupuesto. En el Presupuesto 
Nacional tienen disgregadas las acciones del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, pero este Presupuesto 
fue construido, en el trabajo de cinco meses, entre los Ministerios de Economía y Finanzas, de Salud Pública, 
de Trabajo y Seguridad Social, de Educación y Cultura y de Desarrollo Social, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, la ANEP, el Banco de Previsión Social y el INAU. Construimos este presupuesto en una mesa 
de trabajo, definimos las metas, la cobertura que van a brindar los servicios que ya existen, creamos y 
diseñamos servicios nuevos y luego hicimos la presupuestación quinquenal. Obviamente, luego de adscribir 
cada organismo en el marco del ejercicio de sus competencias se carga al Inciso correspondiente la parte del 
presupuesto del Sistema Nacional Integrado de Cuidados que le toca ejecutar. Este cuadro permite agregar en 
una sola planilla la información que los legisladores tienen desagregada y tener una visualización desde el 
punto de vista del presupuesto. Estamos a las Órdenes para hacer una exposición sobre los fundamentos del 
Sistema, el porqué, cuáles son los servicios, a quiénes va a llegar, cuáles van a ser las ampliaciones. Tratando 
de hacer honor al tiempo que nos han dispensado nos vamos a referir a él estrictamente desde la perspectiva 
presupuestal. Reitero que no figuran los fundamentos, pero sí cierta información que les va a ser de mucha 
utilidad para hacerse una idea del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Simplemente, voy a dar algunas 
notas para que quede claro cuáles van a ser los servicios que va a brindar. 


El Sistema Nacional Integrado de Cuidados va a convalidar, mediante una ley que está a consideración de 
esta Cámara, el derecho de las personas en situación de dependencia a ser cuidadas. Básicamente, hay cuatro 
poblaciones que van a ser sujeto de las políticas de este sistema. Una de ellas es la primera infancia, de cero a 


tres años; las personas mayores en situación de dependencia, moderada o severa, y las personas 
discapacitadas dependientes. Tenemos que hacer una puntualización, porque en ocasión de la presentación 
del proyecto de ley, tanto en el Senado como en la Cámara, vimos que se confunde la condición de 
dependencia con la de discapacidad. Las personas dependientes lo son sin importar la edad que tengan; 
algunas personas tienen discapacidad y son dependientes; otras tienen discapacidad y no son dependientes; 
algunas son mayores de sesenta y cinco años y no son dependientes y otras son menores de sesenta y cinco 
años y son dependientes. El concepto clave, que ordena la programática y la implementación de la política 
pública, es la dependencia. 


La cuarta población son las trabajadoras, en femenino, porque más del 90% de las personas que trabajan en el 
cuidado, tanto en la parte remunerada como no remunerada son mujeres, por una división sexual del trabajo 
injusta que tiene nuestra sociedad y que hace que el cuidado de niños, niñas, personas mayores y 
dependientes con discapacidades recaiga más en las mujeres que en los varones. Los programas que este 
Sistema va a desarrollar para la primera infancia son: ampliación de una política muy larga en el país que va 
a cumplir treinta años, como es el plan CAIF, ampliación de la cobertura de los bebes y bebas de cero a un 
año, y de los niños de uno y dos años, así como de la intensidad del tiempo de cuidado. En estos treinta años 
que hemos llevado adelante el plan CAIF la atención a los niños y niñas de un año se realiza con atención 
semanal. Acá no solo vamos a aumentar la cantidad de niños y niñas que van a usufructuar los centros sino 
que vamos a pasar de la modalidad semanal a la diaria, con un servicio de veinte horas semanales en algunos 
casos y de cuarenta en otros, a fin de generar condiciones para que las madres y padres puedan salir al 
mercado de trabajo -entre otras alternativas posibles-, a obtener mejores ingresos para la familia y sus hijos. 


También se va a ampliar la capacidad de los jardines de la ANEP para niños de tres años. La meta es que en 
el año 2020 podamos ser el primer país en la región en universalizar la oferta de atención de niños y niñas de 
tres años. El país lo hizo primero con los de cinco años, luego con los de cuatro y vamos por los de tres. 


Asimismo, se van a generar nuevas modalidades de atención, aprovechando la experiencia existente en la 
sociedad en el cuidado de niños y niñas, sobre todo de los más chicos, de cero a un año. Lo recomendable es 
que a esa edad, cuando inician su vida, se queden con sus familias, pero hay casos en los que es más 
conveniente contar con alternativas de cuidado colectivas fuera de la familia para fortalecer el proceso de 
crecimiento de ese niño. Vamos a generar innovaciones en materia de atención a bebes y bebas. 


También vamos a promover la creación de centros de cuidado infantil entre sindicatos y empresas. Estamos 
trabajando en esa dirección. Estos centros se van a sumar a los tradicionales CAIF y a los centros diurnos de 
INAU. 


En materia de personas dependientes, ya sea con discapacidad o mayores de sesenta y cinco años, vamos a 
desarrollar una prestación para quienes se encuentren en situación de dependencia severa. Me refiero al 
programa de asistentes personales, que es una reformulación de un programa iniciado en la órbita del Mides 
en 2014 que hasta el momento atendía a personas con discapacidad severa y ahora va a pasar a ser un 
programa para todas las personas con dependencia severa, tengan o no discapacidad. 


Luego vamos a implementar un servicio de teleasistencia para las personas con dependencia moderada. A 
partir de 2017 se van a generar centros diurnos para personas mayores con dependencia moderada, y para 
personas con discapacidad y dependencia moderada, como consta en las planillas presupuestales. Con el 
concurso de profesionales que van a estar en esos centros se podrán generar condiciones para que mantengan 
su autonomía y dilatar la entrada en un proceso de dependencia mayor. También serán espacios de 
socialización, porque a esas edades y en esas situaciones la soledad es un elemento muy fuerte y la 
posibilidad de encontrarse con pares genera una mejora en la calidad de vida. 


Vamos a generar un programa de regulación de casas de larga estadía, antes llamadas casas de salud, hogares 
o residencias. Hay residencias que no tienen condiciones adecuadas para albergar personas -la directora de 
Inmayores podría ahondar en esta cuestión- y es necesario hacer un programa a cinco años entre el Mides y el 
Ministerio de Salud Pública para elaborar los procesos de fiscalización que se requieran para ir resolviendo 
esa situación, porque hay muchos compatriotas que no viven en condiciones dignas. 


También vamos a desarrollar un programa de transferencias o de bonos para personas que no pueden estar 
más en una residencia y que es posible trasladar a otras residencias en las que hay plazas en mejores 


condiciones. A través de este programa le vamos a transferir un bono a las residencias que van a albergar a las 
personas para que, en el marco de este plan, puedan lograr una mejora en su funcionamiento. 


Dicho muy rápidamente -podríamos hablar horas de cada una de las prestaciones- esto es lo que va a llevar 
adelante el Sistema Nacional Integrado de Ciudados. 


Con respecto al artículo 497, en el proyecto 129 figura el rubro relativo al fortalecimiento del Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados. Allí se incluyen todas las inversiones y gastos de funcionamiento por 
concepto de la existencia de la nueva Secretaría Nacional de Cuidados -cuya creación está a consideración de 
este Parlamento-, pero también para la provisión de nuevos sistemas de información, los costos logísticos, la 
aplicación del baremo de dependencia a las miles de personas a las que se deberá aplicar para saber si están o 
no en situación de dependencia y otros costos que tienen que ver con la gestión. En ese sentido cabe 
mencionar al portal del cuidado, que es una innovación que pretendemos hacer y que va a ser el lugar, la 
plataforma física para simplificar la accesibilidad, la información y la posibilidad de dar lugar a la queja y al 
reclamo de todos los usuarios del Sistema Nacional Integrado de Cuidados 


Obviamente, eso tiene sus costos, pero si se lo ve en las perspectiva del cuadro general del presupuesto del 
Sistema Nacional Integrado de Cuidados, las acciones y los recursos que se habrán de invertir en el 
fortalecimiento del sistema, representan un 2% del total de gastos de funcionamiento e inversiones del 
Presupuesto, y si tomáramos solamente los gastos de funcionamiento, no llegaría al 5% del total. Por lo tanto, 
creemos estar cumpliendo con una cuestión de buena administración, que no pasa por generar más burocracia 
en el Estado, para que los recursos que vota el Parlamento -después el Poder Ejecutivo podrá disponer- sean 
dirigidos, prácticamente en su totalidad, a las personas a las que debemos beneficiar. Esos son los criterios 
que han informado la construcción de este Presupuesto. 


Una vez explicada esta cuestión global, quedo a las órdenes para las consultas que quieran hacerse respecto a 
los tres artículos que nos competen, dentro del Inciso Ministerio de Desarrollo Social. 


SEÑORA MAZZUCHI (Graciela).- Finalmente, el artículo 708 -que nos quedó descolgado en la 
numeración del presupuesto- es una norma que introdujo el Mides en acuerdo con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Este artículo modifica la carga formativa en empresas asociadas a la ley de empleo juvenil. 


Una de las modalidades de práctica laboral tiene una parte de taller, de capacitación y otra de práctica en la 
empresa. Hasta ahora la ley marcaba que estas horas de práctica en la empresa no fueran más de sesenta y lo 
que se propone es que lleguen hasta ciento veinte, porque todas las empresas de capacitación y quienes han 
participado consideran que la práctica en la empresa es central para aplicar el conocimiento. 


Esta iniciativa ya fue aprobada por todos los partidos en esta Cámara; simplemente no dio el tiempo para 
votarla por completo, por lo que volvemos a presentarla ya que quedó sin sancionar. 


SEÑOR SOTO (Santiago).- Quisiera contar un poco sobre la ley de empleo juvenil que fue aprobada en la 
legislatura anterior. Esta iniciativa que fuera impulsada por el Poder Ejecutivo, en particular por el Instituto 
Nacional de la Juventud y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, fue enviada a través del Ministerio de 
Desarrollo Social y propone varias modalidades contractuales que regulan diferente formas del empleo 
juvenil. Concretamente, tiene modalidades vinculadas a la primera experiencia laboral, al trabajo protegido y 
promovido, a la compatibilización de estudio y trabajo y, en particular, a la práctica formativa en empresas. 
Asimismo, regula una modalidad contractual que tiene que ver con la generación de un modelo de educación 
dual donde se pueda participar a nivel de las empresas y en instituciones educativas. Las instituciones 
educativas hacen solicitudes para firmar contratos bajo este régimen que se puede llevar a cabo en la 
empresa, al mismo tiempo que en la institución educativa. De acuerdo con la experiencia recabada por las 
solicitudes recibidas en el Instituto Nacional de la Juventud -en conjunto con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y de Educación y Cultura- se estaba muy por debajo de los requerimientos que estaban 
planteando las instituciones educativas para la formación dual de los jóvenes. 


Se decidió incluir en el proyecto de ley de presupuesto esta propuesta -que fuera tratada por la Cámara de 
Diputados en la legislatura anterior y que cuenta con media sanción-, a fin de ponerla en funcionamiento con 
celeridad, en atención a los intereses de los jóvenes, de las empresas, del sector productivo y de las 
instituciones públicas y privadas que brindan servicios de capacitación. Se trata de permitir que esta 
experiencia se concrete, elevando la carga horaria a ciento veinte horas y, a diferencia de lo que se votó en la 


legislatura anterior, en esta oportunidad estamos solicitando a los legisladores que el Ministerio de Educación 
y Cultura, en conjunto con el de Trabajo y Seguridad Social, pueda avalar excepciones en algunos casos, en 
la medida en que hemos recibido solicitudes de mayor tiempo de prácticas formativas en empresas. 


Esas son las modificaciones que estamos solicitando a través del Nacional de la Juventud del Mides, en 
acuerdo con los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Educación y Cultura. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han sido fundamentales todos los insumos, los materiales y la presentación que 
nos han dejado para la discusión que daremos en la instancia de aprobación del presupuesto. 


El planteo de la delegación ha sido muy claro, independientemente de que cada legislador y cada sector 
tengan sus propias opiniones sobre los temas. 


A través de la ministra Marina Arismendi, quisiéramos saludar a toda la delegación que compareció en el día 
de hoy y agradecerle su presencia, volviendo a pedir disculpas por la demora en recibirla debido al ritmo que 


llevamos en esta Comisión. 


Quedamos a la orden hasta el último día en que esta Comisión termine de votar. Esta es la presentación 
oficial, pero todos los legisladores vamos a estar a vuestra disposición para cualquier consulta que se quiera 
plantear. 


Muchas gracias. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 21 y 51) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


